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CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE PIURA 
SEPTIMO JUZGADO PENAL UNIPERSONAL   

_________________________________________________________________ 

Expediente  : 05574-2015-56-2004-JR-PE-01 
Juez   : Ronald Soto Cortez 
Ministerio Público : Fiscalía Especializada en delitos de Corrupción de Funcionarios de Piura 
Acusados   : Juan Manuel García Carhuapoma y Otros  
Agraviado  : El Estado – Municipalidad Distrital de Pacaipampa 
Especialista judicial : Delcia Sandoval Timana 
Materia   : Colusión Agravada 
Etapa   : Juzgamiento 
 

SENTENCIA 
 
RESOLUCION NÚMERO CUARENTA 
Piura, uno de agosto 
del año dos mil veintidós.-                
 

I. VISTOS Y OIDOS; 
 
En audiencia pública realizada en la sala de audiencias virtual del Séptimo Juzgado Penal Unipersonal 
Especializado en delitos de Corrupción de Funcionarios de Piura que despacha el Juez Ronald Soto 
Cortez, la causa número cincuenta y cinco setenta y cuatro guión dos mil quince, seguida contra los 
acusados: 

1. JUAN MANUEL GARCIA CARHUAPOMA, de cincuenta y cinco años de edad, con documento 
nacional de identidad 03121797, nacido en Pacaipampa - Ayabaca - Piura el tres de marzo de mil 
novecientos sesenta y siete, hijo de Manuel y María, casado, profesor, percibe en promedio dos mil 
setecientos soles mensuales, sin antecedentes penales y con domicilio en Villa Universitaria 
Manzana H1, Castilla - Piura; patrocinado por el abogado Rogger Aldana Domínguez ; 

2. WILDER ALEXANDER MOGOLLON OCHOA,  de cuarenta y seis años de edad, con documento 
nacional de identidad 16758837, nacido en José Leonardo Ortiz - Chiclayo el uno de marzo de mil 
novecientos setenta y seis, hijo de Manuel Enrique y Elvira, soltero, ingeniero, percibe en promedio 
tres mil soles mensuales, sin antecedentes penales y con domicilio en Nicolás de Ayon N° 186, 
José Leonardo Ortiz - Chiclayo; patrocinado por el abogado Luis Gutiérrez Castro; 

3. ZENON GUILLERMO BURGA CARRANZA  de ochenta y nueve años de edad, con documento 
nacional de identidad 02637873, nacido en Chiclayo - Lambayeque el diecisiete de diciembre de 
mil novecientos treinta y dos, hijo de Zenón y Natividad, casado, ingeniero civil, cesante, sin 
antecedentes penales y con domicilio en Los Geranios Ñ-9 - Urbanización Miraflores, Castilla - 
Piura; patrocinado por la abogada Erika Castro Guerrero; 

4. LESLYE MAYLE MALARA LOPEZ, de cuarenta y cinco años de edad, con documento nacional de 
identidad 42446948, nacida en Piura el ocho de agosto de mil novecientos setenta y seis, hija de 
Julio Miguel y Lidia Esperanza, soltera, con instrucción superior, actualmente desempleada, sin 
antecedentes penales, con domicilio en Valdegodos 72 - Vilamartin de Valdeorras – Ourense – 
Galicia - España, con correo electrónico maylemalaralopez@gmail.com; patrocinada por el 
abogado Luis Gutiérrez Castro; 

5. WILMAR ALBERTO ELERA GARCIA, de sesenta y ocho años de edad, con documento nacional 
de identidad 02644140, nacido en Piura el seis de noviembre de mil novecientos cincuenta y dos, 
hijo de Teodomiro y Ana, casado, ingeniero civil, actualmente Congresista de la República, percibe 
aproximadamente trece mil soles mensuales, sin antecedentes penales y con domicilio en Jirón 
Eguren N° 163, Magdalena del Mar – Lima, patrocinad o por el abogado Franco Pablo 
Cunyarache Vite; 

6. FRAY HENRY MORA PANTA, de cuarenta y ocho años de edad, con documento nacional de 
identidad 02847862, nacido en Tambogrande - Piura el dieciséis de mayo de mil novecientos 
setenta y tres, hijo de Henry y Margarita, soltero, ingeniero civil, percibe aproximadamente seis mil 
soles mensuales, sin antecedentes penales y con domicilio en Urbanización Piura Manzana A Lote 
07 IV Etapa – Piura, patrocinado por el abogado Rafael Romero Ramírez; y, 
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7. JOSE LUIS CORTEGANA SANCHEZ, de sesenta y cinco años de edad, con documento nacional 
de identidad 07022603, nacido en Bellavista – Callao el veintiocho de febrero de mil novecientos 
cincuenta y siete, hijo de Erasmo y Dora Luzmila, casado, ingeniero civil, percibe en promedio diez 
mil soles mensuales, sin antecedentes penales y con domicilio en Jirón Tres Marías Manzana F2 
Lote 34, Los Cedros de Villa – Chorrillos - Lima; patrocinado por el abogado Marco Antonio Tovar 
Raqui; 

En calidad de autores, a los cinco primeros, y de cómplice extraneus-, a los dos últimos, del delito 
Contra la Administración Pública en la modalidad de Colusión agravada, y alternativamente por el 
delito de Negociación incompatible, en agravio del Estado – Municipalidad Distrital de 
Pacaipampa . 

Con participación por el Ministerio Público de la señora fiscal Lilibeth Rodríguez Huertas , de la 
Fiscalía Especializada en delitos de Corrupción de Funcionarios de Piura y, por el actor civil, 
Procuraduría Pública Especializada en delitos de Corrupción de Funcionarios de Piura, el abogado 
Roberto Rodríguez Flores. 

Instalado el juicio oral, el mismo que se verifica bajo los principios de oralidad, publicidad, contradicción 
y defensa, se concedió el uso de la palabra a la señora representante del Ministerio Público quien 
expuso los hechos que sustentan el requerimiento de acusación, asimismo, indicó los medios 
probatorios que le habían sido admitidos para su actuación y las pretensiones penales; por su parte, el 
abogado del actor civil expresó la pretensión civil exponiendo los fundamentos que la sustentan; a su 
turno, los abogados de la defensa en su respectivo alegato de apertura expresaron las pretensiones de 
sus patrocinados precisando que éstos no reconocen responsabilidad alguna en los hechos que se les 
atribuye. A los imputados se les hizo saber sus derechos constitucionales y procesales, de igual forma 
se les preguntó si se consideraban autores del delito atribuido, manifestando en sentido negativo y su 
disposición a declarar. 
 

II. FUNDAMENTOS: 
 
1. DELIMITACIÓN DE LA PRETENSIÓN CRIMINAL 
 
Luego de instalada la audiencia del juicio oral la representante del Ministerio Público procedió a 
exponer su alegato inicial formulando la imputación en los siguientes términos: 

Hechos precedentes 

Mediante Licitación Pública Clásica N° 02-2011/MDP- CE, se licitó la Obra: "Mejoramiento y Ampliación 
del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de Pacaipampa - Ayabaca - Piura", con código SNIP N° 
56326, mediante el sistema de contratación a suma alzada, por un monto contractual de 
S/.3'612,717.68 soles, con un plazo de ejecución de obra de 180 días calendario el mismo que vencía 
el 19 de noviembre de 2012; adjudicándose la buena pro el 21 de diciembre de 2011 al Consorcio 
Saneamiento Pacaipampa, conformado por las empresas: 1) G y M Construcciones y Servicios S.R.L, 
con RUC N° 20316093991; 2) Corsan Consultores Contr atistas Generales SAC, con RUC N° 
20257374743; y, 3) Virgilio Curo Sociedad Anónima Cerrada, con RUC N° 20506426155; siendo su 
representante legal el ingeniero José Luis Cortegana Sánchez. 

Hechos concomitantes 

El 13 de enero de 2012 la Municipalidad Distrital de Pacaipampa (en adelante MDP), representada por 
su alcalde, Juan Manuel García Carhuapoma, y el Consorcio Saneamiento Pacaipampa firmaron el 
contrato de ejecución de la obra: "Ampliación y Mejoramiento del Sistema de Agua Potable y 
Alcantarillado de Pacaipampa", por un valor contratado de S/.3'612,717.68 soles y un plazo de 
ejecución de 180 días calendario, para luego, el 31 de diciembre de 2011 la municipalidad efectuar un 
pago adelantado de S/.722,543.54 soles, que corresponde al 20% del valor de la obra, conforme se 
visualiza del Comprobante de pago N° 000001, y el 2 3 de mayo de 2012 se realizó la entrega de 
terreno, para luego el 24 de mayo de 2012 dar inicio a la ejecución de la mencionada obra.  

Así también, el 11 de junio de 2012 Juan Manuel García Carhuapoma, alcalde de la MDP suscribió con 
el ingeniero Wilmar Elera García, con RUC N° 100264 41400, el Contrato de Supervisión de Obra N° 
248-2012-MDP-A, en merito a la Adjudicación de Menor Cuantía N° 04-2012-MDP-CEP para la 
Supervisión de la obra: "Ampliación y Mejoramiento del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de 
Pacaipampa", por el monto de S/.123,000.00 soles, incluido el impuesto general a las ventas (IGV).  
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Posteriormente, mediante Resolución de Alcaldía N° 584-2012-MDP-A, de 24 de setiembre de  2012, 
se resuelve denegar la solicitud de ampliación de plazo N° 01 por ochenta y nueve (89) días 
calendarios, presentado por el Consorcio Saneamiento Pacaipampa, y luego con Resolución de 
Alcaldía N° 585-2012-MDP, de 27 de setiembre de 201 2, se resuelve denegar la solicitud de ampliación 
de plazo N° 02 por ciento un (101) días calendarios , presentado por el Consorcio Saneamiento 
Pacaipampa; sin embargo, dichas resoluciones fueron notificadas fuera de plazo, por lo que la 
contratista las dio por aceptadas aplicando el silencio administrativo positivo. 

Luego, el 03 de diciembre de 2012 se realiza un Acta de Conciliación que contiene varios acuerdos 
entre la municipalidad y el Contratista, sin embargo ésta no se encuentra firmada por ninguna de las 
partes. Sin perjuicio de ello, el 21 de diciembre de 2012 se expidió la Resolución de Alcaldía N° 822-
2012 la misma que resolvió aprobar el Acta de Conciliación y toma de acuerdos extra proceso arbitral 
en la obra, siendo suscrita por el Despacho de Alcaldía y el Contratista, en la cual se consignan 
condiciones pactadas de mutuo acuerdo en el orden técnico y financiero. Asimismo se Resuelve 
intervenir económicamente la obra por el monto que corresponde al saldo por ejecutar de la obra 
ascendente a la suma de S/.979,894.53 soles, equivalente al 32.01% del saldo de la Obra pendiente.  

Con Carta N° 004-2013-DIST-MDP de 17 de abril de 20 13, el Jefe de la División Infraestructura y 
Servicios Técnicos comunica al Consorcio Saneamiento Pacaipampa, para que reinicie los trabajos 
contratados, asimismo se le invita a una reunión para el día martes 23 de abril de 2013 a horas 03:00 
pm, en la oficina de División de Infraestructura y Servicios Técnicos, para tratar temas referentes al 
contrato y ejecución de obra, pero no asistieron. Por lo que con Carta N° 007-2013MDP, de 23 de abril 
del 2013 el jefe de la División de Infraestructura y Servicios Técnicos, da respuesta a la Carta N° 13 -
2013-CSP del consorcio de Saneamiento Pacaipampa, y nuevamente se le exige que reinicie los 
trabajos dentro de los 5 días de recibida la presente carta, así como también se le requiere precisar los 
metrados realmente ejecutados y se remita el cuaderno de obra para verificar lo actuado, entre otros. 

En mérito a la paralización de la obra, el 22 de abril de 2013 el Ministerio de Vivienda, Construcción y 
Saneamiento, a través de su equipo técnico del Programa Nacional de Saneamiento Urbano - PNSU, 
procede a realizar un monitoreo e inspección, procediéndose a elaborar el Acta de Verificación Física 
de Proyectos de Inversión Pública, emitida por el ingeniero Enzo Danilo Ceccarelli Bardales, integrante 
del equipo técnico, quien señala una serie de deficiencias encontradas en la verificación física de la 
obra. Por lo que la División de Infraestructura y Servicios Técnicos mediante Carta N° 012-2013-DIST, 
de fecha 02 de mayo de 2013, hace de conocimiento al contratista, las recomendaciones hechas por 
Enzo Ceccareili Bardales, a fin de que se realicen y corrijan las mismas. Las cuales consisten en las 
siguientes: 

1. Evaluación Final de la Calidad de la Obra 
� La administración anterior no entregó la documentación completa referente a la obra. 
� Realizado el recorrido, se concluye que el avance físico no se ajusta a las valorizaciones 

presentadas por el contratista y aprobadas por la Supervisión. 
� Las Resoluciones de Alcaldía que deniegan las ampliaciones de Plazo N° 01 y N° 02, fueron 

notificadas fuera del plazo, por lo que la contratista las dio por aceptadas aplicando el Silencio 
Administrativo Positivo. 

� Se ha observado que los trabajos están en condición de Subestandar e Incompletas. 

2. Deficiencias Encontradas 

� El expediente no cuenta con firma del Proyectista. 
� No se ha cumplido con parte de las Especificaciones Técnicas y con los Planos. 
� Los Buzones no cumplen con las normas técnicas 
� Las redes de Agua y Alcantarillado se encuentran instalados en una sola zanja, mientras que los 

planos (sin firmas) indicaban trazos distintos. 
� Se han colmatado algunos tramos, por efectos de las lluvias y por no haberse terminado los 

trabajos. 
� Se observó que en algunos tramos no se ha efectuado la reposición de Pavimento, lo que 

constituye un riesgo para las personas que transitan. 
� Las valorizaciones consideran metrados no ejecutados, tales como Demolición de Buzones 

existentes, Movimiento de tierras en lagunas, Reposición de pavimentos, entre otros. 
� El Supervisor firmó el cuaderno de obra hasta el 07/12/12 (Cuaderno de Obra N° 03, Folio N° 02, 

Asiento N° 163), en donde no tiene sello del mismo.  De esa fecha en adelante no hay en el 
cuaderno de obra firma ni de la Supervisión ni del Inspector. 
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� No hay sustentación del nombramiento del Residente ni de los cambios del mismo, ni de la 
paralización de la supervisión. 

� Los trabajos inconclusos de zanja están ocasionando infiltraciones de las lluvias y socavando 
taludes. 

� Se ha encontrado conexiones domiciliarias de agua hechizas (tuberías dobladas al calor). 
� No se encuentra con información de los Adicionales de Obra que el contratista reclama y que el 

supervisor observa. 

3. Recomendaciones 

� Realizar un levantamiento de los trabajos realizados a fin de verificar si se ajusta al Reglamento 
Nacional de Edificaciones 

� Verificar el expediente técnico materia de Convenio. 
� Solicitar la información faltante al Contratista y a la Supervisión referente a los trabajos realmente 

ejecutados. 
� Completada la información técnica, realizar el ajuste de los metrados y valorizaciones reales y 

solicitar el reinicio de los trabajos, sin que ello afecte las consecuencias legales y económicas 
que se hayan generado. 

Ante la constante negativa del Consorcio Saneamiento Pacaipampa, mediante Carta Notarial S/N de 26 
de abril de 2013, con asunto: Causal de Resolución por incumplimiento, dirigido al representante legal 
de la Empresa Corsan Consultores Contratista Generales S.A.C, se le hace conocer que hasta la fecha 
se encuentra paralizada la ejecución de la Obra Ampliación y Mejoramiento del Sistema de Agua 
Potable y Alcantarillado - Pacaipampa, sin justificación incumpliendo sus obligaciones contenidas en el 
contrato de las partes, a pesar de haber sido requerida en dos oportunidades para reiniciar los trabajos, 
dado que dicho incumplimiento se encuentra regulado en el Artículo 168° del Reglamento de la Ley de 
Contrataciones del Estado. Asimismo se le informó que se tiene dos cartas fianzas, una de N° 
212300058-R2, de fecha de vencimiento 10 de junio de 2013 y la segunda Carta Fianza N° 212300059-
R6, de fecha de vencimiento 06 de junio de 2013, de Insur S.A Compañía de Seguros. 

Por su parte, el Consorcio Pacaipampa con Carta N° 12-2013-CSP/GC, requirió el cumplimiento de sus 
obligaciones contractuales relacionadas con el pago de valorizaciones por avance de Obra (Contrato 
Principal) y Valorizaciones por otros conceptos, la cual fue respondida por el Jefe de la División de 
Infraestructura y Servicios Técnicos mediante Informe N° 0721-2013-MDP-JDIDT, donde señala que el 
contratista alega que del contrato principal se le adeuda pago de valorizaciones de la V-05 a la V-11, 
sin embargo, según documentos de archivos se verifica que sólo habría presentado las valorizaciones 
de la N° V-01 a la V-7 en el año 2012, y a pesar de  que tenía el derecho a solicitar su cancelación 
dentro del plazo establecido según el RLCE, es decir del último día del mes siguiente al valorizado, no 
ha hecho valer sus derechos; y en cuanto a adicionales no existe ningún documento ni resolución que 
apruebe y ordene la ejecución de trabajos adicionales por tanto no corresponde citar el hecho. 
Asimismo, se indica que el total de dinero desembolsado a favor del Consorcio Saneamiento 
Pacaipampa es de S/ 3'075,619.00 soles, el mismo que equivale al 85.133% del valor de la obra. 

Ante ello, el 20 de mayo de 2013, funcionarios de MDP, ingeniero Nelson Lescano Sánchez y el regidor 
Florentino Carhuapoma Carrasco, en presencia del Juzgado de Tercera Nominación de la zona, se 
constituyeron al lugar donde se ubica la laguna de oxidación, a la zona urbana del distrito y a la planta 
de tratamiento de agua, sectores en los que se debería estar ejecutando la obra en cuestión; sin 
embargo, no se encontró personal obrero ni de vigilancia laborando, así como tampoco, maquinaria en 
funcionamiento, siendo que los trabajos se encontraban inconclusos y la obra estaba paralizada. 

Hechos posteriores 

En mérito a lo sucedido, la MDP gestiona la realización de una pericia, siendo que mediante Informe 
Pericial de la Obra "Mejoramiento y Ampliación del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de 
Pacaipampa - Ayabaca - Piura", emitido por el Ingeniero Sanitario Edilberto Castillo Mendoza, se 
concluye: a) Que la obra se encuentra Inconclusa; b) El porcentaje real de avance de obra de acuerdo 
a la evaluación es de 43.62%; c) Los procesos constructivos no se han respetado de acuerdo al 
Expediente Técnico; d) La supervisión no hizo ninguna exigencia procedimental durante el desarrollo 
de la obra, como lo señalan las normas de saneamiento, estipuladas en el Reglamento Nacional de 
Edificaciones; e) La supervisión no solicito deductivos de algunas partidas como por ejemplo, la partida 
de movimiento de tierras correspondiente a la excavación de zanjas, donde se ha instalado las redes 
de agua potable y alcantarillado, y en la partida de conexiones domiciliarias de agua no se ha colocado 
el medidor de agua, entre otras, las cuales no se han ejecutado. 
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En concreto, precisa que el acuerdo colusorio y defraudatorio, se desprendería a partir de los indicios 
consistentes en: a) El expediente técnico de la obra no cuenta con firma del Proyectista, b) No hay 
sustentación del nombramiento del Jefe de Supervisión ni de los cambios del mismo, ni de la 
paralización de la supervisión, c) El pago del adelanto directo del 20% al Consorcio Pacaipampa por la 
suma de S/.722,543.54 soles, el 31 de diciembre de 2011 y el pago del adelanto por compra de 
materiales del 40% del monto contractual, por la suma de S/.1'445 087.07 soles, el 09 de febrero de 
2012, d) La aprobación por parte de la supervisión, en primera instancia, de dos ampliaciones de plazo, 
lo cual originó que el contratista solicite la aprobación de dichas ampliaciones de plazo ante la 
municipalidad con reconocimiento de mayores gastos generales, y si bien la entidad rechazó dichas 
solicitudes, las resoluciones no fueron notificadas al contratista dentro del plazo, por lo que se aplicó el 
silencio administrativo positivo, quedando consentidas, e) Se procedió a la aprobación y trámite de 
valorizaciones de manera mensual, en las que se incluyeron exceso de metrados no ejecutados por el 
contratista, tales como demolición de buzones existentes, movimiento de tierras en lagunas, reposición 
de pavimentos, f) No se ha cumplido con parte de las especificaciones técnicas y con los planos, pues 
los buzones no cumplen con las normas técnicas, las redes de agua y alcantarillado se encuentran 
instalados en una sola zanja, mientras que los planos (sin firmas) indicaban trazos distintos, incluso en 
algunos tramos no se ha efectuado la reposición de pavimento, se hallaron conexiones domiciliarias de 
agua hechizas (tuberías dobladas al calor) y no se encuentra con información de los adicionales de 
obra que el contratista reclama y que el supervisor observa, g) El Supervisor firmó el cuaderno de obra 
hasta el 07 de diciembre de 2012 (Cuaderno de Obra N° 03, Folio N° 02, Asiento N° 163), en donde no 
tiene sello del mismo, de esa fecha en adelante no hay en el cuaderno de obra firma ni de la 
Supervisión ni del Inspector, h) Contrario a los intereses de la entidad, se suscribió un Acta de 
Conciliación con el contratista, para luego proceder a la intervención económica de la obra por parte de 
la MDP. 

Hechos con los cuales los acusados habrían adecuado su conducta a la previsión contenida en el 
artículo 384, segundo párrafo, del Código Penal, delito de colusión agravada -al haberse concertado 
para defraudar al Estado -, subsidiariamente en el delito de Negociación Incompatible regulado en el 
artículo 399 del Código Penal. Pretensión que acreditaría con la declaración testimonial, pericia y 
documentales admitidas. Solicitando se les imponga a los acusados siete años de pena privativa de la 
libertad e Inhabilitación por igual tiempo conforme al artículo 36 incisos 1 y 2 del acotado código, por el 
delito de colusión; y en relación al delito de negociación incompatible o aprovechamiento indebido del 
cargo, cinco años de pena privativa de la libertad e Inhabilitación por igual tiempo conforme al artículo 
36 incisos 1 y 2 del mencionado código. 
 
2. PRETENSIÓN DEL ACTOR CIVIL 
 
Señala que con la actuación de los medios de prueba admitidos a la fiscalía y que hace suyos por el 
principio de comunidad de la prueba, se podrá evidenciar la concurrencia de los elementos 
constitutivos de la responsabilidad civil; esto es, que los acusados reúnen los requisitos y presupuestos 
para responder civilmente por el daño causado al Estado con la conducta desplegada, la ilicitud de su 
conducta, la manera consciente con la que han actuado y la relación entre el acto lesivo y el daño 
ocasionado al Estado, teniendo en cuenta que los delitos contra la administración pública también 
afectan y lesionan otros bienes jurídicos de relevancia constitucional y legal que trascienden lo material 
y económico, por ello también podrá evidenciarse, que se ha dañado el prestigio, la imagen 
institucional y la credibilidad de la administración pública; cumpliéndose los criterios que se han tomado 
en cuenta para cuantificar el daño extrapatrimonial ocasionado al Estado, como es la gravedad del 
ilícito cometido, posición de los acusados en la administración pública, además del impacto social 
ocasionado; por lo que solicita la suma de S/.8´106,346.96 soles por daño extrapatrimonial.  
 
3. PRETENSIÓN DE LA DEFENSA 
 

a. Del acusado Juan Manuel García Carhuapoma  

Postula la absolución de su patrocinado; que en el juicio se va a debatir la comisión del delito de 
colusión, por tanto, se tendrá que probar más allá de toda duda razonable el elemento referido a la 
concertación, pero de la prueba ofrecida por la fiscalía se llegará a la conclusión final de que no existe 
prueba directa y que los indicios ofrecidos no son suficientes para vincular a su patrocinado con el 
delito que se le atribuye, que la existencia de contraindicios sustanciales descartan la imputación; su 
patrocinado fue alcalde de la MDP, y como tal firmó el contrato y las  resoluciones de acuerdo al tramite 
ordinario que corresponde a una contratación pública como es la ejecución de una obra, así también, 
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buscó salvaguardar los intereses de la municipalidad mediante las Resoluciones N° 584-2012 y N° 585-
2012 que denegaron las ampliaciones de plazo solicitadas por la empresa contratista, asimismo, 
intentando una conciliación frente a los incumplimientos y problemas en ejecución de obra, a través del 
uso de los mecanismos que la Ley Contrataciones del Estado establece con la finalidad de intervenir 
económicamente la obra, salida de ultima ratio, y mediante un proceso arbitral iniciado por la 
municipalidad, actividades que fueron sustentadas en informes técnicos y legales correspondientes. 
Así, al final del juzgamiento se arribará a la conclusión de que no hay indicios que de manera conjunta, 
enlazados y analizados críticamente puedan llevar a considerar la posible participación de su 
patrocinado en la hipótesis de concertación que la fiscalía postula, sin el cual no habría delito e, incluso 
que  no existe una imputación concreta y especifica; la fiscalía imputa a su patrocinado por el hecho de 
ser alcalde y haberse detectado algunas irregularidades en la ejecución de obra, pero al analizar los 
medios de prueba concluirá que no existe medio de prueba que permita una imputación concreta y  por 
lo tanto el quebrantamiento del rol como alcalde, que su participación en calidad de autor bajo la lógica 
de los delitos de infracción de deber no podrá ser probada al final del juzgamiento, siendo aplicable en 
su caso el principio de confianza; de igual manera demostrara que su patrocinado no cumplió su 
periodo como alcalde, porque lo suspendieron de su cargo. 
 

b. De los acusados  Wilder Alexander Mogollón Ochoa  y Leslye Mayle Malara López 

Señala que en relación a la concertación como elemento del delito de colusión que atribuye la fiscalía a 
sus patrocinados y al extraneus no podrá acreditarse por lo que no se desvirtuara el principio de 
presunción de inocencia que les asiste, igualmente no podrá demostrarse perjuicio alguno en agravio 
del Estado. De acuerdo a la Resolución N° 5-2005-Ju nin, el acto de colusión exige que tanto el 
funcionario como el particular (extraneus) tengan codominio del hecho más allá de teorías de la unidad 
de imputación; en este caso, no se advierte el aporte colusorio de sus patrocinados en cada uno de sus 
cargos, por lo que demostrará que sus patrocinados han actuado de acuerdo a sus cargos y funciones, 
y se han enmarcado en base a la ley; si bien la fiscalía señala que ha existido un adelanto de pago del 
20 % y 40%, ello está normado en el artículo 186 de la Ley de Contrataciones del Estado, por tanto, 
sus patrocinados han actuado en base al contrato suscrito por la municipalidad; que su patrocinada ha 
sido gerente de la MDP, cargo que inició el 11 enero de 2011 y concluyó el 11 enero de 2012, por 
tanto, en la primera valorización donde la fiscala señala que se encontraba coludida su patrocinada, 
ésta ya no laboraba en la municipalidad, es decir, con fecha 03 de mayo de 2012 al 31 de agosto de 
2012 que designan a su patrocinada con Resolución N° 205, ésta el 27 de agosto de 2012 sale de 
vacaciones y no regresa porque la sacaron del cargo. Con respecto a su patrocinado, la fiscalía señala 
que ha sido jefe de la oficina de Obras lo cual es falso, y se comprobará con los medios probatorios 
que se ha presentado, de igual forma, la fiscalía señala que se está procesando por el Expediente 
Técnico de la municipalidad, pero si no hubiera existido este expediente cuando dejó el cargo no 
hubiera seguido el proceso para continuar con la obra de alcantarillado, por lo tanto no existe elemento 
sustentatorio que acredite la participación de su patrocinado en todas las valorizaciones que se ha 
indicado, no firmó ninguna valorización. Demostrará la inocencia de sus patrocinados.  

c. Del acusado Zenón Guillermo Burga Carranza 

Refiere que su patrocinado se considera inocente de los hechos que le atribuye la fiscalía, que los 
medios de prueba son insuficientes para enervar el principio de presunción de inocencia, por lo que 
postula una tesis absolutoria por insuficiencia probatoria. 
 

d. Del acusado Wilmar Alberto Elera García 

Postula una tesis absolutoria, toda vez que todos los medios de prueba ofrecidos por la fiscalía no van 
a demostrar la concertación o acuerdo de voluntades que se alega, siendo por ello, incluso que no se 
tiene una tesis acusatoria firme, porque de lo contrario no se propondría una tesis alternativa, tampoco 
se podrá acreditar la existencia de una defraudación al Estado; por lo que al final del proceso se 
concluirá porque existe insuficiencia probatoria.  
 

e.   Del acusado  José Luis Cortegana Sánchez 

Indica que la teoría del Ministerio Publico se sustenta en que funcionarios de la municipalidad se 
coludieron con representantes del Consorcio Saneamiento Pacaipampa para beneficiarlo en la etapa 
de ejecución de obra, a través de irregulares emisiones de valorizaciones y ampliaciones de plazo; ante 
lo cual, plantea que ese hecho jamás ocurrió y que la fiscalía no tiene prueba para demostrarlo. La 
imputación realizada es una inferencia de ciertas premisas como son: las ampliaciones de plazo son 
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irregulares, el consorcio abandonó la obra, la municipalidad resolvió el contrato, la existencia de un 
perjuicio económico, principales premisas a partir de los cuales la fiscalía infiere que hubo una 
concertación – colusión; pero dichos puntos ya han sido materia de esclarecimiento en laudos 
arbitrales interpuestos por el Consorcio Pacaipampa el 16 setiembre de 2013 y el 25 noviembre de 
2016, en donde se estableció que resultan validas las ampliaciones de plazo solicitadas por Consorcio 
Pacaipampa, que el consorcio no abandonó la obra, que la resolución del contrato no es imputable al 
consorcio sino a la municipalidad, y que es ésta quien debe indemnizar al consorcio con el pago del 
50% de utilidades dejadas de percibir por el saldo de obra no ejecutada; por lo tanto, todo ha sido 
esclarecido, de modo que las premisas de las que parte la fiscalía son erradas. De modo que al 
finalizar el juicio se desvirtuarán las pruebas que invoca la fiscalía, entre ellas, las pericias, en las 
cuales se ha dejado de lado los laudos arbitrales que tienen calidad de cosa juzgada, y simplemente 
han tomado como válido lo que la municipalidad ha sostenido; demostrándose con todo ello que el 
Consorcio Saneamiento Pacaipampa fue quien quedó perjudicado económicamente, debido a que 
según el laudo al consorcio se le adeuda el monto de S/.1´086, 854.00 soles, el cual se está ejecutando 
en el Poder Judicial; en ese sentido, esto descarta cualquier beneficio obtenido por el consorcio, por el 
contrario, resultó perjudicado; por lo que solicita la absolución de su patrocinado, así como del pago de 
la reparación civil. 
 
 f. Del acusado Fray Henry Mora Panta  

Postula la inocencia de su patrocinado; promete que en el desarrollo de las sesiones del juicio oral 
demostrará que su patrocinado no se ha concertado con sus coacusados para defraudar 
patrimonialmente al Estado, se va a demostrar que no tuvo participación directa ni indirecta con los 
demás coacusados, aprovechando su cargo de residente de obra, en los hechos que se le imputa, por 
lo que no se le podrá imponer sentencia condenatoria alguna. 
 
4. ACTIVIDAD PROBATORIA 
 
Examen del acusado JUAN MANUEL GARCÍA CARHUAPOMA. A  las preguntas del fiscalía, 
señala que es docente de educación primaria, trabaja actualmente ejerciendo dicha profesión; ha sido 
alcalde de la MDP desde el año 2003 al 2018, pero tuvo una suspensión de doce meses desde febrero 
2013, regresando a terminar su periodo por el tiempo restante; no le une ningún vínculo a Wilder 
Alexander Mogollón Ochoa, Zenón Guillermo Burga Carranza, Leslye Mayle Malara López, Wilmar 
Alberto Elera García, José Luis Cortegana Sánchez ni Fray Henry Mora Panta; en el periodo 2011 al 
2014 se desarrolló la obra de agua y alcantarillado en Pacaipampa, otorgándose la buena pro al 
Consorcio Pacaipampa, estando a cargo de la supervisión de la obra la empresa del señor Wilmar 
Elera, no recordando si él era el encargado de ejecutar la supervisión o si designó a otra persona; 
durante el tiempo que ejerció como alcalde en el periodo 2011-2014, estuvo hasta la firma del contrato 
de ejecución de obra, porque luego de ello fue suspendido, no estuvo como alcalde durante toda la 
ejecución de la obra; sus funciones como alcalde eran muchas, una de ellas era representar a la 
municipalidad y otra es ejecutiva. A las preguntas del abogado Luis Gutiérrez Castro, precisa que si 
hubo un comité de selección para el proceso adjudicación de la obra; su persona no daba conformidad 
a los comprobantes de pago, ni a las valorizaciones, ni para realizar la cancelación de estas; durante 
su suspensión lo reemplazo la Teniente alcaldesa Lilian Ernestina Holguín Román. A las preguntas de 
su defensa, que fue suspendido en el cargo de alcalde en febrero de 2013 y regresó aproximadamente 
en abril de 2014, encontrando la obra en estado de abandono, paralizada, ante lo cual pidió 
información a las diferentes áreas, y se presentó un informe al Ministerio de Vivienda, el cual en sus 
áreas técnica y legal tomaron conocimiento, y ante su insistencia se aprobó un presupuesto adicional 
de más de 3 millones de soles para terminar la obra, la misma que fue concluida y que hasta la fecha 
funciona de manera correcta, no recuerda en qué fecha se concluyó la obra; al retornar tomó 
conocimiento de algunas controversias en arbitraje entre la municipalidad y el contratista; en cuanto al 
abandono de la obra, sabe de acuerdo a información del Ministerio de Vivienda que se presentaron 
situaciones técnicas que no puede precisar. A las aclaraciones del magistrado , que cuando dice que 
cumple una función ejecutiva, por ejemplo, se refiere a firmar el contrato, ejecutar los acuerdos de 
concejo, gestionar y ejecutar acciones en bien de la institución; en las sesiones de concejo se toman 
acuerdo para atender las necesidades de la población, dentro ellos se vio la gestión de la instalación 
del sistema de agua de su distrito, entonces se coordinó con el área técnica y las que correspondía, se 
hicieron los documentos necesarios y se presentó al Ministerio de Vivienda, el cual hizo observaciones 
y coordinó con el área técnica, se levantaron las observaciones y cuando el expediente ya está 
aprobado por el área técnica y por el Ministerio de Vivienda, pasa a quien está encargado de la entrega 
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del dinero que es el Ministerio de Economía, éste desembolsa el dinero para que se ejecute la obra, 
entonces de organiza; su participación fue gestionar y firmar los contratos que le correspondía, 
gestionó la aprobación para que se apruebe el presupuesto en el ministerio; la estructura de la 
municipalidad estaba conformada por la alcaldía, los regidores, el consejo, el área técnica, área legal y 
el resto de áreas que no recuerda exactamente; el área técnica se encargaba de la elaboración de los 
expedientes y la conformidad, estaba a cargo del ingeniero Mogollón pero no recuerda hasta que 
fecha, habiendo pasado muchos profesionales por ese cargo.  
 
Examen del acusado WILDER ALEXANDER MOGOLLÓN OCHOA.   A las preguntas del fiscalía, 
señala que  es ingeniero civil, actualmente labora en la Gerencia Regional de Agricultura de 
Lambayeque; desde octubre de 2003 hasta agosto de 2012 laboro en la MDP, específicamente en 
agosto de 2011 vuelve a asumir la jefatura de DIDUR hasta 03 mayo de 2012, sus funciones como jefe 
de esa división era la supervisión de los proyectos de ejecución de obra que se hagan en la entidad, 
mantenimiento de carreteras, saneamientos, entre otras, tenía que ver con el tema de defensa civil y 
coordinaba con el COER por ser secretario técnico del mismo; ya que las obras que se hacían en la 
entidad hasta entonces eran por administración directa, asumía la supervisión de todas las obras, 
teniendo cuatro ingenieros que hacían la función de inspectores de obra; en ese periodo no se ejecutó 
la obra Ampliación y Mejoramiento del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado - Pacaipampa, se 
realizó el proceso de selección otorgándose la buena pro el 21 de diciembre de 2011, en enero 
solicitaron los adelantos que correspondían por ley, 20% por directo y 40 % por materiales, y se 
suspende la ejecución por temas climatológicos, reiniciándose le parece la quincena de mayo cuando 
su persona ya no era jefe de obra, por haber salido el día 03, asumiendo la jefatura el ingeniero Edwin 
Chinchay; su participación fue como miembro del comité de selección por ser área usuaria y en el 
trámite de los adelantos enviando las cartas fianza a Tesorería para que las verifique, de ahí en la 
suspensión de la obra; a su retorno el 03 de mayo le piden que asuma la inspección de la obra ya que 
aún no se había dado el proceso de selección para la supervisión, haciéndolo por 19 días, luego de lo 
cual lo asume el ingeniero Elera, a través de su jefe de supervisión el ingeniero Burga, periodo en el 
cual se dedica a escribir en el cuaderno de obra, donde señala que debería acelerar la ejecución de 
algunas partidas. No participó en la elaboración del expediente técnico, lo que se hizo fue reformularlo 
debido a su antigüedad, participando en eso algunos funcionarios y una vez que se actualizó costos y 
se realizó los diseños se volvió a incluir en el proceso, la parte técnica era de ellos como jefatura; se 
contrata una persona para que revise el expediente, siendo ellos los tramitadores, se nombra un 
supervisor de expediente que se encarga de revisar esa actualización, se le alcanza como jefatura, la 
revisan y la pasan para su aprobación vía resolución, siendo ese el expediente con el que se concurso 
y se ganó. A las preguntas del abogado Rogger Aldana Domínguez , que el comité de selección lo 
integraba su persona, como área usuaria, el experto independiente Raúl Merino y le parece Mario 
Quispe, quien era jefe de Abastecimiento; hubo varias convocatorias, cuando asume la jefatura ya se 
habían realizado convocatorias; la suspensión de la obra por tema de lluvias no recuerda con exactitud, 
pero lo que debió ocurrir es que el contratista presento un informe para que por el tema de lluvias se 
suspenda, y es que esa zona es altamente lluviosa y perjudicaba principalmente el traslado de 
materiales, lo que podía generar un perjuicio económico ya que el contratista podía solicitar 
ampliaciones de plazo y gastos generales, si bien él pide la suspensión, renuncia a los gastos 
generales, que era lo más adecuado a ese momento; durante su periodo como jefe de la División de 
Infraestructura sus informes iban dirigidos a la gerencia; en cuanto al expediente técnico sí contenía la 
firma del profesional que participó en su actualización, sería ilógico que no lleve la firma, más que 
imposible, ya que si no tenía firma cómo se lanzaba el proceso, los participantes no hubieran querido 
hacerlo, como se haría la obra; no participó en el trámite de ninguna ampliación de plazo; desconoce 
porque no le renovaron la confianza. A las preguntas de la abogada  Erika Castro Guerrer o, que el 
03 de mayo llega a Pacaipampa y se entera que había cesado en su cargo de jefe de obra, días 
después le piden que asuma la inspección de la obra hasta que se designe el supervisor, porque era el 
ingeniero con más experiencia, después de 18 o 19 días apunto en el cuaderno de obra que quien 
asumía la supervisión era Wilmar Elera y el ingeniero Burga Carranza, fechas exactas no tiene.  A las 
preguntas del abogado  Marco Tovar Raqui, que el nombre del consorcio que gano la buena pro no 
lo recuerda, no conocía a sus representantes y durante el desarrollo del proceso solamente estuvieron 
ellos, porque hubo otro postor, hasta el día de hoy no los conoce.  A las preguntas del abogado Luis 
Gutiérrez Castro, que hasta la 15 de enero de 2012 estuvo como gerente municipal Cristhian Flores 
Roa, el administrador a la época de la ejecución de obra, durante el tiempo que estuvo su persona, era 
Luciano Chávez Araujo, por norma las cartas fianzas una vez que las recibe el área que recibe la 
documentación de los adelantos del contratista, traslada la información a Tesorería la que se encarga 
de ver si son reales o no y de su custodia; que su área tramitó el 40% de entrega por adelanto de 
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materiales, pero la conformidad no la dan; la primera valorización la hace la supervisión; los que 
tramitan las valorizaciones y su pago son el residente de obra, la supervisión y la jefatura de la oficina. 
A las aclaraciones del magistrado, que el expediente fue reformulado por varias personas cuyos 
nombre desconoce, porque su unidad no se encarga de contratar, se mandó a hacer afuera porque era 
compleja para una oficina como la de ellos, que se dedicaban a hacer más obras por administración 
directa; la entidad a través de la unidad de Abastecimiento contrata los profesionales para la 
actualización y para la supervisión del expediente, luego se le entrega al Departamento de 
Infraestructura y Obra, la que remite a gerencia con resolución para que lo envíe al comité. 
 
Examen de la acusada LESLYE MAYLE MALARA LÓPEZ.  A las preguntas del fiscalía, señala que 
es administradora de empresas, actualmente no labora, su vinculo con la MDP fue como gerente 
general en el año 2011 hasta el 11 de enero de 2012, desde esta fecha al 03 de mayo de 2012 fue 
administradora y del 03 mayo a setiembre de 2012 estuvo como gerente general; como gerente sus 
funciones eran administrativas, hacer cumplir las disposiciones municipales, asesorar a la alcaldía, el 
pase documentario, presidir los comités de defensa civil, entre otros; y, como administradora sus 
funciones era la supervisión de las áreas a su cargo como son Tesorería, Recursos Humanos y 
Personal. En su periodo, respecto a la obra Ampliación y Mejoramiento del Sistema de Agua Potable y 
Alcantarillado - Pacaipampa, se procedió a la ejecución, estando su persona físicamente hasta el 27 de 
julio, luego salió de vacaciones en agosto y en setiembre le dieron su resolución de cese; estuvo para 
la licitación y el inicio de la ejecución de la obra; como gerente municipal no participó en la ejecución, 
porque los pagos de las valorizaciones se hicieron en el mes de agosto, cuando estaba de vacaciones, 
para el pago de los adelantos de 20% por directo y 40 % por materiales estuvo como administradora, 
los que se hicieron de acuerdo a ley, a través de un informe de gerencia con el proveído de que lo 
atendiera, respecto del 20% estaban la carta fianza, el informe del área usuaria y el contrato firmado, 
entonces lo que hizo fue el trámite documentario, del 40% también fue un trámite documentario 
derivado y autorizado por la gerencia general a cargo de Cristhian Roa, limitándose a hacer el trámite 
documentario, dándole el pase a Tesorería, cumpliendo con sus funciones; el 20% se dio después del 
contrato, el cual se firmó el 12 de enero de 2012; lo que hizo el área de Tesorería anteriormente fue 
afectar el gasto para que no revierta el dinero, pero el pago fue posterior, el 26 o 27 de enero de 2012; 
el pago de las valorizaciones se iniciaba en el área usuaria, el área de infraestructura a cargo del 
ingeniero Chinchay y la que daba el visto bueno o autorización era la gerencia y el pago lo hacía 
Tesorería. En cuanto a la supervisión, tendría que haberlo autorizado la gerencia, previo el trámite 
antes mencionado. A las preguntas del actor civil, que el trámite para el pago de adelantos lo 
solicitaba la empresa a la alcaldía, adjuntando las cartas fianza, copia del contrato y requisitos, se 
emitía un informe del área usuaria, en este caso, el área de infraestructura y este a su vez emitía un 
informe a la gerencia general y este lo derivaba a la administración y este al área de presupuesto y 
tesorería que se encargaba de realizar el pago.  A las preguntas del abogado Rogger Aldana 
Domínguez, que los adelantos se consignaron en las bases del proceso y posteriormente en el 
contrato y lo permitía la ley de presupuesto de ese año tanto el adelanto del 20% como del 40%, nunca 
recibió alguna sugerencia de García Carhuapoma para los pagos. A las preguntas de la abogada 
Erika Castro Guerrero, que los adelantos de pago se giraban a nombre del consorcio, el contrato de la 
ejecución de la obra se firmó con el representante legal del consorcio cuyo nombre no recuerda, no 
conoce al ingeniero Elera. A las preguntas del abogado Gutiérrez Castro, que nunca autorizo 
adelantos, nunca trato directamente con el consorcio ganador. 
 
Examen del acusado WILMAR ALBERTO ELERA GARCÍA. A l as preguntas de la fiscalía, señala 
que es ingeniero civil, actualmente es congresista de la República; conoce a Juan Manuel García 
Carhuapoma por haber sido alcalde de la MDP cuando se llevó el procesos de selección, Guillermo 
Burga Carranza fue el jefe de supervisión que presentó para ganar el proceso, José Luis Cortegana 
Sánchez sabía que era el representante legal del contratista de la obra, Fray Henry Mora Panta era el 
residente de obra, y a Wilder Alexander Mogollón Ochoa y Lesly Malara López no los conoce; al único 
proceso que se presentó fue el referido al proyecto Agua y Alcantarillado del Casco Urbano de 
Pacaipampa; le parece que el contrato de supervisión lo firmó el 08 de julio de 2012, la ley le permitía 
presentarse a varias supervisiones siempre y cuando Wilmar Elera no sea el jefe de supervisión en 
cada uno de los procesos, por esa razón el jefe de supervisión de esta obra era el ingeniero Guillermo 
Burga Carranza, de gran experiencia; se presentó como persona natural; exactamente no recuerda el 
equipo técnico que presentó, solo al ingeniero Guillermo Burga Carranza como jefe de supervisión; 
como consultor de obra, su persona firmó el contrato y esporádicamente coordinaba con Guillermo 
Burga Carranza para saber del avance de esa obra y de qué manera se iban tramitando las 
valorizaciones, tanto del contratista como de la supervisión; no fue necesario mandar ningún 
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documento a la municipalidad comunicando la designación del mencionado ingeniero como jefe de 
supervisión ya que formaba parte del proceso de selección, allí se indicaba que era el jefe de 
supervisión, por lo tanto, como ganó la obra no era necesario informar; el que firmaba el cuaderno de 
obra, en el caso de la supervisión, era Jefe de Supervisión; solamente fue a la firma del contrato y dada 
la experiencia de Guillermo Burga Carranza lo coordinaban cada fin de semana que venía a la ciudad 
de Piura, le daba cuenta de los informes que remitía a la municipalidad sobre el avance de obra, sobre 
el cuaderno de obra que él lo firmaba, de esa manera tenía conocimiento del avance de la obra; su 
persona por haber firmado el contrato, informaba a la municipalidad previo informe de Guillermo Burga 
Carranza, en algunos casos éste lo hacía directamente; no le informaron de incidencia o irregularidad 
alguna, culminando su contrato el 08 de diciembre de 2012, cuando el avance de obra era al 67.76 %; 
Guillermo Burga Carranza tomó las decisiones más importantes de acuerdo a su experiencia, ya que es 
una persona mayor, y además es ingeniero especialista; en cuanto a la observación de que las 
instalaciones se colocaron en una sola zanja, de acuerdo al Reglamento Nacional de Edificaciones, 
Capítulo 50, cuando hay este tipo de inconvenientes en calles muy estrechas, se puede colocar en una 
misma zanja la tubería de agua y alcantarillado, siempre y cuando tengan una diferencia de altura, en 
el ancho de la zanja evidentemente de acuerdo al expediente se indicaba que sea de 40 o 50 
centímetros para cada zanja; sin embargo, se hizo un ancho de dos metros para que se pueda tener la 
comodidad de poder trabajar y hacer la colocación de las tuberías, tanto de gua como de alcantarillado, 
esa es una decisión que se tomó al momento de la ejecución de la obra, eso no lo dice el Expediente 
Técnico sino se hizo por la experiencia del ingeniero sanitario; cada una de las valorizaciones que 
aprobó Guillermo Burga Carranza tiene el sustento técnico y el sustento de metrado de lo que 
realmente se ejecutó en obra, lo que ha permitido que la municipalidad pueda tramitar los pagos ante el 
contratista; su contrato fue por S/.123,000.00 soles, de lo que le pagaron al porcentaje del avance de 
ejecución de obra, no recordando exactamente el monto, debiéndole la municipalidad a la fecha su 
retención de fondo de garantía; su contrato era por seis meses lo que se cumplió el 08 de diciembre de 
2012; no recuerda cuando presentó su liquidación de obra.  A las preguntas del abogado Gutiérrez 
Castro, que se le entregó una copia del expediente técnico sin firmar; no recuerda quien era el jefe de 
obras; previo a su contratación no se reunió con funcionario alguno de la municipalidad. A las 
preguntas del abogado Marco Tovar Raqui, que no sostuvo reunión alguna con el contratista porque 
quien se reunía con el ingeniero residente, era el ingeniero jefe de supervisión, solo se han reunido con 
él para ver el tema de metrados ejecutados del avance de obra; no ha sostenido comunicación alguna 
con el contratista. A las preguntas de la abogada Erika Castro Guerrero , que respecto a la ejecución 
de obra con más precisión puede responder Guillermo Burga Carranza, sabiendo que fue de 100 a 200 
metros máximo donde se ha hecho ese paralelismo de la tubería de agua y alcantarillado. A las 
preguntas del abogado Rogger Aldana Domínguez, que, el Expediente Técnico de la Obra se le 
alcanzó por etapas y reclamaron la falta de firma de los profesionales que debían sustentar dicho 
expediente; sin embargo, al haberle alcanzado la municipalidad ese Expediente Técnico, sobre eso se 
tuvo que trabajar; no recibió orden o recomendación alguna del alcalde; no recuerda que se hubiera 
procedido a la intervención de la obra, hasta cuando terminó su compromiso la obra seguía en manos 
de la municipalidad y el contratista. A las preguntas del abogado Franco Cunyarache Vite,  que tuvo 
conocimiento de que habían ido a un proceso de arbitraje, pero en adelante no sabe cuáles fueron los 
resultados. A las aclaraciones del magistrado, que un Expediente Técnico normalmente debe ser 
entregado en una serie de etapas, que consiste en memoria descriptiva, especificaciones técnicas, 
planos, metrados, etc., todo eso se le entregó pero sin la firma de algún responsable, debiendo haber 
un responsable en lo que es agua, sanitario, metrados y presupuestos, y eso se obvió; por eso es que, 
ese expediente técnico lo fue observando y en el acta de entrega de terreno no se concluye al 100 % la 
entrega del terreno, con lo cual deja abierta la posibilidad de que había mucho más expediente técnico 
que entregar porque no había una entrega de terreno al 100%; es posible que en el informe inicial que 
se hizo dentro de los siete días de iniciada la supervisión se haya hecho una crítica al expediente 
técnico; las firmas en el expediente le dan la formalidad para que sea aprobado mediante una 
resolución municipal o una resolución regional, su persona nunca vio la resolución de aprobación de 
ese Expediente Técnico; para el inicio de la obra era necesario un expediente técnico con las firmas 
que garantizara la solvencia de su elaboración sin embargo la municipalidad le alcanzó ese documento 
y, como ya estaban dentro del contrato de obra, tuvieron que seguir trabajando para supervisar lo que 
ya estaba en ejecución; su contrato fue por un plazo determinado, la ejecución de obra estaba 
programada para que termine en noviembre de 2012, y el contrato de su persona terminaba el 08 de 
diciembre de 2012, con lo cual había el tiempo necesario para hacer la liquidación de la obra; no se 
concluyó según los informes de Guillermo Burga Carranza  porque el contratista quiso entrar a los 
terrenos para construir la planta de tratamiento de agua y la planta de tratamiento de desagüe, y en 
ambos terrenos que decían en el expediente que estaban comprados por la municipalidad, salieron los 
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dueños a reclamar que no les habían pagado y por lo tanto no tenía el contratista derecho a entrar a 
ejecutar obra en esos terrenos, lo que motivo una ampliación de plazo que lo precisaron en el informe 
junto con Guillermo Burga Carranza para la ampliación, sin embargo la municipalidad desistió con unas 
resoluciones indicando que no correspondía las ampliaciones de plazo que habían otorgado en la 
supervisión; todo ello consta en el cuaderno de obra; nunca les alcanzaron modificación alguna del 
expediente técnico; si se considera el colocar una tubería de agua paralela con la de alcantarillado, 
como una modificación, ello fue producto de la experiencia de Guillermo Burga Carranza para que esta 
obra no se paralice y pueda continuar su ejecución; cuando hay modificaciones de este tipo se amerita 
solicitar una opinión al consultor, al que ejecutó los planos, pero como no había ningún responsable en 
el expediente técnico no había a quien hacerle la consulta; normalmente la entrega del expediente 
técnico se hace con un documento, que debe tenerlo guardado, con lo cual se da inicio a la 
supervisión; no recuerda quien le hizo la entrega del expediente solo sabe que fue mediante un 
documento que le enviaron a Guillermo Burga Carranza siendo él quien debió haberlo recepcionado. 
Agrega que es importante que se tome en cuenta el acta de entrega de terreno, que se llevó mucho 
antes de que su supervisión entrara en vigencia, acta en cuya parte final se indica que no se terminó se 
hacer el recorrido total de la obra porque era muy amplio, y que tampoco se terminó de hacer la 
entrega del terreno, lo que ocasionó que nunca entraran a los terrenos de la planta de agua ni a la plata 
de desagüe, siendo por eso que se genera las ampliaciones de plazo, que al final no son 
responsabilidad de la supervisión sino de la entidad ejecutora, que no compró los terrenos en forma 
oportuna. 
 
Examen del acusado JOSÉ LUIS CORTEGANA SÁNCHEZ. A l as preguntas de la fiscalía, señala 
que es ingeniero civil y trabaja de forma independiente, personalmente no ha tenido ningún vínculo 
laboral con la MDP, pero sí como representante legal del Consorcio Saneamiento Pacaipampa en Obra 
de Ampliación y Mejoramiento del Sistema de Agua Potable de Alcantarillado de Pacaipampa; no ha 
tenido ni tiene vínculo alguno con sus coacusados, pero sabe que Juan Manuel García Carhuapoma 
fue alcalde de la MDP, Wilder Mogollón Ochoa fue el inspector en el inicio de la obra, Wilmar Elera 
García fue el consultor de la supervisión, Guillermo Burga Carranza el supervisor de obra; a Lesly 
Malara López no la conoce y, Fray Henry Mora Panta fue el residente de obra por el Consorcio; no 
recuerda si se presentaron otras empresas al concurso; el monto pactado en el contrato fue algo de 
S/.3´612,000; el inicio de los trabajos de ejecución de la Obra fue más o menos el 23 de mayo de 2012; 
el contrato se firmó el 13 de enero de 2012, no recordando en qué fecha solicitó el adelanto de obra 
pero fue después de la firma del contrato; su persona como representante del Consorcio siempre ha 
sido en Lima, no en Piura ni en Pacaipampa y se informaba a través de los informe que le hacían por 
internet con las deficiencias que había, pero a quien correspondía hacer las valorizaciones era al 
ingeniero Residente de Obra Fray Mora, de acuerdo a la Ley de Contrataciones; como representante 
legal del Consorcio no necesariamente firmaba los documentos, salvo que fuera algo oficial pero 
normalmente las gestiones se hacían en la Obra, siendo el documento fuente o base el Cuaderno de 
Obra, siendo de acuerdo a la Ley de Contrataciones ese el medio por el cual se comunican ambas 
partes, tanto por el Contratista a través del ingeniero Mora y de la otra parte el residente de la 
supervisión, en este caso ell ingeniero Burga, siendo los dos quienes manejaban el Cuaderno de Obra, 
donde consta toda la información desde el inicio de ejecución; se llegó a solicitar dos ampliaciones de 
plazo, una fue por demora en la entrega del terreno donde se iba a ejecutar la planta de tratamiento y 
la otra por donde se iba a ejecutar la laguna de oxidación, por algo de 89 días y 101 días 
respectivamente; no entendiendo la demora porque cuando se saca un proceso debería estar todo 
saneado, pero, sin embargo encontraron todo estos inconvenientes; que habiéndose firmado el 
contrato el 13 de enero, se inició la obra el 23 de mayo, o sea pasaron 112 días, cuando la Ley solo 
otorgaba 15 días; siendo ese el primer inconveniente, a lo que sumó la demora por no haber saneado 
la planta de tratamiento y el acceso de entre 500 y 600 metros a para entrara a la laguna de oxidación; 
solicitó las ampliaciones a través del Cuaderno de Obra, presentando los expedientes de los plazos 
correspondientes, emitiendo la supervisión una opinión favorable, se dio un plazo a la Municipalidad la 
que no emitió observación alguna, quedando consentido la ampliación en ambos casos; luego de unos 
días la municipalidad emitió dos resoluciones denegando el plazo, cuando de acuerdo a Ley, ya 
estaban consentidas; La Obra no se llego a culminar porque solicitaron la  resolución de contrato por 
falta de recursos de la Obra, lo pidieron en abril de 2013 aproximadamente; que hasta esta fecha  tenía 
una avance del 80% más o menos; primero hicieron el apercibimiento de acuerdo a la Ley de 
Contrataciones, luego resolvieron el contrato, se hizo una constatación física de todos los trabajos que 
se habían hecho para entregar la Obra a la municipalidad; que tanto el residente del consorcio como de 
la supervisión, son los que elaboran las valorizaciones, determinando los metrados ejecutados durante 
el mes, en forma conjunta; entonces cada fin de mes determinan cuál ha sido el avance y con ello la 
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valorización, siendo ese el procedimiento seguido; hasta la fecha que estuvo la supervisión en 
diciembre y luego un inspector de la municipalidad; tuvo conocimiento de una visita del Programa Agua 
para Todos, quien hizo una verificación, luego la Municipalidad mando a elaborar un informe al Colegio 
de Ingenieros que era bastante general, sin identificar todas las partidas y medirlas, teniendo en cuenta 
que la Obra tenía a su vez cinco obras, existiendo incluso una discrepancia entre dichos informes; 
como representante del Consorcio hizo sus descargos, asimismo, para efectos de la resolución se hizo 
constatación física y eso se presentó en la liquidación, para determinar lo realmente ejecutado, y como 
hubo discrepancias en la liquidación, fueron a un arbitraje, donde se presentaron los informes del perito 
lo que ha sido merituado por el tribunal, y luego laudó respecto a su liquidación; la obra no llegó a 
intervenirse económicamente. El Consorcio cobro algo más de 3 millones de soles, y después del 
proceso llegaron a enterarse que la Obra solo tenía algo más de tres millones; la Obra costaba tres 
millones seiscientos doce mil aproximadamente, pero después del proceso tomaron conocimiento que 
la obra contaba solo con algo más de tres millones, y había un saldo que no había para ejecutar, la 
obra no debió convocarse mientras no se tenga el presupuesto completo y, tampoco no solicitaron esa 
diferencia, por lo que no se tenía para pagar la Valorización N° 05, existiendo un problema. En el 
proceso arbitral la liquidación salió a su favor, y la municipalidad del tiene una deuda por algo de 
S/.520.00 soles.  A las preguntas del abogado Rogger Aldana Domínguez , que como representante 
legal tuvo acceso al Expediente Técnico, de acuerdo a ley cuando se participa en el proceso licitario la 
entidad facilita las bases del proceso como también el Expediente Técnico para poder hacer las 
propuestas, no observando en ese momento ninguna particularidad, el mismo que se empleó para 
elaborar su propuesta; no cree que en ese momento se haya percatado si tenía la firma del proyectista 
y personal técnico, ya que lo daba la misma entidad, pero mientras se demoró el inicio de la obra si 
tuvieron tiempo de revisar los metrados y costos, viendo ahí que no tenía firma, siendo el proceso 
devolver el expediente para que les entreguen el mismo expediente pero debidamente firmado; no se 
reunió para coordinar con Juan Manuel García Carhuapoma quien era alcalde en ese momento; en las 
bases se consignaba el pago de los adelantos directo 20% y por materiales 40%; asimismo entregaron 
cartas fianza para garantizar el contrato ya que así lo establece la ley y está en las bases; no recuerda 
el argumento de la denegación de la ampliación de plazos; que cuando se hizo el trazado de la planta 
de tratamiento, salió el propietario del terreno e impidió que se trabajara porque no le habían pagado el 
costo del mismo lo que se solucionó después de 89 días, de igual manera en la laguna de oxidación, 
donde había un mayor problema de acceso para meter las máquinas, siendo allí que preocupados del 
porqué el consultor y los profesionales técnicos no habían previsto esta situación tan básica, se 
demoraron 101 días para meter la máquina; en diciembre de 2012, se coordinó para hacer una 
intervención económica de la obra, se hacían reuniones con el abogado de la municipalidad, firmando 
incluso su persona un acta porque de alguna manera la intervención convenía a las dos partes, pero 
nunca la implementaron porque para ello se tenía que aperturar una cuenta mancomunada por un 
representante de la municipalidad y otro del consorcio; se iniciaron dos acciones arbitrales, el primero 
por las dos ampliaciones de plazo, y el otro cuando se alcanzó la liquidación y el municipio hizo su 
propia liquidación y al final el tribunal luego de evaluar laudó a su favor por más de un millón, pero 
amortizando los adelantos quedo en algo de quinientos y pico de soles. A las preguntas del abogado 
Luis Oswaldo Gutiérrez Castro, que antes de la ejecución de la obra no conoció a nadie, a Wilder 
Mogollón Ochoa lo conoció cuando fue para la firma del contrato; le enviaban la valorización que 
elaboraban el residente del consorcio y el residente de la supervisión, mayormente no había 
comunicación por teléfono; la obra debió iniciar el 28 de enero pero se hizo días después 23 de mayo, 
no sabe porqué la demora, recuerda que presento un documento lo que hizo que entregaran, ya que 
estaban en condiciones de resolver el contrato; sabe que en el mes de febrero y marzo estaba 
lloviendo, incluso de un accidente ocurrido en esa época; cuando solicitaron la resolución del contrato 
la en la municipalidad había una alcaldesa y las primeras valorización se hicieron cuando estaba el 
alcalde García Carhuapoma y luego también cuando ya estaba la alcaldesa; todo el tiempo renovo las 
cartas fianzas, de cuyo control se encargaba la tesorería; no recuerda  cuando presentó las 
ampliaciones de plazo, en esa época le parece que estaba de jefe de Obras el ingeniero Chinchay. A 
las preguntas del abogado Marco Tovar Raqui,  que el consorcio en ningún momento abandonó la 
obra, que para el cobro de las valorizaciones no tuvo ninguna comunicación con funcionarios de la 
municipalidad, el pago siguió su trámite regular. A las aclaraciones del juzgador, que la ejecución de 
la obra se inició el 23 de mayo; no se habían percatado antes del proceso pero como lo entrega la 
misma municipalidad en base a eso se hizo la propuesta pero más adelante fue que se percataron de 
ello, que no estaba con la firmas, de lo que dejaron constancia en las primeras anotaciones del 
Cuaderno de Obra, y se preocupaban de ello porque si se generaba la necesidad de hacer una 
consulta, eran los consultores a quienes tenían que dirigirse   para resolverlos; si hubo la necesidad de 
hacer consultas, en toda obra se dan incidencias; de acuerdo a la información era el supervisor, el 
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ingeniero Burga; el que financio la obra no fue la municipalidad sino el Programa Nacional de  
Saneamiento Urbano del Ministerio de Vivienda, y cuando hicieron la quinta valorización no se pagó 
completo, porque se había agotado los recursos, eso porque la municipalidad no lo pidió en su 
oportunidad.    
 
Examen del acusado GUILLERMO BURGA CARRANZA. A las preguntas de la fiscalía, señala que 
es ingeniero sanitario graduado en la Universidad Nacional de Ingeniería y tiene un post grado en 
Francia, tiene 89 años de edad y sigue trabajando en asesorías de forma independiente, tiene la orden 
de la ingeniería que es la más alta que otorga el Colegio de Ingenieros a sus asociados; no ha tenido 
ningún vínculo laboral directo con la MDP, llegó a Pacaipampa porque el ingeniero Elera le pidió apoyo 
momentáneo para la supervisión de la obra de agua potable y alcantarillado, se presentó sin ningún 
documento ni constancia porque ya era conocido por el alcalde quien dos años antes le había pedido 
asesoría para este proyecto de Agua para Todos, se hizo mejoras, el alcalde tenía el proyecto en 
manos y le pidió que le confirme si el proyecto era adecuado a la ciudad de Pacaipampa, viendo que 
tenía defectos los cuales los corrigió en Lima con la ingeniera sanitaria, siendo así como se inicia los 
trámites de la ejecución de la obra; en ésa época el alcalde le dijo si podía hacer la supervisión de la 
obra, manifestándole que no, por no estar de acuerdo con los lineamientos para la supervisión; desde 
que llega a Pacaipampa lo hace representando al supervisor, al consultor que ya tenía el contrato de 
supervisión, se presenta reemplazando temporalmente a Wilmar Elera, nunca tuvo un subcontrato con 
el señor Elera sino que formó parte del equipo técnico de supervisión propuesto, inicia la obra, pasó 
dos meses y tuvo que seguir porque el ingeniero Elera no terminaba sus otros trabajos, iba a la obra 
pero su persona siempre estaba a cargo de la supervisión, era quien firmaba el cuaderno de obra y le 
informaba a aquél sobre cómo estaba la obra, estuvo de junio a diciembre de 2012; el proyecto estaba 
bien hecho, no había observaciones ni nada que modificar, solo tenía que dar continuidad a las 
programaciones, cuando asume ya se había dado los dos adelantos al contratista, por lo que verifica lo 
que se había hecho visitando el depósito general que tenía la empresa viendo que estaba lleno de 
material, por lo que esa partida estaba bien; sus funciones eran verificar la calidad de la tubería que se 
estaba instalando y la que se iba a instalar, las programaciones, los adelantos, ver la cantidad de 
personal técnico que tenía la empresa y si no lo tenía decirles lo que requerían, iba coordinando con el 
contratista, no teniendo problemas con éste porque cumplía; las valorizaciones las hacía su persona 
como borrador y se lo entregaba al ingeniero Elera como responsable, le informaba de los avances y 
retrasos, siendo uno de los más importantes lo relacionado con los terrenos para la planta de agua y de 
desague; hasta el 08 de diciembre le parece que el avance de la obra era del 70%, no sabe decir si se 
pagó más de lo que se avanzó pero sí que hubo retrasos por el terreno que ya se había comprado pero 
que no se entregaban y por las lluvias; no le corrieron traslado de observaciones a la ejecución de la 
obra; quien le pagaba sus honorarios era el ingeniero Elera. A las preguntas del actor civil, que no 
recuerda cuántas valorizaciones presentó el contratista ni el monto que se le pagó; hubo problemas 
respecto al plazo, no se cumplió con la ejecución en el plazo; al revisar el expediente técnico advirtió 
que no tenía firmas y se trataba de una copia simple, pero el asunto era avanzar, esperando que ello lo 
rectifique la municipalidad, donde había un buen profesional que lamentablemente dejó de trabajar; 
nunca se le dio otro expediente. A las preguntas del abogado Rogger Aldana Domínguez , que de 
acuerdo al Reglamento el supervisor no puede hacer mejoras ni lo hizo, cuando empieza a trabajar con 
la copia del expediente deja de trabajar en la municipalidad el buen profesional ingeniero Mogollón; el 
expediente estaba actualizado.  A las preguntas del abogado Luis Oswaldo Gutiérrez Castro, que 
al pretender que Pacaipampa sea el modelo de ejecución de agua y desague modificó en obra la 
laguna de oxidación sin que signifique mayores costos; por la estrechez de las calles hicieron una sola 
zanja e hicieron las pruebas hidráulicas, y lo aprobó, eso en menos del 10% del alcantarillado; durante 
el periodo de sus supervisión no hubo problemas técnicos en la ejecución de la obra, diría que se hizo 
en forma eficiente; los adelantos estaban de acuerdo al avance, tomando en cuenta los retrasos, al 
finalizar la supervisión el alcalde era hombre. A las preguntas del abogado Franco Cunyarache Vite,  
que no hizo observaciones porque trabajó de la mano con el contratista. A las preguntas del abogado 
Marco Tovar Raqui, que el contratista se llamaba Cortegana con quien nunca se reunió, cuando 
coincidían en la obra habrán conversado dos o tres veces, en la ejecución de la obra supervisaba al 
ingeniero residente Fray Mora, con él hacía sus observaciones técnicas, su persona también tenía 
como asistente a un ingeniero; durante su periodo no tomó conocimiento que la contratista hubiera 
solicitado ampliaciones de plazo, el contratista seguramente habría tratado directamente con el alcalde 
o con el ingeniero Elera pero con su persona no; no hizo modificaciones en obra sino un diseño para 
que la laguna quede perfecta, para que los desagües sean asimilados por los árboles y no llegue al río. 
A las preguntas de su abogada defensora, que la supervisión no la ejerció desde el inicio de la 
ejecución, porque cuando el ingeniero Elera le comunicó, la obra ya se había iniciado, es por eso que 
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cuando llega advierte que ya había dos adelantos y ya se había hecho entrega del terreno, se había 
iniciado aproximadamente mes y medio antes; al llegar se reunió con el ingeniero Mogollón quien le 
entregó los planos y el acervo documentario; todos los días hacía su reporte de los trabajos efectuados 
en el cuaderno de obra, todo lo demás lo hacía el ingeniero Elera para lo que le enviaba copia del 
cuaderno de obra; no recuerda que haya firmado documentos, ya que su labor era de campo. A las 
aclaraciones del juez, que no fue jefe de supervisión pero si actuó como tal, el supervisor si tiene 
participación en los adelantos, mas no recuerda quien autorizó los dos adelantos que ya se habían 
dado teniendo que ser alguien de la entidad; no sabe de qué manera Wilmar Elera se vinculó con la 
municipalidad, asume porque Wilmar Elera le pidió que lo apoye, que lo reemplace momentáneamente, 
no tuvo ningún documento pero si sabía que había obtenido la buena pro de la supervisión porque así 
se lo comentó, no tuvo el contrato en sus manos, el plazo de supervisión fue de junio a diciembre de 
2012, pero no sabe si eso fue de acuerdo al contrato, el plazo de la supervisión no sabe cuál fue. 
 
Declaración testimonial de LILIAN ERNESTINA HOLGUIN  ROMAN, de 47 años de edad y con DNI 
N° 03129525. A las preguntas de la fiscalía, que tiene instrucción superior incompleta, actualmente 
es comerciante, del año 2011 a febrero de 2013 estuvo como regidora de la MDP, del 01 marzo de 
2013 a mayo 2014 estuvo como alcaldesa transitoria por inhabilitación de Juan Manuel García 
Carhuapoma, a quien lo une un vínculo político, a Leslye Mayle Malara López y Wilder Alexander 
Mogollón Ochoa los conoció porque fueron funcionarios de la MDP, de Zenón Guillermo Burga 
Carranza tiene conocimiento que era supervisor de la obra en mención, a Wilmar Alberto Elera García 
no lo conoce, a José Luis Cortegana Sánchez no recuerda haberlo conocido y a Fray Henry Mora 
Panta no lo conoce; la obra de mejoramiento del sistema de agua y alcantarillado de Pacaipampa 
consistía en rehabilitar totalmente la tubería de agua y desagüe, cambiar la planta de tratamiento y 
terminaba con la laguna de oxidación, entre otras actividades que estaban dentro del expediente 
técnico; menciona que hay irregularidades basándose en una acta de verificación realizada por el 
Ministerio de Vivienda con fecha 22 abril de 2013, con presencia del ingeniero Danilo Zecarelli Bardales 
y su asistente Melisa Ugarte, quien indica que hay irregularidades como por ejemplo que el avance 
físico no se ajustaba a las valorizaciones presentadas por el contratista y aprobadas por la supervisión, 
las resoluciones de alcaldía que deniegan las ampliaciones N° 01 y N° 02 fueron notificadas fuera de 
plazo, la realización de trabajos estaba en una condición subestándar, es decir, incompletas, asimismo 
que el expediente técnico no contaba con la firma del proyectista, se encontraron zanjas abiertas, no se 
repuso el pavimento; su persona fue quien hizo la denuncia por presión de la población la que exigía la 
culminación de la obra; asimismo, habiendo acudido al Ministerio de Vivienda una ingeniera les 
recomendó la contratación de un perito para que determine si los trabajos se ajustaban a lo que la 
empresa había cobrado, siendo por ello que se hace la denuncia, ya teniendo en cuenta el peritaje; el 
tiempo de ejecución de la obra era 180 días calendario; no recuerda los motivos por los cuales 
suspendieron al alcalde; cuando asume la alcaldía la obra la encuentra totalmente paralizada, siendo 
que incluso hicieron una inspección in situ en compañía del ingeniero de obras Nelson Lezcano, un 
regidor más el juez de paz de tercera nominación, Elio Alvarado Saavedra, en la cual recorriendo los 
tramos desde la captación pasando por la ciudad hasta la laguna de oxidación no encontraron personal 
ni maquinaria trabajando, siendo por ello que determinaron que estaba totalmente paralizada; el 
peritaje lo hizo el ingeniero Edilberto Castillo Mendoza; no recuerda que en su gestión se haya hecho 
algún pago, pues, la obra estaba paralizada; el encargado de la supervisión de la obra era Wilmar Elera 
García, a pesar de que la empresa fue notificada en tres oportunidades la obra no se reinició; la 
municipalidad entró en un proceso arbitral por resolución de contrato, desconociendo como concluyó; 
desconoce del trámite para el pago de valorizaciones; desconoce cómo se culminó pero actualmente 
está funcionando; las denegatorias de ampliación se dieron el año 2012, cuando el alcalde era Juan 
Manuel García; como encargado de la supervisión también estaba el señor Carranza. A las preguntas 
del actor civil , que de acuerdo a la verificación del Ministerio de Vivienda el avance de obra era menor 
al 60%, e indicaba que se había cancelado un 72%.  A las preguntas del abogado Rogger Aldana 
Domínguez, que fue regidora en dos períodos a invitación de Juan Manuel García Carhuapoma, 
actualmente ya no le une ningún vínculo político, sus funciones como regidora era fiscalizar los 
recursos del Estado que llegaban a la municipalidad, en una oportunidad salieron con algunos 
regidores y pudieron revisar en un tramo de El Altillo, queda al finalizar la calle para salir de 
Pacaipampa, y vieron que se estaban pegando la tubería al calor y en una sesión de consejo hizo 
mención a ello y por lo poco que conocían consideraba que estaba mal, nunca fueron con algún 
profesional técnico que los pueda ayudar, solo se hizo de conocimiento en una sesión de consejo, que 
eso habían detectado como regidores, eso fue en el 2012; en abril llega el ingeniero Zecarelli e hizo un 
informe; no hizo ninguna verificación in situ con algún representante del consorcio; la resolución del 
contrato se dio en su periodo, siendo allí que se acude al arbitraje. A las preguntas del abogado Luis 



 
      
 

15 
 

Oswaldo Gutiérrez Castro, que si se compró el terreno para la laguna de oxidación al señor Alipio 
Alvarado; Juan Manuel García Carhuapoma le parece que salió de vacaciones en julio o agosto de 
2014, teniendo su persona la encargatura de la alcaldía por un mes; si emitió la Resolución N° 521-
2012 al asumir la alcaldía con todos los pasivos y activos de ese momento, su encargatura entonces 
fue en setiembre, no recordaba bien la fecha; no recuerda cuando salió de vacaciones Leslye Malara 
López; no recuerda si en ese periodo se aprobó la primera valorización; el supervisor de la obra en 
setiembre de 2012 era el señor Burga Carranza, por parte de la municipalidad no recuerda quien 
estaba, el jefe del área de obras era Robinson Capa Chávez, algo así era su nombre. A las preguntas 
de la abogada Erika Castro Guerrero,  que se paralizo la obra desde noviembre o diciembre de 2012, 
no sabe cuáles fueron los resultados del arbitraje porque dejo el cargo en el 2014; desconoce si se 
notificaron los resultados del peritaje. A las preguntas del abogado Franco Cunyarache Vite,  que en 
el inicio de la ejecución de la obra hubo una supervisión por la municipalidad pero no recuerda el 
nombre; los terrenos hasta donde sabe fueron entregados dentro del plazo de ejecución de la obra; el 
pago de los honorarios del perito estuvo a cargo de la municipalidad; su formación superior es en 
educación. A las preguntas del abogado Marco Tovar Raqui, que denunció por el delito de colusión 
agravada, para la contratación del perito se solicitó a través de un documento al Colegio de Ingenieros 
la designación de un perito, en el mes de julio y el peritaje lo hizo en agosto; la verificación que hizo fue 
aparte de la realizada por el Ministerio de Vivienda, no comunicaron porque no había nadie, tuvo 
conocimiento que no hubo problemas con el terreno porque era regidora, desconoce si previo al inicio 
de la obra la municipalidad ya había pagado a todos los propietarios, en abril de 2013 no verificó las 
irregularidades que existían.  
 
Declaración testimonial de CARLOS PAICO CRUZ , de 39 años de edad y con DNI N° 41969667.  A 
las preguntas de la fiscalía, señala que es abogado, actualmente es asesor legal de la Municipalidad 
de Tambogrande, anteriormente laboro en la MDP del 29 de enero de 2013 hasta el 03 abril de 2018, 
en  que presentó su carta de renuncia; ingreso como jefe de la unidad de Asesoría Legal, luego en 
adición a sus funciones se desempeñó en la área de DEMUNA, conoció a Juan Manuel García 
Carhuapoma por temas laborales, a Wilder Alexander Mogollón Ochoa, Zenón Guillermo Burga 
Carranza, Leslye Mayle Malara López y a Wilmar Alberto Elera García no los conoce, a José Luis 
Cortegana Sánchez lo conoce de vista en el marco de la ejecución de la obra mejoramiento y 
ampliación del sistema de agua potable y alcantarillado de Pacaipampa, lo vio una vez en el distrito de 
Pacaipampa y a Fray Henry Mora Panta no lo conoce; su participación en el 2013 fue en el acta de 
constatación in situ realizada el 24 de junio de 2013, a raíz de las irregularidades que se venían dando 
en la ejecución de la obra; en la constatación se evidenció que la obra se encontraba paralizada, se 
detectó tuberías pegadas al calor; emitió el Informe Legal N° 106-2013MDP dirigido a la alcaldesa 
Lilian Holguín poniendo en conocimiento el estado de la obra, a raíz de los informes de las áreas 
técnicas y con los datos de la visita, informa los datos generales de la obra y el estado situacional, que 
estaba paralizada, para su conocimiento, fines y acciones que pudiera tomar; mientras laboró en la 
municipalidad la obra se fue a un arbitraje por ampliación de plazo y resolución de contrato, sabiendo 
que la municipalidad perdió en parte respecto a las ampliaciones de plazo, las que no fueron 
contestadas en su oportunidad; recuerda que en la constatación participaron la alcaldesa, el ingeniero 
Lezcano de Obras, el juez de paz y representante de la empresa; al elaborar su informe indicó que el 
supervisor era Guillermo Burga Carranza y el consultor Wilmar Elera,  A las preguntas del actor civil, 
que para emitir su informe se basó en otros informes técnicos que no recuerda cuáles fueron. A las 
preguntas del abogado Rogger Aldana Domínguez, que el cargo de asesoría legal es un cargo de 
confianza, en su caso lo invitaron para que trabaje en la municipalidad; al llegar sí tuvo conocimiento 
que la obra había sido intervenido económicamente, se hace por temas de retraso injustificado del 
contratista; cuando su persona llega a la municipalidad el ritmo de trabajo era muy bajo, cuando se hizo 
la constatación in situ si estaba paralizada la obra, no sabría precisar en qué momento la obra quedo 
paralizada; sabe que el contratista presentó una carta notarial de resolución de contrato, no recuerda la 
causal que invocó, tampoco recuerda la repuesta de la municipalidad; A las preguntas del abogado 
Luis Gutiérrez Castro, que cuando realizo la constatación in situ al revisar las partidas de toda la obra, 
se hizo una excavación de aproximadamente 30 centímetros donde verificaron que la tubería estaba 
pegada al calor, no tiene capacitación técnica alguna, el alcalde en esa época era Juan Manuel García 
Carhuapoma, necesitaban un abogado y se presentó. A las preguntas de la abogada Erika Castro 
Guerrero, que no recuerda quien era el supervisor de la obra cuando llegó, no recuerda si había un 
supervisor. A la pregunta del abogado Franco Cunyarache Vite, que ha escuchado el nombre de 
Edilberto Castillo Mendoza, pero no lo conoce físicamente, para emitir un informe legal se debe contar 
previamente con informes previos de infraestructura, de obras, los cuales van rubricados por un 
ingeniero pero no recuerda el nombre de los que lo hicieron, no recuerda si hubo problemas respecto 
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del terreno para la planta de oxidación; a raíz del apercibimiento de resolución del contrato se fueron a 
un arbitraje, el tribunal de arbitraje resolvió el contrato dado que ambas partes tenían la intención de 
resolver el contrato, no recuerda si el tribunal arbitral señaló alguna penalidad. A las preguntas del 
abogado Marco Tovar Raqui, que la Ley de Contrataciones señala que a raíz de una resolución de 
contrato hay un plazo en el cual se debe realizar el acto de constatación en físico y constatación de 
materiales, ello se dice en la carta de resolución de contrato indicando fecha y hora, también se señala 
en la carta dirigida por el contratista de resolución del contrato se señale fecha y hora para hacer la 
constatación en físico; en el arbitraje le dieron la razón al cuestionar la ilegitimidad de la resolución del 
contrato pero teniendo en cuenta que la contratista también presento la resolución del contrato, se 
procedió a resolver el mismo, no se señala algún dato en contra de alguna de las partes; al señor 
Cortegana lo vio en la audiencia de arbitraje, no recuerda haberlo visto en otra oportunidad. 
 
Declaración testimonial de VERONICA LILIANA HILARIO  QUISPE, de 43 años de edad y con DNI 
N° 05642066. A las preguntas de la fiscalía, señala que es contadora, actualmente trabaja como 
asistente administrativo en la MDP, en la que labora desde el año 2003, anteriormente fue tesorera, 
asistente de presupuesto, jefe de presupuesto, asistente en liquidación de obras, encargada de 
abastecimiento, asistente administrativo y como administradora el año 2013 hasta los primeros días del 
2014; Juan Manuel García Carhuapoma fue alcalde de la MDP, a Wilder Alexander Mogollón Ochoa y 
Leslye Malara López los conoce porque fueron funcionarios de la municipalidad, a Guillermo Burga 
Carranza, Wilmar Elera García, José Luis Cortegana y Fray Henry Mora Panta no los conoce; respecto 
a la obra: "Ampliación y Mejoramiento del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de Pacaipampa", 
cuando estuvo en la administración en el 2013, el ingeniero a cargo de Infraestructura y Servicios 
Técnico el 24 de abril de 2013 hace un informe dando a conocer el estado situacional de la obra, 
emitiendo su persona el Informe N° 010-2013/MDP-ADM  que lo dirige a la señora alcaldesa Holguín, lo 
hace en base al informe que se le remitió, su informe da a conocer el estado situacional de la obra 
según lo dado cuenta por el ingeniero de Infraestructura; después de ello ya no ha tenido ninguna 
participación; no recuerda más, le parece que el caso pasó a asesoría legal, asimismo que ingreso a un 
proceso arbitral, no estando segura si la obra fue intervenida económicamente. A las preguntas del 
abogado Rogger Aldana Domínguez, que el cargo de administradora lo ejerció del 02 de abril de 
2013 hasta el 07 enero 2014, por designación de la alcaldesa encargada Lilian Holguin, no recuerda en 
qué mes dejó el cargo Juan García Carhuapoma, cuando regresó éste, su persona ya no cumplía las 
funciones de administradora, estaba en otra área.  A las preguntas del abogado Luis Gutiérrez 
Castro, que en el año 2012 estuvo en diferentes cargos, como asistente de presupuesto, asistente de 
liquidación de obras, abastamiento y un tiempo fuera de la municipalidad al haber estado de licencia; 
nunca ha llevado curso o capacitación en ingeniería civil o de perito contable; Tesorera fue en 
diferentes periodos pero no en el 2012. A las preguntas del abogado Marco Tovar Raqui, que antes 
de emitir su Informe N° 010, no corroboro lo que se  le estaba informando el ingeniero, ella solo informo 
lo que a su vez le habían informado. A las preguntas del abogado Rafael Romero Ramírez que entro 
a trabajar en administración en el  2013. 
 
Declaración testimonial de NELSON ANTONIO LESCANO S ANCHEZ, de 69 años de edad y con 
DNI N° 02687891. A las preguntas de la fiscalía, señala que es ingeniero civil, actualmente descansa 
por el tema del COVID; ha trabajado en Paita supervisando obras, en Sullana y en Pacaipampa, en 
esta última estuvo del 25 de marzo de 2013 al 30 de junio de 2013, ingreso como servicios no 
personales hasta el 09 de abril en que lo designan mediante resolución como jefe de la División de 
Infraestructura y Servicios Técnicos; trabajo en la MDP desde 1998 hasta el 2002 en que le entregó su 
cargo a Juan Manuel García Carhuapoma, de ahí muy poco lo ha visto, a Wilder Alexander Mogollón 
Ochoa, Leslye Malara López, José Luis Cortegana Sánchez y Fray Henry Mora Panta no los conoce, a 
Wilmar Elera García y Guillermo Burga Carranza los conoce porque son sus colegas ingenieros; 
cuando ingresó a laborar la obra estaba paralizada, averiguó la parte documentaria e hizo el Informe 
01-2013 a la alcaldesa Liliam Holguín, luego revisó la parte técnica en la obra, en la parte documentaria 
encontró que el expediente técnico no tenía firma de proyectista sino únicamente del ingeniero Ochoa 
como visto bueno de aprobación, también un documento del mismo ingeniero solicitando en el 2011 
actualización de precios del expediente técnico, el cual se hizo por el ingeniero Andy Rivera Sagasti, 
dando el visto bueno aquél con un informe, asimismo, solicita se contrate seis profesionales para 
formular un nuevo expediente técnico, los cuales presentaron un expediente técnico pero sin firma, 
dando el ingeniero Ochoa el visto bueno; la firma del contrato fue el 13 de enero de 2012 y la entrega 
del adelanto fue el 19 de enero de 2012, el adelanto por materiales el 09 de febrero de 2012, cuando 
de acuerdo al Reglamento éste se paga después de que se inicia la obra, igualmente vio cinco 
valorizaciones; en el campo vio que se había ejecutado una sola zanja para la instalación de agua y 
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desague, a pesar de que el expediente indicaba una zanja para cada una, sin embargo en la 
valorización se canceló como si se hubiera hecho las dos zanjas de forma independiente, la existencia 
de buzones y válvulas que no cumplían las especificaciones técnicas, el emisor no se había ejecutado 
hasta la laguna de oxidación, en cuanto al avance de obra estaba en un 60% aproximadamente, 
indicándole a la alcaldesa que no se reinicie los trabajos y se solicite al Ministerio de Vivienda para ver 
quien había firmado el proyecto, luego se envió una carta al representante de la empresa señor 
Cortegana dándole un plazo para que reinicie los trabajos, asimismo, dirigieron otra carta a la 
administradora de la MDP indicándole que se había presentado un caso de resolución de contrato por 
la paralización de la obra, contestando el contratista que la obra estaba en ejecución, por lo que 
comunicaron al Ministerio de Vivienda y Construcción de donde vinieron y determinaron que la obra 
estaba paralizada, el expediente no tenía la firma del proyectista y los trabajos estaban mal ejecutados, 
también hicieron con el juez de paz Elio y un regidor una constatación de que la obra estaba 
paralizada; que no es factible la instalación de agua y desague en una sola zanja, no pudiendo apreciar 
el espaciamiento entre ambas tuberías porque estaba tapada, en todo caso se hubiera pagado por una 
sola zanja, una sola rotura de pavimento y una sola reposición de pavimento, pero se pagó como si 
fueran dos; cuando ya iba a renunciar del Ministerio de Vivienda le enviaron un expediente firmado por 
el ingeniero Burga Carranza, sin precisar si era el primero o el modificado;  también hizo una 
verificación con el Ministerio de Vivienda y el contratista, por solicitud de resolución de contrato 
presentado por éste, constatando deficiencias desde la captación; el contratista indicaba que la obra no 
estaba paralizada, pero su persona cuando hizo la primera inspección verificó que nadie trabajaba, 
tampoco les alcanzaron ni tuvo acceso el cuaderno de obra, porque todo estaba cerrado; el adelanto 
directo si estaba bien concedido, el adelanto por materiales se dio el 09 de febrero y la obra se inició el 
24 de mayo, cuando debió darse iniciada la ejecución; en concretó recomendó que no se pague 
valorización alguna hasta que se llegue a un acuerdo con el contratista y se solicite al Ministerio de 
Vivienda copia del expediente técnico y se informe a la Contraloría. A las preguntas del actor civil,  
que a la contratista se le pago S/.3´000,000.00 soles aproximadamente, mediante cinco valorizaciones, 
primero pidió que se actualice el expediente técnico; la primera inspección que realiza fue del 25 de 
marzo hasta el 08 de abril en que hizo su informe. A las preguntas del abogado Rogger Aldana 
Domínguez, que se le pidió un informe respecto al pedido de una resolución de contrato efectuado por 
la empresa, precisando que estaba en ejecución pero paralizada, no recuerda la causal que invocaba, 
se fijó la fecha para hacer el acto correspondiente, fueron con el contratista a verificar constatando que 
estaba todo mal, eso se dejó en acta por el juez de paz; no se intervino económicamente la obra y su 
persona recomendó que no se intervenga económicamente; del Ministerio de Vivienda llegó el 
expediente técnico con la firma de Burga Carranza, como proyectista; renuncia a la municipalidad por 
motivos personales y de salud. A las preguntas del abogado Luis Gutiérrez Castro, que le parece 
que una vez se constituyó al colegio de ingenieros de Piura donde trató del estado de la obra, fue con 
autorización de la alcaldesa; precisa que cuando se refiere al ingeniero Ochoa, su nombre completo es 
Wilder Mogollón Ochoa; en su gestión no presentaron valorización alguna; para su trámite el contratista 
mediante el residente con la supervisión hacen la valorización y se aprueba por el ingeniero que 
nombra la división de Infraestructura o este mismo; en este caso quien aprobó la valorización era el 
señor Chávez. A las preguntas de la abogada Erika Castro Guerrero , que tiene experiencia en 
ejecución de obras, además ha enseñado en la universidad, ha sido contratista, supervisor de obras, 
conoce el reglamento de construcciones, ha seguido cursos en el Colegio de Ingenieros; la instalación 
en una zanja se dio en toda su extensión, ya que solo encontraron una sola zanja, destaparon un 
buzón y vieron que una tubería pasaba por la mitad de un buzón, lo que está mal, toda la ciudad estaba 
con una sola zanja, en la visita in situ lo acompaño el juez de paz Elio Andrés y el regidor Florentino 
Carhuapoma Carrasco; al llegar le encargaron que vea la obra, por lo que primero vio la 
documentación y la obra, luego de lo cual hizo su Informe N° 01, antes de que se haga la constatación 
de que estaba paralizada el 20 de mayo de 2013, antes se había hecho el acta de verificación por el 
Ministerio de Vivienda, en la que también estuvo presente; en total participó en tres inspecciones. A las 
preguntas del abogado Franco Cunyarache Vite, que no sabe si los tramos faltantes de la laguna de 
oxidación eran consecuencias de una disputa de los terrenos, se supone que si se inicia una obra todo 
debe estar saneado; verificó que solo hubo una sola zanja porque en la recuperación del pavimento, 
solo había una y la obra ya estaba pagada. A las preguntas del abogado Marco Tovar Raqui, que su 
informe lo emitió el 08 de abril de 2013, determino en base a su experiencia y verificación física como 
aproximado de ejecución un 60%; el ancho de las calles era de 08, 06 y 05 metros como mínimo; la 
obra si estaba solventada totalmente, imagina que el Ministerio de Vivienda si tenía el dinero para la 
obra, si no se pagó más fue porque no se presentaron más valorizaciones ya que la obra estaba 
paralizada. A las preguntas del abogado Rafael Romero Ramírez, que no sabe las razones por las 
cuales la contratista quería resolver el contrato, ellos presentaron una resolución del contrato y según 
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el reglamento se le dio el tratamiento; primero, la administración presentó un documento para que se 
resuelva el contrato, le hace un documento a Cortegana donde le hace ver que la obra está paralizada 
y que se requiere resolución, pero ellos contestan diciendo que la obra no estaba paralizada, si no que 
estaba en ejecución y luego presenta la resolución del contrato, ante todo ello, de acuerdo al 
reglamento, se hizo la inspección general a todas las zonas y se anotó todo lo que se encontró, 
después su persona renuncio y no sabe en que quedó; con el expediente que contaba con el visto 
bueno del ingeniero Mogollón se hace el estudio situacional físico. A las aclaraciones del magistrado, 
que en las inspecciones no participó la supervisión, no estaban, no vio a ningún supervisor en la obra, 
no tenían acceso a un cuaderno de obra porque estaba cerrada la oficina, no solicitaron la participación 
de los supervisores porque no estaban en Pacaipampa. 
 
Declaración testimonial de ELIO ANDRES ALVARADO SAA VEDRA, de 51 años de edad y con DNI 
N° 03121325. A las preguntas de la fiscalía, señala que tiene instrucción secundaria, es agricultor, 
desempeñó el cargo de Juez de Paz en el distrito de Pacaipampa, desde 1998 al 2013, a Juan Manuel 
García Carhuapoma lo conoce porque fue alcalde, no tiene ningún vínculo familiar; a Leslye Malara 
López, Guillermo Burga Carranza y Wilmar Elera García no los conoce, a Wilder Mogollón Ochoa lo 
conoce de vista como trabajador de la municipalidad, a José Luis Cortegana Sánchez y Fray Henry 
Mora Panta los conoce como ingenieros de la obra ampliación y mejoramiento del sistema de agua y 
alcantarillado de Pacaipampa; su participación en la obra fue como juez de paz a solicitud verbal de 
Jorge Luis Cortegana, para que vaya a hacer una inspección a la obra junto con la alcaldesa Lilian 
Holguín y otros trabajadores de la municipalidad; se constituyeron a la obra el personal municipal, los 
ingenieros encargados de la obra y Melitón Quispe como juez de primera nominación, encontrando 
muchas dificultades, recuerda que fue en junio de 2013, fue Lilian Holguín juntamente con trabajadores 
de la municipalidad, de ahí se hizo una acta de constatación, no podría precisar si se trataba de 
ingenieros ni sus nombres, en junio de 2013 se le solicito acudiendo a su domicilio, no recordando si el 
señor Cortegana lo acompañó en el recorrido que hicieron; al verificar vio que la obra presentaba 
imperfecciones, no estaba muy bien el trabajo, estaban las cosas incompletas, de ahí hicieron el acta, 
esa fue su única participación.  A las preguntas del actor civil,  que reside en Pacaipampa, no sabe si 
en la actualidad la obra está terminado. A las preguntas del abogado Rogger Aldana Domínguez , 
que en Pacaipampa vive en la calle Unión s/n, de ese lugar hasta la obra de agua potable esta 
aproximadamente a una hora y el alcantarillado si esté en el pueblo, pasaba por su domicilio, si 
suscribió el acta de la verificación, todos lo firmaron, la fecha en que se hizo la intervención estaba 
paralizada, no había ningún trabajador dentro de la obra, no sabe cuándo se paralizó la obra, tampoco 
desde cuando asumió la señora Holguín como alcaldesa, no recuerda si hubo algún problema respecto 
de tierras o terrenos con relación a los pobladores.  A las preguntas del abogado Luis Gutiérrez 
Castro, que actualmente tiene acceso al agua antigua y respecto del desagüe no sabe si será antigua 
o nueva. A las preguntas de la abogada Erika Castro Guerrero , que la inspección se hizo solamente 
a solitud verbal del ingeniero, por la municipalidad no recibió ninguna solicitud, ejerció como juez de 
paz hasta octubre de 2013.  A las preguntas del abogado Franco Cunyarache Vite,  que no recuerda 
quien redactó el acta, fueron al lugar de los hechos y se ha plasmado lo que han encontrado ahí, no 
recuerda toda la intervención de los participantes, no recuerda si fueron con el ingeniero, si recuerda 
que fue con la alcaldesa y trabajadores de la municipalidad, no puede precisar en qué lugar se levantó 
el acta, en junio de 2013 no se encontraban en época de lluvia. A las preguntas del abogado Marco 
Tovar Raqui, que antes de que le solicite la inspección el señor José Luis no había tratado con él, el 
señor se presentó a su casa como ingeniero de la obra, no le entregó ningún documento, desde la 
fecha hasta ahora no puede describir cómo es el señor Cortegana; después de esa vez ya no ha vuelto 
a ver al ingeniero José Luis; nunca ha sido notificado con alguna carta del consorcio. A las preguntas 
del abogado Rafael Romero Ramírez, que el ingeniero llego y le solicito que lo acompañe a la obra, 
no recuerda si los acompaño hasta el lugar, pero su persona si fue al lugar de los hechos, fue un 
pedido informal; la visita la hizo en las dos partes, planta de tratamiento y laguna de oxidación, de la 
obra, no sabe si se le cancelo a los pobladores por los terrenos; las dificultades encontradas se 
plasmaron en el acta.   
 
Declaración testimonial de EDWIN ANGEL CHINCHAY FAL CONI, de 44 años de edad y con DNI N° 
80339067.  A las preguntas del fiscalía, señala que es ingeniero civil, actualmente es regidor de la 
Municipalidad Distrital Veintiséis de Octubre-Piura; en la MDP laboró en el año 2012, con un contrato 
de locación de servicios inicialmente, luego asumió la Dirección de Servicios Técnicos en mayo de 
2012 hasta agosto de 2012, después continuo como residente de obras con contrato de locación de 
servicios; hasta mayo se desempeñó como residente de obras; como director de Dirección de Servicios 
técnicos sus funciones eran recepcionar la información que llegaba de las obras tanto de 
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administración directa como de contrata, se recepciona, evalúa y tramita los documentos los cuales ya 
vienen con conformidad de supervisor y/o inspector y se procede al trámite de pago; la obra 
mejoramiento y ampliación del sistema de agua y alcantarillado de Pacaipampa ya estaba en 
ejecución, contaba con un equipo de supervisión siendo ellos quienes evaluaban la parte técnica, los 
avances y la calidad, asimismo, tramitaban las valorizaciones; recuerda que su persona dio trámite a 
una valorización en el mes de agosto de 2012 que ya venía aprobada por el supervisor de la obra, 
previa revisión de que cumpla con los requisitos exigidos por la norma, la firma de los especialistas, los 
avances de obra y otras documentaciones; para su pago luego de Infraestructura, pasa a 
Administración, Contabilidad y Tesorería, como jefe de supervisión estaba Guillermo Burga Carranza; 
no recuerda quien estaba como residente de obra; no recuerda de ampliaciones de plazo; las 
valorizaciones las tramitaba con un informe a Administración; antes de su persona estaba Wilder 
Mogollón Ochoa, pero no recuerda quien lo sucedió; no tuvo acceso al expediente técnico, ya que el 
mismo lo manejaba directamente la Dirección de Obras; hasta agosto de 2012 la obra estaba en 
ejecución. A las preguntas del abogado Rogger Aldana Domínguez , que en agosto de 2012 paso al 
área de residente de obras por administración directa, hasta el 2014, no recuerda el mes; no recuerda 
si la obra fue intervenida económicamente por la municipalidad, no sabe cuándo se produce la 
paralización de la obra, no recuerda haber participado en alguna inspección física de la obra.  A las 
preguntas del abogado Luis Gutiérrez Castro que si fue notificado con la Resolución de Alcaldía N° 
205-2012 de fecha 03 de mayo de 2012, si reconoce su firma en el Informe N° 1252-2012 que se le 
pone a la vista,  en ese documento solicita la aprobación de la primera valorización como jefe de la 
oficina de Infraestructura, el administrador era el CPC Luciano Chávez Araujo, a Leslye Malara López 
no la conoce pero en alguna vez la vio por la municipalidad, algún tiempo estuvo como administradora; 
a la valorización número uno le dio trámite porque ya venía aprobada por el supervisor, su función era 
revisar si las valorizaciones estaban correctamente realizadas, los metrados ya venían aprobadas por 
el supervisor, él es quien verifica en campo los metrados y corresponde al área de Infraestructura dar la 
conformidad; no recuerda la Carta N° 01-2012; no re cuerda desde cuando estaba paralizada la obra; 
para esta obra no estaba como inspector. A las preguntas del abogado Marco Tovar Raqui, que no 
recuerda el nombre del consorcio o empresa contratista, no llego a conocer a ningún representante de 
esta empresa, no conoce a José Luis Cortegana Sánchez, individualmente no le dan copia del 
cuaderno de obra, sino copias del mismo para la valorización, van anexos, en el informe técnico van 
todos los datos generales de la obra. A las preguntas del abogado Rafael Romero Ramírez, que 
como encargado de director de Servicios Técnicos, no recuerda si dio visto bueno a las valorizaciones 
correspondientes a los meses de junio, julio y agosto; quien dispone el pago de las valorizaciones es 
Administración, solo recuerda la valorización número uno, estuvo como jefe de Servicios Técnicos 
hasta agosto. 
 
Examen del perito CARLOS EDMUNDO ZUÑIGA ARBULU , de 75 años de edad y con DNI N° 
02784137. A las preguntas de la fiscalía, señala que es contador público colegiado, con experiencia 
en el sector público, se dedicó a la contabilidad desde que salió de la universidad, actualmente trabaja 
como perito de planta de la fiscalía de corrupción de funcionarios de Piura, como perito oficial miembro 
del registro de peritos fiscales está desde el 2014, antes se desempeñaba como asistente de perito 
contable judicial cuando no existía el registro de peritos fiscales; a la fecha oficialmente a presentado al 
Ministerio Público poco más de 100 pericias contables; puesto a su vista el Informe Pericial, si reconoce 
su firma y sello en las hojas que se le muestra, para su elaboración empleó el método de verificación, 
de comprobación, compulsa y diferentes técnicas relacionadas con la contabilidad, que han servido 
para determinar las conclusiones y resultado de la pericia; su objeto fueron 08 puntos: a) determinar la 
fuente de financiamiento y su disponibilidad del presupuesto; b) la persona encargada de la 
disponibilidad del dinero; c) la forma de disponibilidad del dinero; d) la sustentación del gasto 
económico; e) la razonabilidad del gasto económico; f) la existencia de elementos fraudulentos; g) las 
irregularidades económicas existentes; y, h) cuantificación del daño o perjuicio causado; se tuvo en 
cuenta normas relacionadas a contratación pública, presupuesto público, tesorería, entre otros; siendo 
sus conclusiones que: a) los recursos empleados para la ejecución fueron la transferencia efectuada 
por el Ministerio de Vivienda, que provienen de la fuente de financiamiento de Recursos Ordinarios, a 
través de un convenio suscrito con la MDP, teniendo el Ministerio de Vivienda como dueño del dinero la 
facultad de supervisar y controlar su ejecución, dineros que fueron depositados en una cuenta corriente 
de la MDP; b) el responsable del manejo del dinero, el que gira los cheques son el administrador y 
tesorero de la entidad, con un suplente, cada uno tiene su clave para hacer los pagos de los 
compromisos; c) los recursos se manejaron a través de una cuenta corriente bancaria de la 
municipalidad y los pagos se realizan normalmente a través de transferencias a las cuentas de los 
proveedores, y excepcionalmente se puede girar un cheque; d) el gasto económico, se efectuó 
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mediante valorizaciones de acuerdo al avance de los trabajos, la ley de contrataciones dice que las 
valorizaciones son mensuales, elaboradas en este caso por el residente de obra designado por el 
contratista, visada en señal de conformidad por el supervisor contratado por la municipalidad, 
posteriormente son aprobadas por el jefe de la división de Infraestructura y luego se solicita el trámite 
de pago a gerencia municipal, a administración y se ejecuta el pago por Tesorería, participando los 
siguientes funcionarios: como residente Fray Henry Mora Panta quien elaboraba y suscribía las 
valorizaciones mensuales, Wilmar Elera García como responsable de la supervisión de la obra 
suscribía en señal de aprobación la valorización, también existen valorizaciones firmadas en 
representación de la supervisión por Zenón Burga Carranza, en las valorizaciones 1 y 2 estuvo como 
jefe de Infraestructura el ingeniero Ángel Chinchay Falconí, la 3, 4 y 5, fue suscrita por Robinson 
Chávez Capa; por la administración participó Chávez Araujo ejecutaba el pago suscribiendo el 
respectivo comprobante de pago, el cual también era firmado por el tesorero cuya identidad no ha sido 
posible determinar porque no se tuvo la información pese a haberse solicitado; la participación de la 
gerencia era de mero trámite, recibía mediante informe de Infraestructura y con proveído lo pasaba a 
administración; el encargado de cobrar era el representante legal del consorcio José Luis Cortegana 
Sánchez; e) se concluye que el gasto no está justificado en su totalidad, teniendo en cuenta que según 
lo determinado por la pericia técnica de ingeniería civil el avance de obra es del 47.41%, sin embargo el 
avance financiero incluyendo los adelantos y las valorizaciones llegaba al 85.3%, al momento en que la 
obra fue intervenida, a lo que debe descontarse la amortización que se vino haciendo de las primeras 
valorizaciones de los adelantos entregados de acuerdo a la Ley de Contrataciones, generando un pago 
en exceso de S/.1´362,663.09 que al momento de paralizada la obra se había abonado al contratista; f) 
se le solicita si ha existido situaciones fraudulentas, precisando que la conclusión precedente 
representa una situación irregular que posteriormente debió ser conciliada, pues, la pericia se hizo 
hasta que la obra fue intervenida económicamente, momento hasta el cual se determinó que había un 
exceso en el pago de S/.1´362,663.09 soles a favor del contratista; g) es redundante sobre las 
conclusiones precedentes; y, h) se determinó que el perito ingeniero civil en cuanto a los metrados 
ejecutados, considerando que la obra no fue concluida por el contratista, se establece un pago en 
exceso de S/.1´362,663.09, el ingeniero perito determinó que al momento de paralizar los trabajos el 
importe de lo realizado ascendía a dicho monto, asimismo, precisa que las partidas que no fueron 
ejecutadas, por lo que se debe tener en cuenta dicha pericia como la ha tenido en cuenta su persona. 
No se dice que es un perjuicio sino que se trata de un pago en exceso que debió determinarse 
posteriormente cuando la obra es intervenida, en la pericia no se ha tocado esa parte, la segunda 
etapa que llama el ingeniero civil que corresponde a la ejecución por la municipalidad del saldo de la 
obra, el ingeniero determinó que el costo de la obra ejecutada era de S/.1´712,956.59 y lo girado era de 
S/.3´085,619.68, de cuya resta se obtiene S/.1´362,663.09, debiendo tenerse presente que el sistema 
de contratación fue a suma alzada por lo que el pago de las valorizaciones eran referenciales, y que la 
ejecución real tendría que determinarse al momento de liquidar la obra así como si hubo o no un 
perjuicio económico y esa parte ya no lo vieron; según su conclusión novena, se agrega un pago en 
exceso de S/.33,937.57 a favor del supervisor, quien cobra en función del avance de la obra según 
valorizaciones, y como ésta venían infladas, que no eran reales, también se favorecía al supervisor, 
pero eso se ha debido determinar con el inventario que se hace en el momento de la intervención 
económica, posteriormente cuando determinan el saldo de la obra y se efectúa la liquidación del 
contrato, allí en definitiva se debió determinar el perjuicio económico, porque hasta ese momento 
aparecía que se le había girado en exceso ese monto, no sabe cuál es la participación del contratista 
en la segunda etapa; en este caso se tomó prematuramente la decisión de intervenir la obra cuando no 
se había descontado la amortización de los adelantos, el termino perjuicio económico se sustentaría en 
lo que pasó después; además de la pericia tuvo en cuenta los comprobantes de pagos de los adelantos 
y las valorizaciones, los contratos, resolución de intervención, relación de pagos, las valorizaciones y 
pagos efectuados al supervisor; el contrato fue suscrito el 13 de enero de 2013, el de supervisión el 11 
de junio de 2013, el comprobante de pago por adelanto directo fue emitido el 31 de diciembre de 2012, 
siendo que muchas veces las entidades lo hacen para evitar su reversión, estima que fue para 
comprometer los recursos, pero fue pagado el 19 de enero por lo que estaba en el plazo establecido 
por la ley, en el caso del adelanto de materiales se pagó el 09 de febrero, se requiere según el artículo 
184 de la Ley de Contrataciones, que la supervisión ya esté contratada, de la entrega del terreno y el 
inicio de la ejecución, en este caso desconoce porque motivos se pagó en la forma que se hizo, pues, 
la entrega del terreno se hizo el 23 de mayo. A las preguntas del actor civil, que en la quinta 
conclusión se determina que hubo un pago en exceso, que se han introducido hechos irregulares que 
han sido explicados en la pericia técnica; lo que dice es que hay un pago en exceso y que 
prematuramente se intervino, pueda haber valorizaciones y gastos generales por reconocer lo que 
tendría que verlo la parte técnica, el perito ingeniero señala que hubo un perjuicio porque la obra fue 
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abandonada y por el transcurso del tiempo, casi un año que estuvo paralizada, los trabajos realizados 
se deterioraron y se convirtieron en inservibles, teniendo que hacerse nuevamente, por lo que su 
persona señala que a ese monto –pago en exceso- debe agregarse el perjuicio económico 
determinado en el informe pericial, se refiere a que S/.1´362,663.09 estaba supeditado a que el 
contratista pueda presentar valorizaciones no tramitadas ni aprobadas, en conclusión no se podía 
determinar el perjuicio hasta que se haga la liquidación final de la obra y se cierre con el contratista. A 
las preguntas del abogado Rogger Aldana Domínguez, que de acuerdo a la normatividad que rige 
como es la ley de municipalidades, de contrataciones, de presupuesto, la directiva de tesorería, el 
manejo de los recursos presupuestales y de fondos, etc, el alcalde como cabeza de la unidad ejecutora 
participa en la aprobación del presupuesto público junto con el consejo municipal, posteriormente 
aprueba el expediente técnico, las bases, a veces delega esa facultad; en este caso no se analizó el 
proceso de selección; en el pago de las valorizaciones no interviene  el alcalde; la obra fue paralizada 
el 21 de diciembre de 2012, mediante resolución de alcaldía que se determina la intervención 
económica, es decir, que el dinero iba a ser manejado de manera mancomunada entre el contratista y 
la municipalidad. A las preguntas del abogado Luis Gutiérrez Castro, que trabajó con la información 
de la carpeta fiscal, la fiscalía también solicito información la que se le alcanzó, no hizo ninguna visita a 
la municipalidad; respecto al pago de las valorizaciones, la gerencia municipal participaba porque a 
ellos se les remitía expediente de valorización, pero no firma los comprobantes de pago, los cheques, 
solamente verifica que el expediente esté completo, no ve cuestiones técnicas. A las preguntas de la 
abogada Erika Castro Guerrero , que con la Resolución N° 822-2022 se aprueba la i ntervención 
económica de la obra, aquí se concluye una etapa, posteriormente se procede a la resolución del 
contrato; el consultor cobro hasta su sexta valorización el 07 de febrero de 2013, según detalle en el 
Anexo 8. A las preguntas del abogado Marco Tovar Raqui , que ha verificado la información que obra 
en la carpeta fiscal que en gran parte es la que ha recibido el perito especialista en ingeniería civil; la 
opinión del perito ingeniero civil se basa en lo que él encontró en la obra, por lo que su persona como 
perito contable no puede opinar sobre la veracidad o no de su información; si verificó que la obra 
estaba financiada, había un expediente técnico donde se solicitó presupuesto al Ministerio de Vivienda 
el cual otorgó la partida correspondiente, en los convenios siempre acostumbran incluir una cláusula 
donde señala que cualquier gastos adicional corre por cuenta de la municipalidad, pero en este caso 
hasta el momento que se paralizaron los trabajos, el presupuesto era suficiente para cubrir los trabajos 
ejecutados; según la información de la carpeta, los trabajos habían disminuido en el ritmo de la 
ejecución por eso es que se tuvo que intervenir la obra económicamente, la misma contratista estuvo 
de acuerdo con la intervención económica, sobre la resolución del contrato no ha opinado, solo ha 
llegado hasta la intervención económica. A las preguntas del abogado Rafael Romero Ramírez, que 
la obra se paralizo por que la entidad contratante observo que el ritmo de trabajo había disminuido y 
que el contratista estaba retrasando la ejecución de la obra, lo que fue reconocido por la contratista y 
estuvo de acuerdo con la intervención económica, el culpable de la paralización de la obra fue la 
contratista. 
 
Examen del acusado FRAY HENRY MORA PANTA. A las pre guntas de la fiscalía, señala que es 
ingeniero civil desde enero de 2004, actualmente ejerce de manera independiente; sí se ha 
desempeñado como residente en las municipalidades de Tambogrande, Las Lomas, Sullana, Piura y 
Trujillo; en la obra de ampliación y mejoramiento del sistema de agua potable y alcantarillado de 
Pacaipampa, fue residente de obra del 24 de mayo de 2012 hasta el 25 de setiembre de 2012, hasta 
esa fecha trabajo en el consorcio; la norma indica que el residente de obra es el que está en campo 
viendo las ocurrencias, evidencias y haciendo cumplir las especificaciones técnicas, cumplir el contrato 
que realizo el consorcio con la entidad, todo coordinando con el supervisor, sus funciones también era 
cumplir con la Ley de Contrataciones del Estado y su Reglamento, asimismo, elaborar las 
valorizaciones dentro de los procedimientos y plazos, elaboró 04 valorizaciones; ejecutar obras en la 
sierra es diferente que en la costa, en la sierra es complicado, Pacaipampa es pequeño, así durante la 
ejecución hubieron varias incidencias, desde que iniciaron la obra empezaron colocando las incidencias 
y ocurrencias en el cuaderno de obra, ahora en cuanto a las valorización el Reglamento dice que son 
pagos a cuenta, igualmente el contrato decía eso, no se trata de una conformidad total, hasta la 
culminación de su trabajo el avance de la ejecución de obra fue del 45% a 50%, con todas las 
ocurrencias y problemas sociales; la entidad si cumplió con entregar el expediente técnico pero el 
mismo no estaba firmado por el responsable técnico o consultor, solo tenía el visto de parte de la 
municipalidad y, en las conversaciones que sostenía con el ingeniero Burga, sabía que éste comunicó 
a la entidad conforme está plasmado en el cuaderno de obra, que alcancen el expediente firmado por 
el proyectista para hacer las consultas necesarias, lo que no ocurrió, siendo así que cuando hacían las 
consultas nunca les absolvieron por la entidad; se respetó el expediente técnico en la ejecución, en 
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cuanto a la zanja como las calles son estrechas, se les obligó a colocar las tuberías a diferentes altura, 
iban aisladas, lo hizo en coordinación con el ingeniero Burga; hasta que culmino su labor trabajó con el 
supervisor.  A las preguntas del abogado  Rogger  Aldana Domínguez, que para las valorizaciones 
no recibió indicación alguna de Juan García Carhuapoma, porque su persona trabajó para el consorcio. 
A las preguntas del abogado Luis Gutiérrez Castro , que las valorizaciones se hacen cinco días 
antes de fin de mes o el 31 como plazo la primera valorización fue en agosto, conoce al ingeniero 
Wilder Mogollón Ochoa porque cuando iniciaron iba constantemente, después ya no, no sabe que paso 
porque no iba; su persona presentaba las valorizaciones al jefe de obras, cuyo cargo lo ejercía 
Mogollón Ochoa, no recuerda quien era el alcalde de la municipalidad; no conoció a Leslye Malara 
López, no recuerda muy bien quien era Edwin Chinchay Falconi. A las preguntas del abogado Marco 
Tovar Raqui, que dentro del consorcio verificó en unos documentos que el representante legal era el 
señor Cortegana Sánchez, antes de trabajar en este consorcio no conocía al señor Cortegana, cuando 
empezó su trabajo estaba como jefe de obras del consorcio, el ingeniero Cárdenas con quien 
coordinaba todo, la cuestión administrativa y la logística; dentro de la ejecución tenían buzones 
existentes a las que debían hacer mejoramiento, las alturas eran de 05 a 06 metros por que las 
pendientes son muy elevadas, con una diferencia respecto del agua de 60 centímetros. A las 
preguntas del  abogado  Rafael  Romero Ramírez , que no ha tenido vínculo laboral alguno con la 
MDP, cuando comenzó la obra como residente una de las causales -importante- que encontraron 
dentro de la obra, fueron los accesos a los componentes de ejecución, empezando con la captación de 
agua, que estaba a dos horas de camino, porque captaban agua de un puquio, con su cuadrilla 
caminaban 02 horas, las realidades son diferentes y fastidia cuando se indica que existe colusión 
cuando en realidad las realidades son diferentes, otros problemas fueron el acceso al campamento y a 
la laguna de oxidación; nunca se absolvieron las consultas por la entidad; la entrega del terreno fue el 
24 de mayo, fuera de los plazos, por incumplimiento de la entidad, desconociendo las causales, la 
entrega fue parcial y de allí derivaron los problemas sociales a los que dieron solución para poder 
trabajar; en relación a las ampliaciones de plazo, la municipalidad no las aprobó; las valorizaciones las 
tramitó a través del supervisor de obras, con ocurrencia en el cuaderno de obra, el supervisor la prueba 
con un asiento en el cuaderno de obra y le entrega al consultor y éste lo presenta a Infraestructura; 
dejó de laborar, primero por razones de salud y, segundo, porque las ocurrencias y las consultas que 
hacían en el cuaderno de obra nunca fueron absueltas, lo que era preocupante por lo que optó mejor 
por salirse, lo que quedó asentado en el cuaderno de obra. A las aclaraciones del magistrado, que el 
Reglamento señala que las consultas deben ser absueltas por el proyectista dentro de los plazos 
establecidos, pero el proyectista nunca se pronunció, como residente de obra el consorcio debe 
entregarle todos los componentes para el inicio de obra, esto es, expediente técnico junto con los 
planos, con el expediente que le alcanzaron trabajo junto a la supervisión; el consorcio le alcanza el 
expediente; cuando entra a ejecución lo hace junto con supervisor, la norma señala que son 
responsables el residente junto con el supervisor; la municipalidad se lo entrega al consorcio y el 
consorcio a su persona, quien junto con el supervisor hacen la ejecución de la obra, lo que plasma en 
el segundo asiento y en todos los que siguen, no pudiendo comunicarse con nadie de la municipalidad 
si no solo con el supervisor a través del cuaderno de obra, permaneció como residente de obra hasta el 
24 de setiembre, el avance de obra que estimó financieramente en 22 % y físicamente en 45%; una 
consulta estaba referida al acceso de la planta de tratamiento, la otra era la línea de conducción que 
era de un kilómetro desde Pacaipampa hasta la laguna de oxidación, habían terrenos en los cuales no 
dejaban tender la línea de conducción; en total fueron tres consultas.      
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partir del 01 de agosto de 2012. 

� Consolidado de la Valorización de Obra N° 01 Por C ada Fórmula Polinómica, suscrito por el 
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mediante el cual aprueba la valorización emitida por el contratista, equivalente a S/.66,442.24 soles; 
teniendo la Obra un avance de 22.56%, cuando lo programado es de 18.80%. 

� Comprobante de pago N°014 de fecha 10 de setiembre  de 2012, emitido por la MDP a favor de 
Corsan Consultores Contratistas Generales, para cancelación de Valorización N°02, por 
S/.66,442.24 por concepto de Valorización N° 02 de la Obra. 

� Carta N° 008-2012-MDP-S-WAEG de fecha 12 de setiem bre de 2012, remitida por Zenón Burga 
Carranza, al Jefe de la División de Infraestructura y Servicios Técnicos, Huber Robinson Chávez 
Cappa, remitiéndole la Valorización N° 03 elaborada  por el contratista, para su trámite 
correspondiente ya que la supervisión ha revisado y dado por aprobado la misma. 

� Recibo por Honorarios N° 0001-0000139 de fecha 12 de setiembre de 2012, emitido a favor de 
Wilmar Alberto Elera García, por el importe de S/.12,452.01 soles, por pago de Valorización N° 03 
de la Supervisión de Obra. 

� Comprobante de pago N° 2639 de fecha 13 de setiemb re de 2012, emitido por la MDP, a favor de 
Wilmar Alberto Elera García, por el importe de S/.1,066.00 soles, por el servicio de supervisión, 
según Orden de Servicio N° 1501, para la cancelació n del Recibo por Honorarios N° 001-0136. 
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� Informe N° 1515-2012-MIDO-JDIST de fecha 25 de set iembre de 2012, dirigido por el Jefe de la 
División de Infraestructura y Servicios Técnicos, Huber Robinson Chávez Cappa, al Administrador, 
Luciano Chávez Araujo; indicando que a mérito de la Carta N° 008-MDP-WAEG presentada por el 
ingeniero Zenón Burga Carranza, por el cual hace llegar la Valorización N°03, correspondiente al 
periodo 24 de julio-22 de agosto de 2012, del contratista, la da por aprobada; corresponde a la 
Unidad de Servicios Técnicos solicitar el pago de S/.12,452.01 soles.  

� Resolución de Alcaldía N° 584-2012-MDP-A de fecha 27 de setiembre de 2012, suscrita por el 
alcalde de la MDP, Juan Manuel García Carhuapoma, por la cual se deniega la solicitud de 
Ampliación de Plazo N° 01 por 89 días calendario pr esentado por el Consorcio Pacaipampa. 

� Resolución de Alcaldía N° 585-2012-MDP-A, de fecha  27 de setiembre de 2012, suscrito por el 
alcalde de la MDP, Juan Manuel García Carhuapoma, por la cual se deniega la solicitud de 
Ampliación de Plazo N° 02 por 101 días calendario p resentado por el Consorcio Pacaipampa. 

� Carta N° 001-2012-MDP-S-WAEG de fecha 03 de octubr e de 2012, dirigida por el Jefe de 
Supervisión, Zenón Burga Carranza, al alcalde de la MDP, Juan Manuel García Carhuapoma; 
remitiéndole la Valorización N° 04 , elaborada por el  contratista, sin efectuar observaciones ni 
reducciones; las cuales ha revisado y da por aprobada.  

� Recibo por Honorarios N° 0001-0000141 de fecha 03 de octubre de 2012, emitido a favor de Wimar 
Alberto Elera García, por el importe de S/.13,741.29 soles, por concepto de Valorización N° 04 de la 
Supervisión de la Obra. 

� Comprobante de pago N° 2790 de fecha 04 de octubre  de 2012 emitido por la MDP a favor de 
Wilmar Alberto Elera García, por el importe de S/.6,302.01 soles, para cancelación de Recibo por 
Honorarios N°001-0136, según Orden de Servicio N° 1 501. 

� Resumen de pagos por Valorización de Obras N° 03, suscrito por el residente de obra, Fray Henry 
Mora Panta,  señalando como importe total a cancelar al contratista S/.173,439.82 soles, sin 
considerar modificaciones u observaciones. 

� Comprobante de pago N°016 de fecha 05 de octubre d e 2012, emitido por la MDP, a favor de 
Corsan Consultores Contratistas Generales, para cancelación de Valorización N° 03 de la Obra, por 
S/.173,439.82. 

� Informe N° 1629-2012-MDP-JDIST de fecha 05 de octu bre de 2012, dirigido por el Jefe de la 
División de Infraestructura y Servicios Técnicos, Huber Robinson Chávez Cappa, al Administrador, 
Luciano Chávez Araujo; indicando que a mérito de la Carta N° 001-MDP-S-WAEG presentada por el 
ingeniero Zenón Burga Carranza, corresponde a la Unidad de Servicios Técnicos solicitar el pago de 
S/.15,268.10 soles, relacionado al servicio de Supervisión   

� Resumen de pagos por Valorización de Obras N° 04, suscrito por el residente de obra, Fray Henry 
Mora Panta, señalando como importe total a cancelar al contratista S/.229,100.15 soles, sin 
considerar modificaciones u observaciones 

� Comprobante de pago N°017 de fecha 12 de octubre d e 2012, emitido por la MDP; a favor de 
Corsan Consultores Contratistas Generales, para pago de Valorización N° 04 de la Obra, por 
S/.229,100.15. 

� Comprobante de pago N° 2956 de fecha 12 de octubre  de 2012, emitido por la MDP, a favor de 
Wilmar Alberto Elera García, para la cancelación de Recibo por Honorarios N° 0001-0000141, por el 
importe de S/.13,741.29 soles, según Orden de Servicio N°1501. 

� Valorización N° 005 de la Supervisión, al 30 de oc tubre de 2012, suscrita por el Jefe de Supervisión, 
Zenon Burga Carranza; precisando que la Supervisión lleva un avance de obra al 31 de octubre de 
2012, de 18.83%, con lo que el avance acumulado es 65%. presentando un atraso de -27.62%. 

� Carta N° 017-2012-MDP-S-WAG de fecha 15 de noviemb re de 2012, dirigida por el Jefe de 
Supervisión, Zenón Burga Carranza, al alcalde de la MDP, Juan Manuel García Carhuapoma; 
remitiéndole la Valorización N° 05, elaborada por e l  contratista, a fin de darle trámite; las cuales ha 
revisado y da por aprobada. 

� Recibo por Honorarios N° 0001-0000142 de fecha 15 de noviembre de 2012, emitido por Wilmar 
Alberto Elera García, por el importe de S/.20,844.81 soles, por concepto de Valorización N° 04 de la 
Supervisión de la obra. 

� Informe N° 006-2012-MDP-JS-ZGBC, de fecha 21 de no viembre de 2012. 

� Informe N° 1993-2012-MDP-JDIST de fecha 29 de Novi embre de 2012, dirigido por el Jefe de la 
División de Infraestructura y Servicios Técnicos, Huber Robinson Chávez Cappa, al Administrador, 
Luciano Chávez Araujo; indicando que a mérito de la Carta N° 017-MDP-WAEG presentada por el 
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ingeniero Zenón Burga Carranza, por el cual hace llegar la Valorización N°05 de 30 de octubre de 
2012; precisando, entre otros, que la contratista continuamente está en retraso y la Supervisión 
mediante Cuaderno de Obra según los asientos N° 124 ,126,128,131,132,134,139,141,143,145,147, 
reiteradamente se les hace ver esta situación, presentando un atraso de 27.82%; correspondiendo a 
la Unidad de Servicios Técnicos solicitar el pago de S/.20,844.81 soles, siendo el avance de obra 
acumulado era de 65%. 

� Comprobante de pago N° 3344 de fecha 03 de diciemb re de 2012, emitido por la MDP, a favor de 
Wilmar Alberto Elera García, para cancelar Recibo por Honorarios N° 001-142, según orden de 
servicio N° 1501, por el importe de S/.20 844.81 so les. 

� Informe N° 2055-2012-MDP-JDIST de fecha 05 de dici embre de 2012. 

� Valorización N° 006 de la Supervisión, al 08 de di ciembre de 2012, suscrita por el Jefe de 
Supervisión, Zenón Burga Carranza; precisa que la Supervisión está presentando la última 
valorización que corresponde a la N° 06, por el imp orte de S/.11,070.00 soles. 

� Comprobante de pago N°012 de fecha 12 de diciembre  de 2012, emitido por la MDP, a favor de 
Corsan Consultores Contratistas Generales, para pago de Valorización N° 04 de la Obra, por 
S/.177,403.00. 

� Acta de Conciliación y Toma de Acuerdos Extra Proceso Arbitral, sin firmar, de fecha 03 de 
diciembre de 2012. 

� Carta N° 020-2012-MDP-S-WAG de fecha 21 de Diciemb re de 2012, dirigida por el Consultor de la 
Supervisión, Wilmar Alberto Elera García, al alcalde de la MDP, Juan Manuel García Carhuapoma; 
remitiéndole la Valorización N° 06, elaborada por e l  contratista, a fin de darle trámite; las cuales ha 
revisado y da por aprobada; asimismo, remite la Valorización N° 06 de la Supervisión. 

� Resolución de Alcaldía N° 822-2012-MDP-A de fecha 21 de diciembre de 2012, suscrita por el 
alcalde de la MDP, Juan Manuel García Carhuapoma; por la cual se resuelve aprobar el Acta de 
Conciliación y Toma de Acuerdos extra Proceso Arbitral y la Intervención Económica de la obra.  

� Informe N° 0150-2013-MDP-JDIST de fecha 06 de Febr ero de 2013, dirigido por el Jefe de la 
División de Infraestructura y Servicios Técnicos, Huber Robinson Chávez Cappa, al Administrador, 
Luciano Chávez Araujo; indicando que a mérito de la Carta N° 020-MDP-WAEG presentada por el 
ingeniero Zenón Burga Carranza, por el cual hace llegar la Valorización N°06 de 08 de diciembre de 
corresponder a la Unidad de Servicios Técnicos solicitar el pago de S/.12,300.00 soles, siendo el 
avance físico de la obra acumulado al 08 de diciembre de 2012, 75%. 

� Comprobante de Pago N° 008, de fecha 07 de febrero  de 2013, emitido por la MDP, a favor de 
Wilmar Alberto Elera García, por el importe de S/.11,070.00 soles, para de Servicio de Supervisión 
en la Valorización N° 06. 

� Recibo por Honorarios N° 0001-0000151 sin fecha, e mitido por Wimar Alberto Elera García, por el 
importe de S/.11,070.00 soles, por concepto de valorización N° 06 de la Supervisión de la Obra. 

� Informe N° 01-2013/NLS de fecha 08 de abril de 201 3.   

� Acta de Verificación Física de Proyectos de Inversión Pública de fecha 22 de abril de 2013. 

� Informe N° 0635-2013-MDP-JDIST de fecha 24 de abri l de 2013.  

� Informe N° 001-2013/VEEDURIA-SRLCC de fecha 09 de mayo de 2013, dirigido por el Galo 
Chumacero Guarnizo, a José Luis Díaz Callirgos, Secretario Técnico Anticorrupción de Piura; 
señalando que logró percibir mucha preocupación tanto de las autoridades como de la ciudadanía, 
el párroco y el presidente de la Asociación de Defensa y Desarrollo, entre otros motivos porque la 
obra se ha venido ejecutando con expediente técnico apócrifo. 

� Informe N° 0721-2013-MDP-JDIST y anexos, de fecha 16 de mayo de 2013. 

� Acta de verificación y constatación de la Obra Ampliación y Mejoramiento del Sistema de Agua 
Potable y Alcantarillado de Pacaipampa, de fecha 20 de mayo de 2013. 

� Informe N° 0735-2013-MDP-JDIST de fecha 20 de mayo  de 2013, dirigido por Nelson A. Lescano 
Sánchez, Jefe de la División de Infraestructura y Servicios Técnicos, a la Administradora, Verónica 
Hilario Quispe.  

� Informe N° 0737-2013-MDP-JDIST de fecha 20 de mayo  de 2013. 

� Acta de constatación in situ de la Obra, de fecha 24 de junio de 2013aboración del mismo; (...) razón 
por la cual el supervisor de obra asumió la absolución de consultas".       

� Informe N° 024-2014-MDP-PPTO. de fecha 21 de mayo de 2014, dirigido por el Jefe de 
Planeamiento y Presupuesto de la MDP, a la Administradora Municipal, dando cuenta que el monto 
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transferido mediante Crédito Suplementario por Transferencia de Partidas para la meta: Ampliación 
y mejoramiento del sistema de agua potable y alcantarillado Distrito de Pacaipampa fue de 
S/.3,288,621.00, de la Fuente de Financiamiento Recursos Ordinarios.  

� Acta de Monitoreo de Proyecto de Inversión Pública de fecha 07 de julio de 2014, elaborada por 
Enzo Danilo Ceccareli Bardales, contratado por el Programa Nacional de Saneamiento Urbano 
(PNSU) del Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento; del cual aparece que el monto 
contratado de la obra asciende a S/.3,612,717.68 soles y el monto transferido fue de 
S/.3,288,621.00 soles. 

� Laudo Arbitral de Derecho emitido el 05 de Febrero de 2015 en el marco del contrato de ejecución 
de obra "Ampliación y Mejoramiento del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de Pacaipampa"; 
por el cual se resuelve: 1) Declarar fundada la pretensión del demandante contenida en el primer 
punto controvertido; por lo tanto, corresponde que se declare la aprobación de la ampliación de 
plano N°01 y consecuentemente se otorguen los ochen ta y nueve (89) días calendario solicitados, 
con el reconocimiento y pago de los mayores gastos generales ascendente a la suma de de 
S/.150,552.93 soles, más los intereses que se generen hasta la fecha de pago; y que se declare la 
nulidad e ineficacia de la Resolución de Alcaldía N° 584-2012-MDP-A. 2) Declarar fundada la 
pretensión del demandante contenida en el segundo punto controvertido; por lo tanto, corresponde 
que se declare la aprobación de la ampliación de plazo N°02 y consecuentemente se otorguen los 
ciento un (101) días calendario solicitados, con el reconocimiento y pago de los mayores gastos 
generales ascendente a la suma de S/.159,061.50 soles, más los intereses que se generen hasta la 
fecha de pago; y se declare la nulidad e ineficacia de la Resolución de Alcaldía N°585-2012-MDP-A. 
3) Declarar fundada la pretensión del demandante contenida en el tercer punto controvertido; por lo 
tanto, corresponde que se declare la aprobación de la ampliación de plazo N°03 y 
consecuentemente se otorguen los sesenta y un (61) días calendario solicitados, con el 
reconocimiento y pago de los mayores gastos generales ascendente a la suma de S/.104.996.57 
soles, más los intereses que se generen hasta la fecha de pago. 4) Declarar fundada la pretensión 
del demandante contenida en el décimo segundo punto controvertido; en consecuencia, 
corresponde que se reconozca y ordene el pago de la valorización por daños y perjuicios por el 
periodo de demora en la entrega de terrenos, ascendente a la suma de S/.27,095.38 soles, más los 
intereses que se generen hasta la fecha de pago. 5) Declarar fundada la pretensión del demandante 
contenida en el décimo tercer punto controvertido; en consecuencia, corresponde que se reconozca 
y ordene el pago del 50% de las utilidades dejadas de percibir por el saldo de obra no ejecutado, 
ascente a la suma de S/.26,300.68 de la valorización por daños y perjuicios por el periodo de 
demora en la entrega de terrenos, ascendente a la suma de S/.27,095.38 soles, más los intereses 
que se generen hasta la fecha de pago. 

� Oficio N° 00174-2016-RDC-CRJ-USJ-CSJPI-IEN de fech a 08 de enero de 2016, emitido por el Jefe 
de Unidad de Servicios Judiciales de la Corte Superior de Justicia de Piura, informando que los 
acusados no tienen pena vigente. 

� Acta Fiscal de Exhibición de Documentos, de fecha 21 de abril de 2016, elaborada en la MDP, con 
participación del representante del Ministerio Público. 

� Informe N° 176-2016-MDP-JP de fecha 05 de mayo de 2016. 

� Consulta de Proveedores del Estado en la Página de Transparencia Económica, de fecha 14 de 
diciembre de 2016. 

� Cuadro de Informe Económico de Obra "Ampliación y Mejoramiento del Sistema de Agua Potable y 
Alcantarillado de Pacaipampa" Código SNIP N° 56326.   

� El Cuaderno de la obra "Ampliación y Mejoramiento del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de 
Pacaipampa". 

� El Reglamento de Organización y Funciones (ROF) de la MDP. 

� El Manual de Organización y Funciones (MOF) de la MDP. 

� Informe Pericial de la Obra: "Mejoramiento y Ampliación Del Sistema De Agua Potable y 
Alcantarillado de Pacaipampa - Ayabaca - Piura"; elaborado por el Ingeniero Sanitario Edilberto 
Castillo Mendoza, con Registro CIP N° 66859, de fecha 18 de agosto del 2013, cuyo objeto fue 
determinar si existen hechos o actividades desarrolladas que pueden ser considerados como viciois 
ocultos o mala práctica de los procesos constructivos, para hacer una evaluación general de la 
calidad de la obra y determinar, de ser el caso, si en la Obra el monto valorizado y cancelado 
corresponde a lo realmente ejecutado conforme a las valorizaciones presentadas por el consorcio 
encargado de ejecutar la Obra. Siendo sus conclusiones que: 1) La Obra se encuentra inconclusa; 
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2) El porcentaje real de avance de obra de acuerdo a la evaluación es de 43%.62. 3) Los procesos 
constructivos no se han respetado de acuerdo al expediente técnico. 4) La Supervisión no hizo 
ninguna exigencia procedimental durante el desarrollo de la Obra, como lo señalan las normas de 
saneamiento estipuladas en el Reglamento Nacional de Edificaciones; y, 5) La Supervisión no 
solicitó deductivos de algunas partidas, como la Partida  de  Movimiento de Tierras, correspondiente 
a la excavación de zanjas, donde se ha instalado las redes de agua potable y alcantarillado, y en la 
Partida Conexiones Domiciliarias de agua no se ha colocado el medidor de agua, entre otras, las 
cuales no se han ejecutado.  Medio probatorio incorporado mediante su lectura en el juicio oral, al 
haber fallecido su autor. 

� Informe Pericial de Evaluación Técnica y Económica, elaborada por el ingeniero civil Segundo Julio 
Guevara Mendoza a la obra "Ampliación y Mejoramiento del Sistema de Agua Potable y 
Alcantarillado de Pacaipampa", de fecha 26 de Agosto de 2017, en el cual se concluye: 1) El perito 
encontró que la Obra se encuentra totalmente terminada y en funcionamiento; 2) De conformidad 
con la verificación física de la Obra, se evidencia que ésta ha sido ejecutada en dos etapas, la 
primera por el contratista Consorcio Saneamiento Pacaipampa en los porcentajes que se detallan 
en cada caso y, la segunda etapa, construida por la MDP como saldo de obra; 3) Los daños 
económicos ocasionados por el abandono de la obra por el contratista asciende a S/.709,749.30 
soles; 4) El residente de obra, ingeniero Fray Henry Mora Panta, en complicidad con el supervisor 
de obra, ingeniero Wilmar Elera García, deciden instalar las redes de al cantarilla y las redes de 
agua potable en una misma zanja, cuando el plano del expediente técnico determina una zanja 
separada para cada sistema; ahorrando con ello el contratista a su favor el presupuesto 
correspondiente a rotura y reposición de pavimentos y apertura de zanjas, porque esta partida fue 
valorizada  como ejecutada, pero, además incumple con la Norma OS-050 del Reglamento Nacional 
de Edificaciones que indica una separación mínima de dos metros entre ambas tuberías; 5) El 
ingeniero Supervisor Wilmar Elera García y el jefe de Supervisión ingeniero Guillermo Burga 
Carranza, incumpliendo lo dispuesto en los artículos 193 y 197 del Reglamento de Contrataciones 
del Estado, en todas las valorizaciones que aprobaron y tramitaron para su pago hasta el 31 de 
enero de 2012, incluyeron irregularmente  y de manera injustificada exceso de metrados no 
ejecutados por el contratista, abultando el monto de las valorizaciones en perjuicio de la 
municipalidad y que finalmente dio origen a la resolución del contrato; 6) La paralización de la obra y 
siguiente resolución del contrato tiene su origen en las irregulares e injustificadas ampliaciones de 
plazo aprobadas en primera instancia por los ingenieros Wilmar Elera García y Guillermo Burga 
Carranza, dando lugar a que el contratista solicite la aprobación de dichas ampliaciones de plazo 
ante la municipalidad con reconocimiento de mayores gastos generales, incumpliendo también lo 
establecido en el artículo 200° del Reglamento de l a Ley de Contrataciones, al no valorar con 
arreglo a Ley la causal invocada por el contratista para solicitar ampliación de plazo, obviando lo 
establecido en el primer párrafo del artículo 201° del Reglamento, en el sentido que para que 
proceda una ampliación de plazo, deben cumplirse una de las cuatro causales del artículo 200° y 
siempre que modifiquen la ruta crítica del programa de ejecución de obra. Medio probatorio 
incorporado mediante su lectura en el juicio oral, al haber fallecido su autor. 

� Dictamen Pericial Contable, elaborada por el Contador Carlos Zúñiga Arbulú, a la obra "Ampliación 
y Mejoramiento del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de Pacaipampa", de fecha 22 de 
Diciembre de 2017; cuyo objeto fue determinar: 1) La Fuente de Financiamiento, disponibilidad de 
presupuesto, origen y destino del dinero; 2) La persona encargada de la disponibilidad del dinero; 3) 
La forma de disponibilidad del dinero; 4) La sustentación del gasto económico y si esta fue oportuna; 
5) La razonabilidad del gasto económico; 6) La existencia de elementos de una situación 
fraudulenta; 7) Las irregularidades económicas existentes; y, 8) Cuantificación del daño o perjuicio 
económico causado. Siendo sus conclusiones: 1) La Obra se ejecutó con la Fuente de 
Financiamiento 00 Recursos Ordinarios-Tipo de Recurso: B SUB CUENTA Recursos Ordinarios por 
Transferencia de Partidas, recursos transferidos por Ministerio de Vivienda, Construcción y 
Saneamiento, mediante Decreto Supremo N° 110-2011-E F, que fueron depositados en la Cuenta 
Corriente N°014 631-091423 del Banco de la Nación a  nombre de la MDP, utilizado para el pago de 
valorizaciones por la ejecución de la Obra y por el Servicio de Supervisión, así como la elaboración 
del Expediente Técnico. 2) Las personas encargadas de la disponibilidad del dinero han sido el 
Administrador y Tesorero de la MDP conforme lo establece el numeral 49.1 de la Directiva N° 001-
2007-EF/77.15; 3) La disponibilidad del dinero ha sido conforme se expone en la primera 
conclusión, mediante cuentas corriente bancaria de la MDP, transferencias electrónicas en las 
cuentas de los proveedores y excepcionalmente mediante giro de cheques. 4) El gasto económico 
en la ejecución se efectuó mediante la elaboración de valorizaciones por avances de obra, por parte 
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del residente designado por el contratista, con conformidad del supervisor y aprobada por el Jefe de 
la División de Infraestructura y Servicios Técnicos, cuyo pago se efectuaba con autorización de la 
Gerencia Municipal y la Administración; 5) El gasto económico no se justifica en su totalidad, si se 
tiene en cuenta que según la Pericia Técnica, solo se muestra un avance del 47.41%, sin embargo 
el avance financiero representa el 85% al momento de la intervención económica, incluido los 
adelantos otorgados menos las amortizaciones; existiendo un pago en exceso de S/.1´362,663.09. 
6) En la ejecución de la Obra se han producido hechos irregulares que se han descrito en la Pericia 
Técnica que constituyen elementos de actuación fraudulenta, además de irregularidades en el 
otorgamiento de los adelantos antes de iniciarse el plazo contractual. 7) Al pago en exceso de 
S/.1´362,663.09 soles, debe agregarse el perjuicio económico  determinado en el Informe  Pericial 
Técnico elaborado por el ingeniero Segundo Julio Guevara Mendoza en el numeral 3, de sus 
conclusiones en el que se establece que se ha ocasionado daños económicos a la entidad por 
S/.709,746.30 soles, debido al abandono de la obra por parte del contratista, ocasionando que 
diferentes componentes fueran dañados por el transcurrir del tiempo y el abandono en el que se les 
dejó, metrados que debieron ejecutarse nuevamente por la municipalidad. Igualmente determina 
como perjuicio económico el pago en exceso efectuado al Supervisor de la obra, ingeniero Wilmar 
Elera García, por la suma de S/.33 937.57. 

� CD-R que contiene las fotografías de la Constatación Física de la obra Ampliación y Mejoramiento 
del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de Pacaipampa, de fecha 24 de Junio de 2013. Con el 
cual se acredita el estado de la obra a dicha fecha. 

� Laudo arbitral de fecha 17 de abril de 2019; por el cual se resuelve: 1) Declarar fundada la 
pretensión a) vinculado con el primer punto controvertido; en consecuencia, corresponde declarar 
consentida la liquidación de obra presentada por la MDP con las observaciones realizadas por el 
Consorcio Saneamiento Pacaipampa, mediante la Carta N° 2-2016, debiendo la MDP pagar al 
Consorcio Saneamiento Pacaipampa, el saldo a su favor en la suma de S/.1´086,54.74 incluido IGV 
más intereses que genere hasta la fecha de pago, que deberá calcularse a partir del 21 de 
setiembre de 2016, por los fundamentos expuestos; 2) Declárese infundada la pretensión de la 
reconvención vinculada con el cuarto punto controvertido; en consecuencia, no corresponde ordenar 
que el Consorcio Saneamiento Pacaipampa pague los daños y perjuicios a favor de la MDP; 3) 
Dispóngase la remisión de un ejemplar del presente lauda arbitral al OSCE y su incorporación en el 
Registro del SEACE. 

 
5. ALEGATOS FINALES  
 
De la fiscalía, señala que en el juicio oral se ha demostrado el delito de colusión agravada además de 
la responsabilidad de los acusados Juan Manuel García Carhuapoma, ex alcalde de la MDP, Wilder 
Alexander Mogollón Ochoa, jefe de la División de Infraestructura y Servicios Técnicos, Leslie Mayle 
Malara López, administradora, Wilmar Alberto Elera García, Consultor de la Supervisión de Obra, 
Guillermo Burga Carranza, Supervisor de Obra, José Luis Cortegana Sánchez, representante del 
Consorcio Pacaipampa y Fray Henry Mora Panta como Reside de Obra; conforme a la teoría de la 
Fiscalía estos se coludieron con la finalidad de defraudar al Estado, que tanto la empresa contratista 
como la supervisión se beneficiaron con pagos efectuados en la etapa de ejecución de la obra 
Ampliación y Mejoramiento del sistema de Agua Potable y Alcantarillado de Pacaipampa - Ayabaca- 
Piura, para lo cual se han emitido valorizaciones hasta el 31 de diciembre de 2012, incluyendo de 
manera irregular e injustificada exceso de metrados no ejecutados, habiéndose cancelado sumas 
exorbitantes de más tres millones de soles, que corresponde a un 85% a pesar de que el avance de 
obra fue de 43.62%; así se advierte de la declaración testimonial de Lilian Holguin Román, quien de 
manera espontánea y coherente refiere que estuvo como alcaldesa transitoria de marzo de 2013 a 
mayo de 2014 por inhabilitación del acusado Juan Manuel García Carhuapoma  y que fue ella quien 
hizo la denuncia por las irregularidades en la obra, precisando que las mismas se basan en el acta de 
verificación realizada por el Ministerio de Vivienda el 22 de abril de 2013, donde se indicaba que el 
avance físico no se ajustaba a las valorizaciones presentadas por el contratista y aprobadas por la 
supervisión a cargo de Wilmar Alberto Elera García y Guillermo Burga Carranza, las mismas que fueron 
canceladas, que las ampliaciones de plazo fueron desaprobadas por el acusado Juan Manuel García 
Carhuapoma pero no notificadas, que el expediente no tenía firma del proyectista; del testigo Carlos 
Elimar Paico Cruz quien de manera coherente indica que como jefe de asesoría legal emitió el Informe 
106-2013 de 27 de mayo de 2013, poniendo en conocimiento además otros informes a la alcaldesa 
interina sobre el estado situacional de la obra, que el avance físico no se ajustaba a las valorizaciones 
y que no se habrían cumplido con las especificaciones técnicas establecidas en el expediente, que al 
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momento de hacer la constatación in situ verificó que la obra se encontraba totalmente paralizada; de 
Verónica Hilario, administradora de mediados del año 2013 al 2014, quien manifestó que emitió un 
informe que tuvo la finalidad de dar a conocer a la alcaldesa Lilian Holguín, las irregularidades en la 
obra basándose en los informes emitidos por los profesionales técnicos competentes; de Nelson 
Lescano Sanchez, quien refirió que como encargado de la División de Infraestructura y Servicios 
Técnicos, por el cual advirtió en su Informe del 08 de abril de 2013 que la obra tenía deficiencias, 
previa constatación in situ, que al destapar buzones verifico que una tubería pasaba por encima de la 
otra, lo cual no estaría acorde técnicamente, entre otras deficiencias técnicas y que de acuerdo a su 
experiencia como ingeniero civil el aproximado de ejecución de la obra era de un 60%, recomendando 
que se denuncie y no se gire ningún monto de dinero más. El examen del perito Carlos Zuñiga Arbulu, 
quien señala en su conclusión quinta que hubo un pago en exceso de S/.1´362,663.09, que no se 
justificaba con el avance físico porque en la realidad solo se avanzó en un 47.41%, teniendo un gasto 
financiero de 85.13%, que se habría producido diversos hechos fraudulentos ocasionando un daño 
económico debido al otorgamiento del adelanto antes del inicio de la obra y al abandono por parte del 
contratista de la obra en S/.709,746.30, así como con el pago en exceso a la Consultoría de 
Supervisión de la obra a cargo de Wilmar Alberto Elera García por la suma de S/.33,937.57 soles, que 
los acusados Fray Henry Mora Panta como residente de obra elaboraba y suscribía las valorizaciones 
mensuales y el acusado Wilmar Alberto Elera García suscribía y aprobaba las valorizaciones; que 
igualmente Guillermo Burga Carranza era el supervisor y suscribía valorizaciones en señal de 
conformidad; que Leslye Mayle Malara López como gerente municipal era quien tramitaba el pago de 
las valorizaciones por intermedio de la administración municipal.  El Informe Pericial emitido por el 
ingeniero sanitario Edilberto Castillo Mendoza, de 18 de agosto de 2013, con el cual se acredita que la 
obra se encontraba inconclusa, que el avance era del 47.41% y no respetaron los procesos 
constructivos ni el expediente técnico y que la supervisión no hizo ninguna exigencia procedimental 
durante la ejecución de la obra como tampoco se solicitó deductivos de algunas partidas como las 
correspondientes a excavación de zanjas y las partidas de las conexiones domiciliarias de agua que no 
se habrían colocado los medidores, entre otras, que se habrían dejado de ejecutar. El Informe Pericial 
de fecha 26 de agosto de 2017, elaborado por el ingeniero Segundo Guevara Mendoza con el cual se 
acredita que los daños por el abandono de la obra por el contratista asciende a S/.709,749.30 soles, 
que las irregularidades tienen su origen en las paralizaciones injustificadas y las dos ampliaciones de 
plazo aprobadas en primera instancia por Wilmar Alberto Elera García y Guillermo Burga Carranza, 
dando lugar a que el contratista solicite la aprobación de dichas ampliaciones ante la municipalidad con 
reconocimiento de mayores gastos generales, incumpliendo lo previsto en el artículo 200 de la Ley de 
Contrataciones. Con las documentales leídas, tales como el contrato de ejecución de 13 de enero de 
2013, se acredita el vínculo entre los acusados Juan Manuel García Carhuapoma y el representante 
del Consorcio, José Luis Cortegana Sánchez, así como el contrato de Supervisión de obra 248-2012, 
con Wilmar Alberto Elera García como supervisor; de igual forma se debe tener en cuenta las actas de 
conciliación y tomas de acuerdo extraprocesales, las resoluciones de ampliación de plazos efectuadas 
fuera del plazo legal en perjuicio de la MDP, la constatación in situ de 24 de junio de 2013, por la 
alcaldesa a fin de acreditar el estado de la obra a esa fecha. Con todo ese material probatorio se ha 
demostrado que Juan Manuel García Carhuapoma, como alcalde, lejos de cumplir con su función de 
cautelar los intereses del Estado, su accionar en todo momento ha sido el de favorecer al contratista 
perjudicando enormemente los intereses del Estado, en principio, con el adelanto del 20% pese a que 
no se había firmado ni iniciado la ejecución del contrato, así también al desaprobar las ampliación del 
plazo 1 y 2 pero no notificarlas, beneficiando así al contratista para posteriormente participar en un acto 
de conciliación e intervenir la obra económicamente sin tener en cuenta motivos técnicos, infringiendo 
así lo previsto en los numerales 1 y 6 del artículo 20° de las Ley Orgánica de Municipalidades así com o 
el MOF de la entidad; se ha probado los pagos en exceso al acusado Wilmar Alberto Elera García, esto 
porque se dio en función a las valorizaciones que comprendían partidas no ejecutadas, evidenciándose 
que actuó en complicidad con Guillermo Burga Carranza y el residente de obra Fray Henry Mora Panta, 
para emitir valorizaciones que aprobaron y tramitaron ante la municipalidad hasta el 31 de diciembre de  
2012, infringiendo lo previsto en la Ley de Contrataciones; se ha probado que Wilmar Alberto Elera 
García y Fray Henry Mora Panta, decidieron instalar redes de alcantarillado y de agua en una sola 
zanja, a pesar de que el expediente determinaba una para cada una de ellas, lo que conllevo que el 
contratista se haya ahorrado irregularmente a favor de su presupuesto correspondiente a la ruptura y 
reposición de pavimentos y aperturas de zanjas porque las partidas fueron dadas como ejecutadas, y 
en contravención al Reglamento Nacional de Edificaciones que indica la separación mínima de 02 
metros de ambas tuberías, esto ha sido debatido y han sido aprobados por los informes del ingeniero 
civil Nelson Lescano; de igual forma se ha probado que Wilder Alexander Mogollón Ochoa, como jefe 
de División, de Estructuras y Servicios Técnicos de la obra y jefe técnico, emitió diversos 
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requerimientos profesionales para elaboración de estudios del proyecto servicios que posteriormente 
tuvieron su conformidad, como obra en los informes, sin embargo, se advierte que uno de los 
cuestionamientos es el acta emitida por el Ministerio de Vivienda en el que indica que el expediente 
técnico no cuenta con la firma del proyectista; respecto a la acusada Leslye Mayle Malara López, como 
gerente municipal y encargada de la disponibilidad del dinero de acuerdo al artículo 49 de la Directiva 
N° 001-2007 Directiva de Tesorería, teniendo a su c argo la aprobación de las valorizaciones de manera 
mensual, aprobó de forma irregular e injustificados los excesos de metrados no ejecutados y que 
fueron pagados; en cuanto a José Luis Cortegana Sánchez, representante del Consorcio, se ha 
probado que hubo una concertación entre su persona y los funcionarios ya mencionados para 
defraudar al Estado, lo que se manifestó en las irregularidades antes mencionadas; hechos irregulares 
que constituyen indicios plurales y concordantes al hecho indiciado, apreciándose una relación y nexo 
con una defraudación en agravio del Estado por los funcionarios públicos y los extraneus, indicios que 
en conjunto pueden ser tomados como indicios necesarios y convergentes para estimar probado que la 
única finalidad ha sido el de ocasionar un perjuicio del Estado, además de dar sustento al laudo arbitral 
que se emitió respecto de la ejecución de la obra, configurando la colusión agravada, por lo que se 
ratifica en la pena solicitada para los acusados por el delito de colusión de siete años e inhabilitación 
por igual periodo; así mismo por el delito de negociación incompatible cinco años e inhabilitación por 
igual periodo, respondiendo Juan Manuel García Carhuapoma, Wilder Alexander Mogollón Ochoa, 
Leslye Mayle Malara López, Wilmer Alberto Elera García, Guillermo Burga Carranza en calidad de 
autores y José Luis Cortegana Sánchez y Fray Henry Mora Panta como cómplices primarios.  

Del actor civil, refiere que durante el presente juicio oral el Ministerio Público ha podido acreditar su 
tesis acusatoria; en consecuencia, al haberse acreditado la responsabilidad penal de los acusados 
corresponde que conforme a lo establecido en nuestro ordenamiento legal se lleve a cabo una 
reparación económica por el perjuicio causado al Estado; que ante la debida acreditación de la 
conducta no jurídica de los acusados, esto es, la conducta antijurídica de los acusados, el nexo causal, 
el factor de atribución y la imputabilidad, la Procuraduría Pública Anticorrupción Descentralizada – 
Piura, reitera su pretensión indemnizatoria por la suma indicada en nuestros alegatos de apertura la 
cual de ser el caso deberá ser pagada en forma solidaria por los acusados teniéndose en cuenta los 
intereses generados desde la comisión del hecho conforme se establece en el artículo 1978° del 
Código Civil y su concordancia con el artículo 95° del Código Penal. 

De la defensa del acusado Juan García Carhuapoma, que se debe tener en cuenta la normatividad 
vigente al momento de ocurrido los hechos atribuidos, esto es, el D. Leg. 1017 y su Reglamento 
aprobado por D.S. N° 184-2008EF, así como los dos l audos arbitrales que han sido oralizados, desde 
que el propio Reglamento señala que las controversias o los hechos discrepantes en la ejecución de la 
obra deben ser necesariamente ventilados o en la vía de conciliación o en la vía arbitral, siendo que de 
acuerdo al artículo 231° del Reglamento el laudo es  “definitivo e inapelable y tiene el valor de cosa 
juzgada”. Así se tiene que varios de los hechos alegados por la fiscalía han sido ventilados en la vía 
arbitral. Que, el Ministerio Público no ha sido muy claro respecto de la concertación, pues, respecto a la 
etapa de selección no ha mostrado hechos; lo que sí es claro pero errado según su apreciación es la 
imputación por colusión en la etapa de ejecución. Que, el otorgamiento de la buena pro se hizo el 21 de 
noviembre de 2011, bajo la modalidad de suma alzada y el contrato se firmó el 12 de enero de 2012, 
demostrándose en el juicio oral que el otorgamiento de los adelantos estaban contemplados en las 
bases y en el contrato; con respecto a las fechas de los pagos ha sido señalado por el perito Zúñiga 
Arbulu, se hizo el 19 de enero de 2012, cuando ya se había firmado el contrato, es decir, cuando ya se 
estaba en ejecución de contrato; respecto a que si la obra fue ejecutada con un expediente sin firma, 
quedara en el misterio, dado que la obra fue analizada y aprobada antes de ser ejecutada por el 
Ministerio de Vivienda y el programa Agua para Todos. En relación al acta de constatación de obra de 
fecha 24 de junio de 2013, claramente se hace mención a que se entrega el expediente técnico  a la 
municipalidad, lo que indicaría que el expediente técnico sí existió al margen de alguna formalidad; en 
relación al cuaderno de obra, se puede advertir una serie de incidencias que se han producido en la 
ejecución de la obra, por ejemplo la de 23 de mayo que da cuenta por el residente de obra de la falta 
de acceso para el traslado de maquinaria, personal y material hasta lo que iba a ser la laguna de 
oxidación, así como del 09 de junio de 2012, donde se reitera la falta de acceso, de fecha 15 de junio 
donde se da cuenta de una suspensión de labores porque en el predio donde se iba a construir la 
planta de tratamiento algunas personas se oponían al avance de obra, constatado con presencia del 
juez de paz, del 31 de julio de 2012, que faltaba el saneamiento de algunos predios, lo que se reitera el 
07 de agosto de 2012 y otras incidencias; el terreno fue entregado el 23 de mayo de 2012, con 
problemas de saneamiento físico del terreno; también con relación a la supervisión, la misma se hizo 
con un contrato, se hizo del 11 de junio al 08 de diciembre, existiendo un periodo a cargo de 
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funcionarios de la municipalidad, uno de ellos el ingeniero Chávez Capa, lo que se acredita con el 
cuaderno de obra y la resolución de intervención económica. Con respecto a las notificaciones de la 
ampliación de plazo denegadas, las mismas fueron denegadas en apariencia y su notificación no 
estaba a cargo de su patrocinado ni existió orden o documento alguno que indique que por orden del 
alcalde se notificó con fecha posterior, asimismo, que ha existido un pronunciamiento arbitral en el cual 
se reconoce tres ampliaciones de plazo, laudo que tiene la condición de cosa juzgada. Que ante los 
retrasos su patrocinado como alcalde y sus funcionarios toman la decisión, en aplicación del artículo 
206 del Reglamento, de intervenir económicamente como en salvaguarda de los intereses del Estado 
mediante Resolución 0822-2012, se deja establecido que había un saldo por ejecutar de la obra que 
era de un 32.1% en dicho acto se designa al ingeniero Huber Robinson Chávez Capa  como titular y 
Luciano Chávez Araujo como suplente para que se encarguen de la supervisión de la obra, que se abra 
una cuenta mancomunada; que como habían discrepancias entre el Contratista y la municipalidad es 
que ya se habían iniciado procesos arbitrales, sin embargo como medida para salvar la obra es que se 
llega a una conciliación. Con relación a la paralización y abandono de la obra, del cuaderno de obra 
esta aparece que se habría prolongado hasta el 11 y 17 de abril del 2013, por lo que jurídicamente 
hablando no habría un abandono de obra, porque en los laudos arbitrales claramente los árbitros 
señalan que el contrato queda resuelto a partir del incumplimiento del pago por la entidad. En cuanto al 
avance de obra, existe un informe de verificación física suscrito por Enzo Zecarelli Bardales y un acta 
de verificación del 22 de abril de 2013, de los cuales aparece que el avance habría sido del 71.19%, 
además del laudo arbitral se tiene que las pericias evaluaron una obra que todavía se encontraba en 
etapa de ejecución, al no haberse seguido el procedimiento para dar por terminado el contrato y hecha 
la liquidación, para determinar a partir de ello el real avance,  de acuerdo a los artículos 209 y 211 del 
Reglamento; que su patrocinado estuvo en el cargo de alcalde hasta el día 27 de febrero de 2013 
porque mediante resolución del Jurado Nacional de Elecciones fue suspendido y desde el 01 de marzo 
del mismo año asumió una alcaldesa encargada. En referencia al perjuicio económico, el perito 
contable ha señalado que no ha existido perjuicio sino un pago en exceso que puede ser regularizado 
al final de la obra, al ser una obra a suma alzada regulado en los artículos 197 y 199 del Reglamento, 
es decir, si hubieron pagos en exceso pudieron haber sido resueltos en la liquidación final; que llegar a 
acuerdos con el contratista e intervenir económicamente la obra, no constituye una conducta 
defraudatoria; que al no haber una imputación clara y precisa de la presunta conducta defraudatoria de 
su patrocinado, además de no haberse demostrado en términos jurídicos un perjuicio económico, 
solicita se le absuelva de la imputación penal y de la atribución económica.  

De la defensa de los acusados Wilder Alexander Mogo llón Ochoa y Leslye Mayle Malara López, 
refiere que el Ministerio Público no ha señalado circunstancia alguna del cual se desprenda la 
responsabilidad de sus patrocinados por el delito de colusión agravada ni de negociación incompatible, 
más aún, no ha precisado en que etapa se habría dado esa colusión, si en la etapa de selección o de 
ejecución; así, no se ha enervado la presunción de inocencia que les asiste; que el pago de las 
valorizaciones es un procedimiento regular en la contratación pública y demuestra el cumplimiento de 
las obligaciones contractuales del contratista, por lo que no guarda relación con la tesis fiscal de 
colusión agravada; que el perito contable Carlos Zúñiga manifestó que no existe un perjuicio 
económico; que su patrocinada a la época del pago de las valorizaciones fue gerente y de acuerdo a la 
Directiva de Tesorería los responsables titulares del manejo de las cuentas bancarias, son el director 
general de administración o el funcionario que haga sus veces y el tesorero; que. asimismo, en la 
pericia se precisa que los profesionales y servidores que participaron en el trámite de las valorizaciones 
son Fray Mora Panta, Wilmar Alberto Elera García, Guillermo Burga Carranza, Edwin Ángel Chinchay 
Falconí, Luciano Chávez Araujo y Leslye Mayle Malara, no habiendo señalado a  Wilder Alexander 
Mogollón Ochoa; que su patrocinada Leslye Mayle Malara según Resolución de Alcaldía N° 521-2012-
MDPA, trabajó hasta 31 de agosto de 2012, por lo que no pudo haber autorizado el pago de las 
valorizaciones después de esa fecha, por ende, no se ha probado su participación en colusión alguna 
ni en el perjuicio económico que se habría dado con los pagos de las valorizaciones las cuales se 
dieron a partir del mes de agosto, siendo su única participación en el adelanto del 20% el cual se 
encuentra conforme a ley. En cuanto a su patrocinado Wilder Alexander Mogollón Ochoa, de acuerdo a 
la Resolución N° 441-2011/MPD, fue designado jefe d e la DIDUR en el periodo del  01 de agosto de 
2011 al 03 de mayo de 2012, y con la Resolución 206-2012/MDP, se designa al ingeniero Ángel 
Chinchay Falconí como jefe de la División de Infraestructura a partir del 03 de mayo de 2012, por lo 
que no participó en el trámite de las valorizaciones, que si bien solicitó el adelanto de pago del 20%, lo 
hizo de acuerdo a la normatividad y carta remitida por el contratista respaldado por una carta fianza; 
que en cuando a la entrega de terreno su patrocinado lo firmó como inspector de obra, no como 
supervisor, así aparece del asiento N° 25 del Cuade rno de Obra, por lo que de su participación no se 
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evidencia acuerdo colusorio alguno; debiendo absorbérseles de la imputación penal y la pretensión 
civil. 

De la defensa del acusado Zenón Guillermo Burga Car ranza, manifiesta que durante el desarrollo 
del juicio oral no se ha logrado demostrar la responsabilidad de su patrocinado; pues si bien  se ha 
hecho mención a oficios, informes, órdenes de pago y múltiples documentales, no se ha señalado 
expresamente la responsabilidad de su patrocinado; asimismo, que la contratista suscribe el contrato el 
13 de enero de 2012, iniciándose la obra el 24 de mayo de 2012, hasta donde ya se había percibido un 
60% del total del costo de la obra -20% el 19 de enero de 2012 y 40% el 29 de febrero de2012-,  pagos 
posteriores a la suscripción del contrato y acorde a ley; que desde el 24 de mayo de 20212 hasta el 11 
de junio de 2012, fecha en que su patrocinado inicio su labor, la municipalidad había designado a un 
supervisor de su confianza; que durante las labores de supervisión de su patrocinado, éste emitió los 
informes correspondientes de manera periódica así como registrado las observaciones en el Cuaderno 
de Obra, de forma diaria, siendo así al término del contrato de la consultoría se emitió el Informe N° 
006-2012 en el cual se dio a conocer el avance final de la obra hasta esa  fecha que fue de un 67.66%, 
siendo la observación principal que dicho retraso se debió a la no entrega del terreno, que no se hizo al 
100% por parte de la municipalidad debido a falta de pago al propietario, no pudiendo culminar la 
planta de tratamiento; que en mérito al artículo 201 de la Ley de Contrataciones, el contratista 
comunicó a su patrocinado como supervisor la ampliación del plazo de obra, de manera oportuna tal 
como refiere la ley, siendo que su patrocinado emitió un informe al área pertinente de la municipalidad, 
expresando su opinión técnica, mas no fue el encargado de autorizar directamente los pagos ni las 
valorizaciones; que, además, existe un laudo arbitral entre la municipalidad de Pacaipampa y la 
contratista, la cual resolvió declarar fundada las pretensiones en cuanto al reconocimiento y aprobación 
por silencio positivo las ampliaciones de plazo números uno, dos y tres, así como los pago de 
S/.150,592.93, S/.159,061.50 y S/.104 996.57 respectivamente, declarando la nulidad de las 
resoluciones de alcaldía 584-2012 y 585-2012; que cuestiona el informe pericial, pues fue elaborado 
por un profesional que no contaba con la experiencia requerida, obviando lo requerido por el 
Reglamento, además de que no cuenta con el sustento técnico y estadístico, en el que no se especifica 
el metraje que se tomó como muestra para la pericia técnica y que se realizó en la etapa aún de 
ejecución de obra; que el perito responsable de la pericia económica, manifestó que no hubo un 
perjuicio económico sino que se pagó un porcentaje de avance no acorde a lo estipulado en la pericia 
técnica realizada; de otro lado, se ha demostrado que su patrocinado no trabajó para la municipalidad 
sino para la empresa de Wilmar Elera entre el 11 de junio de 2012 y el 08 de diciembre de  2012 como 
supervisor de la obra en cuestión, por lo que no es funcionario ni servidor público. En mérito a lo 
expuesto, solicita se le absuelva de los cargos penales y civiles.  

De la defensa del acusado Wilmar Alberto Elera Garc ía, indica que no se ha probado nada, pues 
como obra en la acusación fiscal, el auto de enjuiciamiento y audio de juicio, estamos ante una 
imputación principal y otra subsidiaria, dejando en manos del juez qué delito y qué pena impondrá, 
afectándose el principio de imputación necesaria, que estando en esta etapa no se debería dudar sino 
elegir entre una y otra; además, la fiscal le da a escoger al juez hasta qué porcentaje se avanzó la 
obra; que en el año 2012, de acuerdo a la Ley de Contrataciones y su Reglamentó, el pago de los 
adelantos del 20% y 40% estaba permitido, pero la fiscalía alude a estos hechos para aparentar 
indicios que no son tales; que de otro lado, el artículo 139 de la Constitución Política reconoce a la 
jurisdicción arbitral con el mismo rango del Poder Judicial, asimismo, que la intervención del Derecho 
Penal es de última ratio, en ese sentido, no se puede interpretar lo resuelto en los laudos arbitrales por 
tener la calidad de cosa juzgada, por lo que tampoco cabe restarles valor al análisis que se efectúa en 
ellos; laudos arbitrales que tienen como fecha el 05 de febrero de 2015 y 16 de abril de 2018, en los 
cuales se ha establecido la legalidad de las ampliaciones de plazo y el pago de adicionales, por lo que 
no cabe señalar que éstos fueron producto de una concertación, o que constituyan una lesión a los 
intereses del Estado; que la simple existencia de un peritaje contable que indica un monto no acredita 
el perjuicio, sino constituye un medio de prueba más que debe corroborarse con otros elementos, lo 
que no ha ocurrido en el presente caso, donde solo hay duda respecto al porcentaje del avance de 
obra, y para determinar su estado precisamente se siguió el proceso arbitral, el último de los cuales 
dispuso la resolución del contrato por incumplimiento de pago por la entidad, llegándose a la 
valorización N° 5. En el caso especifico del Superv isor, su patrocinado gana un proceso de 
contratación y a mérito de ello participa por el periodo de seis meses, no entendiendo porque se 
amarra el avance de la obra con el avance de la supervisión, cuando ésta no está supeditada a la 
primera, pues, tiene una fecha de inicio y otra de finalización, así su patrocinado cumplió con el plazo 
contractual; en relación al peritaje señala un avance del 47.41%, pero no precisa de qué es, si de la 
supervisión o de la obra, además de existir otros porcentajes señalados en autos; entre otros se habla 
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de que en una sola zanja se habría dispuesto las instalaciones de gua y de alcantarilla, lo que suena 
feo, contaminante, pero el ingeniero Fray Henry Mora precisa que existía una calle estrecha por lo cual 
se consideró para separarlos una diferencia de altura, lo que era técnicamente adecuado, que además 
fue por un breve tramo; siendo lo cierto que no existe indicio que lleve a la certeza sobre la existencia 
de una concertación de voluntades, sino por el contrario existe duda e insuficiencia probatoria. 
Fundamentos por los cuales solicita la absolución de su defendido.  

De la defensa del acusado José Luis Cortegana Sánch ez, que la fiscalía para apantallar la supuesta 
gravedad de los hechos ha mencionado que irregularmente se entrego un adelanto del 20% antes de 
firmarse el contrato como haciendo denotar que, incluso antes de la ejecución de la obra, ya había un 
favoritismo o presunta colusión, pero  la fiscalía el 28 de agosto de 2019 emitió un dictamen 
subsanatorio y en el mismo señala: 1. La fecha en que se otorgó la buena pro al Consorcio 
Saneamiento Pacaipampa fue el 21 de diciembre de 2011, conforme se indica en el contrato de 
ejecución de obra de fecha 13 de enero de 2012; 2. Respecto del adelanto del 20 %, se produjo el 31 
diciembre 2011 conforme se visualiza del Comprobante de Pago 001; 3. Tanto en los hechos materia 
de acusación como en el ítem de subsanación de los hechos se establece que el cargo que ostentaba 
el acusado Wilmar Elera García era el de consultor; y, 4. Que la fase en donde se ha dado los actos 
colusorios no solo ha sido en la etapa de ejecución, sino también en la de selección; sin embargo, en la 
audiencia de control de acusación se desistió de esa pretensión y en esa medida su defensa también 
se desistió de su pedido de sobreseimiento respecto a esta imputación, de modo que ello no forma 
parte de la imputación sino solo los hechos referidos a la etapa de ejecución. Siendo así, precisa que 
no existe prueba directa de la colusión. En relación a la prueba indiciaria, la representante del 
Ministerio Público señala que tiene como medios de prueba las declaraciones de la alcaldesa, de un 
asesor legal, de la administradora, de los peritos Nelson Lescano, del perito contable y del perito que 
efectuó la evaluación técnica y también ha señalado la existencia de documentos, no obstante, en 
ninguna de ellas señala que hay colusión, porque ningún testigo, perito o informe dice que hay 
colusión, lo que se dice es que hay irregularidades, surgiendo la pregunta ¿Cómo es que en base a 
irregularidades, se puede llegar a considerar que existe colusión? Para ello, la Corte Suprema en el 
Acuerdo Plenario N° 01-2006 en el Recurso de Nulida d 1912-2005- Piura, indicó el modo y forma de 
aplicación de la prueba indiciaria, pero la fiscalía no ha seguido este lineamiento, si no que de forma 
ambigua y genérica cita diversos elementos pero nunca determina su correlación, simplemente dice 
que están correlacionados pero no señala en qué medida lo están. Asimismo, el Tribunal Constitucional 
en la sentencia 728-2008-PHC, Caso Juliana Llamoja, controlando una ejecutoria suprema, la declaró 
nula, entre otras razones, porque la Corte Suprema mencionó que en aplicación de la prueba indiciaria 
no se señaló qué regla de la lógica, máxima de la experiencia o qué conocimiento científico permitió 
explicar esa inferencia deducida. La idea de la prueba indiciaria no es lanzar varios elementos y luego 
decir que eso prueba la colusión, por eso es que el Tribunal Constitucional señaló que la sentencia de 
la Corte Suprema vulneraba la debida motivación porque no explicaba cómo se había llegado a esa 
conclusión y en este caso, la fiscalía tampoco lo ha hecho. Esto afecta el derecho de defensa, porque 
no se puede cuestionar qué regla de lógica, máxima de la experiencia o qué conocimiento científico 
permitió esa deducción de la fiscalía. La fiscalía señala que hay varios indicios y que eso prueba 
colusión, surgiendo la pregunta si con esos mismos indicios se puede probar negociación incompatible, 
cohecho o probarse cualquier otro hecho si la fiscalía no explica porque únicamente se puede probar 
colusión. La fiscalía ha pretendido minimizar el valor de los laudos arbitrales y dice que el hecho que 
exista el laudo no supone que no haya habido delito, la defensa tampoco postulo de que en los laudos 
se establecía que no había delito, sino que la relevancia del laudo tiene que ver con las premisas de las 
que se parte para elaborar todos los documentos de la entidad y de las pruebas ofrecidas por la 
fiscalía, ese es el valor probatorio que se le debe dar. Los informes, memorándum y pericias parte de 
las siguientes premisas: que las ampliaciones de plazo fueron irregulares, que el consorcio abandonó 
la obra, que la municipalidad resolvió el contrato, que se generó un perjuicio económico a la entidad. 
Todos los funcionarios u órganos de prueba han partido de esas premisas, porque la historia que se 
contó fue lo que la municipalidad denunció y la fiscalía siguió esa línea, pero todos esos elementos que 
la fiscalía considera como indicios, ya han sido esclarecidos en sede arbitral, pero parece que la 
fiscalía pretende desconocer el efecto jurídico de un laudo arbitral el cual tiene la calidad de cosa 
juzgada. El laudo al igual que una sentencia crea una sentencia, de modo que sostener que ha existido 
un abandono de obra, si fuera en un dictamen o una resolución, sería prevaricar, pues sería citar un 
hecho falso, ya que el laudo arbitral ha generado una verdad que no puede ser modificada, variada ni 
interpretada. Se debe tener en cuenta que hasta el día de hoy ninguna autoridad ya sea la alcaldesa ni 
ninguna posterior hizo algo sobre la misma lógica que ellos tienen, ya que si ellos consideran que la 
obra no se hizo conforme debió ser, ninguna autoridad solicitó la ejecución de la carta fianza de fiel 
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cumplimiento, ejecución para la que bastaba requerirla y no lo harán porque son conscientes que la 
municipalidad es la causante de estos hechos. En sede arbitral se ha decidido que no existe perjuicio a 
la municipalidad, si no por el contrario ésta debe al consorcio, pero a través de este proceso penal se 
quiere hacer creer lo contrario y decir que la municipalidad ha sido perjudicada y se pretende que ésta 
o el Estado en su conjunto perciba, dándose aquí lo que se conoce como fraude a la ley, por cuanto lo 
que no pudieron hacerlo por vía directa que era la indemnización por daños y perjuicios alegando un 
presunto daño, se pretende ahora obtener mediante una reparación civil mediante este proceso penal; 
no siendo casual que al pretender ejecutar lo decidido en el laudo arbitral la municipalidad evita ello, 
esperando esta sentencia. Finalmente que cada actuación del consorcio a través de su residente de 
obra fue respaldado por el supervisor como representante de la municipalidad en la obra, de modo que 
cualquier controversia que se produjera, el consorcio podría corroborarlo con el asentimiento que hizo 
el supervisor, pero sucede que esto se prevé como un argumento del consorcio y lo que hacen es 
involucrar al supervisor para que no se tenga ese elemento de prueba, por cuanto quién podría 
respaldar el actuar del consorcio es el supervisor. A consideración de la defensa, existe un juego 
perverso por cuanto se pretende involucrar a todos. Consideraciones por las cuales solicita que su 
patrocinado sea absuelto de la pretensión penal y civil. 

De la defensa del acusado Fray Henry Mora Panta, refiere que en la acusación se indica que su 
patrocinado se ha concertado con los funcionarios involucrados y el representante legal de la 
constructora para defraudar el Estado, para elaborar y suscribir las valorizaciones mensuales de 
manera irregular y así justificar excesos en los metrados no ejecutados con lo cual se generó un 
abultamiento del monto de las valorizaciones correspondientes y en complicidad con el consultor 
Guillermo Burga Carranza, instalaron redes de alcantarillado de agua potable en una misma zanjas a 
pesar que en el expediente técnico se determina una zanja para cada sistema, lo que conllevo a que la 
contratista ahorrara presupuesto a su favor, sin embargo, al respecto no se ha tenido en cuenta que en 
las conclusiones del perito Julio Guevara se determinó que el proceso de peritación se encuentra 
totalmente terminada y en funcionamiento, que de acuerdo a la verificación física de la obra, ésta ha 
sido ejecutada en dos etapas, una por el consorcio y otra por la municipalidad y que como saldo de 
obra se observa la imputación del peritaje por cuanto la fiscalía refiere haber una concertación entre 
Mora Panta y la constructora El Ángel, la cual no existe para conformar el consorcio. Se asevera que 
Mora Panta presentó valorizaciones irregulares sin tenerse en cuenta que las mismas son aprobadas y  
registradas en el módulo de ejecución contractual del SEACE por el supervisor o inspector de la obra 
conforme lo establece el artículo 1970 del Reglamento de Contrataciones del Estado, bajo el sistema 
de suma alzada, cuya valorización se formula con los metrados contratados, con los precios unitarios, 
con el valor referencial al que se le agregan los montos por gasto generales y utilidades del valor 
referencial, evidenciándose una incongruencia en los hechos, así la conclusiones del perito no resultan 
claras ni firmes por no derivar de datos objetivos ni congruentes por lo que no es persuasiva para 
otorgarle certeza, tampoco es idónea para probar el delito o perjuicio patrimonial al Estado, razones 
más que suficientes para reiterar se le absuelva de la acusación a su patrocinado dado que luego de 
debatirse los elementos de convicción, se evidencia una escasa e insuficiente actividad probatoria 
respecto de su participación. Su patrocinado laboró como ingeniero residente del Consorcio 
Saneamiento Pacaipampa desde el 24 de mayo de 2012 hasta 25 de setiembre de 2012, esto es, 04 
meses conforme obra en el cuaderno de obra Asiento 113, sus funciones como representante técnico 
del consorcio fue la ejecución de la obra conforme a los planos y especificaciones técnicas 
establecidas en el proyecto para el mejor aprovechamiento de equipos, materiales, etc., fue el 
responsable de llevar el cuaderno de obra junto al ingeniero inspector. En el presente caso el Ministerio 
Público no ha logrado probar cuál ha sido el aporte del cómplice primario para que se cometa el delito. 
Además la complicidad primaria requiere la presencia de dolo, ya que se tiene en cuenta tres aspectos 
como son conciencia y voluntad del acto que se realiza, la representación del acto del autor, el 
conocimiento de que con su acto está auxiliando al autor, evidenciándose la falta de actuación 
probatoria para determinar el dolo con el cual actuó el acusado, no correspondiendo al juzgador 
determinar vía presunción o interpretación el ánimo subjetivo con el que se habría actuado. El peritaje 
en ningún momento observo la realización de las zanjas, no fue objetado y estos siguen funcionando. 
Se debe tener también en cuenta que en el laudo arbitral se determinó que la municipalidad fue la 
responsable de la ejecución de la obra. Fundamento por los cuales solicita la absolución de su 
patrocinado de la acusación fiscal y de la pretensión civil. 

Defensa material del acusado Wilder Alexander Mogol lón Ochoa,  que se declara inocente de los 
cargos que se le acusan, cuando se iniciaron los trabajos en la obra ya no tenía la jefatura y se le 
nombró inspector por 19 días hasta que se contratara supervisión que fue el ingeniero Elera a través 
del ingeniero Burga, después se desvinculo del tema. 
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Defensa material de la acusada Leslye Mayle Malara López,  que como gerentel no tuvo a cargo la 
tramitación, no aprobó ni autorizó el pago de ninguna valorización, que salió de vacacione el 25 de julio 
de 2012 y no regreso mas. 

Defensa material del acusado Wilmar Alberto Elera G arcía, que no acepta estar en colusión porque 
participo en un proceso de selección y que estaban en OSCE y que gano, la supervisión de la obra la 
gano por la experiencia que tiene y porque puso como jefe de supervisión al ingeniero Burga que era 
especialista en la obra que iba a realizar. 

Defensa material del acusado José Luis Cortegana Sá nchez, que como representante del 
Consorcio Saneamiento Pacaipampa realizó su trabajo desde Lima y la comunicación era por correo 
electrónico con las limitaciones que hay en Pacaipampa por estar en la sierra; solicita que se valoren 
las anotaciones del cuaderno de obra, tiene todas las anotaciones desde el inicio hasta el final de la 
obra, ahí se señalan todas las ocurrencias diarias; y que su persona ha tratado, dentro de sus 
obligaciones, de tener en cuenta el contrato, las bases, la ley de contrataciones y su reglamento, la 
obra ha sido garantizada desde un inicio con las cartas de fiel cumplimiento. 

Defensa material del acusado Fray Henry Mora Panta,  que participó de fines de mayo al 25 de 
setiembre de 2012, estando en el cuaderno de obra todas las evidencia y ocurrencias desde el inicio de 
ejecución, mencionándose allí que no se entrego de forma total el terreno si no de forma parcial. 

Defensa material del acusado Juan Manuel García Car huapoma,  que no conoció al representante 
del consorcio, no se coludió con nadie para ocasionar perjuicio a la municipalidad, como alcalde lo que 
hizo fue actualizar un expediente y con las áreas respectivas llevar adelante la licitación y la ejecución 
de la obra, hubo una etapa donde fue sacado por temas políticos y cuando regreso ya había pasado lo 
que se cuestiona. 

 
6.   TIPICIDAD DE LA CONDUCTA  
 
El tipo penal del delito de colusión agravada vigente al momento de los hechos atribuidos es el 
segundo párrafo del  artículo 384 del Código Penal, modificado por el artículo único de la Ley N° 2975 8 
publicado el 21 de julio de 2011, cuyo texto es el siguiente:  

“El funcionario o servidor público que, interviniendo directa o indirectamente, por razón de su 
cargo, en las contrataciones y adquisiciones de bienes, obras o servicios, concesiones o 
cualquier operación a cargo del Estado mediante concertación con los interesados, defraudare 
patrimonialmente al Estado o entidad u organismo del Estado, según ley, será reprimido con 
pena privativa de libertad no menor de seis ni mayor de quince años".  

Así, en los delitos contra la administración pública para ser autor se necesita tener la condición de 
funcionario o servidor público y, tratándose del delito de colusión además de tal condición, se requiere 
que la actuación o gestión de dicho funcionario se produzca en un ámbito muy específico de la 
actuación de la Administración, al interior de los procesos aludidos1. En suma, se requiere que el 
funcionario o servidor público goce de capacidad de representación e idoneidad para vincular 
jurídicamente al Estado a través de su actuación de representación, lo que se traduce en que exista 
una relación funcional específica, en virtud de la cual el ordenamiento jurídico lo habilite para participar 
y/o intervenir en la preparación o culminación de un acto jurídico que comprometa los intereses de la 
Administración Pública en los procesos de contratación. 

Las personas que no tengan la calidad exigida en la ley para el autor pueden responder de un delito 
especial sólo en calidad de cómplices o instigadores, en consideración a que en ninguno de esos roles 
realizan materialmente la conducta. 

El  Tribunal Constitucional ha señalado que la contratación estatal tiene un cariz singular que la 
diferencia de cualquier acuerdo de voluntades entre particulares, ya que al estar comprometidos 
recursos y finalidades públicas, resulta necesaria una especial regulación que permita una adecuada 
transparencia en las operaciones. (Exp. Nº 020-2003-AI, fundamento 11). De este modo, el Tribunal 
Constitucional ha entendido como principios implícitos de la contratación pública -que se derivan de la 
citada disposición constitucional- la transparencia en las operaciones, la imparcialidad, la libre 
competencia y el trato justo e igualitario a los potenciales proveedores. (…)  20.    En este sentido, la 

                                                 
1 SPT R.N. N° 1267-2014 Amazonas, de 10 de junio de 2015. https://jurisprudencia.pj.gob.pe/jurisprudenciaweb Fund. 6. 
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persecución penal de los actos de colusión ilegal que se produzcan en el marco de la contratación 
estatal (artículo 384º del Código Penal) tiene por objeto proteger estas condiciones de transparencia, 
imparcialidad en la contratación estatal, el trato justo e igualitario a los posibles proveedores2.  Esto, en 
la medida en que no cualquier actuación perjudicial del funcionario o representante del Estado, 
configura el delito de colusión ilegal, sino únicamente las defraudaciones al Estado que se realizan en 
el marco de los referidos procesos, en tanto que lo protegido es la adecuada gestión de los intereses 
de la Administración Pública, en mérito a competencias institucionales que se enmarcan en las 
diversas tipologías de la contratación pública-administrativa, cuando se suscriben contratos con los 
particulares, en cuanto a la prestación de servicios, la adquisición de bienes o ejecución de obras. 

De otro lado, la Sala Penal Especial de la Corte Suprema en el Exp. N° 20-2003-AV (Caso Movotek), 
precisa que el delito de colusión ilegal –que es un delito de infracción de deber-, cuyo bien jurídico 
tutelado es el normal orden y legal desenvolvimiento de la función de los órganos del Estado, y su 
objeto es el patrimonio administrado por la Administración Pública, en su ámbito objetivo incorpora dos 
elementos necesarios: la concertación con los interesados y la defraudación al Estado o ente público 
concreto: 

A. La concertación, como se sabe, significa ponerse de acuerdo con los interesados, pero este 
acuerdo debe ser subrepticio y no permitido por la ley, lo que implica alejarse de la defensa de los 
intereses públicos que le están encomendados, y de los principios que informan la actuación 
administrativa. La concertación, al exigir una conjunción de voluntades o pacto, se erige en un 
delito de participación necesaria. 

B. Por otro lado, en cuanto a la defraudación, (…) la conducta que lo define está dirigida al gasto 
público en los marcos de una contratación o negociación estatal, incide en la economía pública en 
tanto debe implicar una erogación presupuestal Lo que es evidente y, por tanto, necesario desde la 
perspectiva del tipo legal, de ahí el peligro potencial que se requiere, es que deben darse 
conciertos colusorios que tengan idoneidad para perjudicar el patrimonio del Estado y comprometer 
indebida y lesivamente recursos públicos. 

Ahora bien, dado que la concertación ilegal entre funcionario público y particular por lo general aunque 
no exclusivamente, se desarrollará en contextos de actuación especialmente reservados o 
clandestinos, esto, en la práctica judicial, supone que la acreditación judicial de dicho elemento del tipo 
penal será realizada fundamentalmente a través de la prueba indiciaria. 

En tanto, la defraudación consiste en la realización de maniobras destinadas a presentar una operación 
con visos de legalidad o con apariencia de actitudes legítimas; desde la perspectiva del funcionario, 
debe quebrantar las obligaciones inherentes al cargo o comisión que desempeña, asumiendo roles 
incompatibles y contrarios a los intereses económicos de la Administración. 

En cuanto al delito de Negociación Incompatible,  se encuentra previsto en el artículo 399 del 
Código Penal, modificado por el artículo 1 de la Ley Nº 28355, publicada el 06 de octubre de 2004, 
cuyo texto es el siguiente: 

"El funcionario o servidor público que indebidamente en forma directa o indirecta o por acto 
simulado se interesa, en provecho propio o de tercero, por cualquier contrato u operación en que 
interviene por razón de su cargo, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de 
cuatro ni mayor de seis años e inhabilitación conforme a los incisos 1 y 2 del artículo 36 del 
Código Penal". 

De ello, con relación al bien jurídico protegido se tiene que es el normal y correcto funcionamiento de la 
administración, precisando al respecto Fidel Rojas Vargas que el objeto genérico de la tutela penal es 
garantizar el normal funcionamiento de la administración pública. El objeto específico radica en la 
necesidad de preservar normativamente la administración pública del interés privado de sus agentes 
(funcionario o servidor público especialmente vinculado) que anteponen sus intereses a los de ella3. Lo 
que se pretende es evitar la instrumentalización de las funciones públicas, por parte de funcionarios o 
servidores, para la obtención de fines distintos o contrarios a los generales o colectivos; que no se 
sirvan o se aprovechen de su posición en la administración con la finalidad de obtener un beneficio 
económico o alcanzar otros fines mediante el abuso de sus funciones, en lugar de regirse por el interés 
público o colectivo. 

                                                 
2 STC Exp. N.º 00017-2011-PI/TC Lima,  de  03 de mayo de 2012. Funds. 19 y 20. ttp://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2012. 
3
ROJAS VARGAS Fidel. Delitos Contra la Administración Pública. Editorial Grijley. Lima 2007. P. 818. 
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En lo que respecta al comportamiento delictivo, tiene como verbo rector “interesarse indebidamente”; 
ello supone que el funcionario o servidor  público debe haberse interesado en el contrato u operación, 
introduciéndose en la voluntad negociadora de la Administración Pública -cuando no le estaba 
permitido hacerlo-, orientando la misma para producir un beneficio particular y que no se habría 
producido si las negociaciones contractuales entre las partes no se hubieran visto afectadas por la 
mencionada injerencia. 

Ahora bien, el mencionado interés puede darse en cualquier etapa del proceso de contratación pública, 
comprendiendo ella los actos preparatorios hasta la fase de ejecución y liquidación; y contempla tres 
supuestos: a) Directamente, que significa que el sujeto activo, exteriorice su interés mediante 
conductas activas, actos externos y objetivos. b) Indirectamente, se produce cuando el sujeto activo, 
realiza su conducta a través de otras personas o intermediarios. c) Por acto simulado, en este supuesto 
el agente, aparenta que su accionar es imparcial y en pro de la Administración Pública, cuando no es 
así realmente4. 

Por su parte, el provecho implica el beneficio que va a recibir el funcionario público –cuando es para sí- 
o, el tercero, como consecuencia de la celebración del contrato u operación. 

En cuanto al elemento subjetivo, el delito de Negociación Incompatible solo podrá verificarse cuando se 
da la presencia del dolo en el actuar del sujeto activo, es decir, con el conocimiento y voluntad de 
desarrollar los elementos objetivos. 
 
7.     VALORACIÓN DE LA PRUEBA INCORPORADA A JUICIO  
 
Se examina la prueba en todo su conjunto para considerar si a partir de la misma es posible establecer 
los hechos atribuidos, y si los acusados son autores y cómplice -respectivamente- de los delitos que se 
les imputa. Tal determinación, requiere del establecimiento de un sustrato fáctico con convicción de 
certeza que únicamente puede ser derivada de la prueba, como garantía de objetividad y de 
imparcialidad del Juez, respecto de los hechos que declara, que no son fruto de la subjetividad. 

Ahora bien, como un aspecto preliminar y común a los elementos a analizar debe mencionarse que las 
resoluciones, oficios, contratos, requerimientos, órdenes de pago y otros, se valoran por tratarse de 
documentos que contienen actuaciones de funcionarios y servidores públicos en el ejercicio de sus 
funciones, que no han merecido por las partes cuestionamiento en cuanto a su origen y contenido, y 
que han sido incorporados al proceso mediante su lectura en la audiencia pública de conformidad con 
los artículos 383 y 384 del Código Procesal Penal, garantizando así el derecho a la inmediación, 
oralidad y contradicción de las partes. En dicho contexto, se tiene: 
 

A. En relación al cargo de funcionario o servidor públ ico.    

Los acusados Juan Manuel García Carhuapoma, Wilder Alexander Mogollón Ochoa y Leslye Malara 
López no cuestionan este extremo de la imputación; situación que se evidencia, además entre otros, 
del mérito de los siguientes documentos: Contrato de Ejecución de Obra "Ampliación y Mejoramiento 
del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de Pacaipampa" de 13 de enero de 2012, suscrito por 
Juan Manuel García Carhuapoma como alcalde de la MDP y el Consorcio Saneamiento Pacaipampa, 
integrado por las empresas: i. G y M Construcciones y Servicios S.R.L, con RUC N° 20316093991; ii. 
Corsan Consultores Contratistas Generales SAC, con RUC N° 20257374743; y, iii. Virgilio Curo 
Sociedad Anónima Cerrada, con RUC N° 20506426155, r epresentado porJosé Luis Cortegana 
Sánchez; el Contrato de Supervisión de Obra N° 248-2012-MDP-A d e 11 de junio de 2012, suscrito por 
Juan Manuel García Carhuapoma, como alcalde de la MDP,  y Wilmar Elera García, para la 
Supervisión de la Obra antes mencionada, por el monto de S/.123,000.00 a todo costo, incluido IGV; el 
Acta de entrega de Terreno de fecha 23 de mayo de 2012, suscrita por Wilder Alexander Mogollón 
Ochoa en su calidad de Inspector de Obra, así como por Fray Henry Mora Panta, como residente de 
obra; e, Informe N° 176-2016-MDP-JP de 05 de mayo de 2016 , emitido por el jefe de Recursos 
Humanos de la MDP, Pepe Guerrero Chuquihuanga, por el cual se da cuenta que la acusada Lesly 
Mayle Malara López ingresó a laborar a dicha entidad  el 11 de enero de 2011, mediante Resolución de 
Alcaldía N° 006-2011-MDP-A; así como con las propia s declaraciones de los imputados en cuanto 
refieren, Juan Manuel García Carhuapoma, que fue alcalde de la MDP desde el 2003 al 2018, con una 
suspensión de doce meses desde febrero de 2013, regresando a terminar su periodo por el tiempo 
restante; Wilder Alexander Mogollón Ochoa, que  es ingeniero civil y desde octubre de 2003 hasta 

                                                 
4 Segunda Sala Penal Tansitoria de la CSJ. Cas. N° 2 31-2017 de 14 de setiembre 2017. Puno. Fund. 18. 



 
      
 

38 
 

agosto de 2012 laboro en la MDP, asumiendo en agosto de 2011 la jefatura de DIDUR hasta 03 mayo 
de 2012, siendo sus funciones como jefe de esa división la supervisión de los proyectos de ejecución 
de obra que hacía la entidad, mantenimiento de carreteras, saneamientos, entre otras; y, Leslye Malara 
López, que es administradora de empresas, habiendo laborado en la MDP como gerente general en el 
año 2011 hasta el 11 de enero de 2012, desde esta fecha al 03 de mayo de 2012 fue administradora y 
del 03 mayo a setiembre de 2012 estuvo como gerente general, siendo sus funciones como gerente 
labores administrativas como  hacer cumplir las disposiciones municipales, asesorar a la alcaldía, el 
pase documentario, presidir los comités de defensa civil, entre otros; y, como administradora sus 
funciones era la supervisión de las áreas a su cargo como son Tesorería, Recursos Humanos y 
Personal.  

Elementos de prueba que, al estar relacionados entre sí, proporcionan una versión que en lo 
fundamental resulta creíble para este juzgador para tener por acreditada la condición de funcionarios y 
servidores públicos de los acusados antes mencionados5. 
 

B. En cuanto a la relación funcional de los acusados y  los caudales públicos . 

Atendiendo a la imputación formulada en su contra, es la que correspondía a su vinculación con la 
ejecución y liquidación de la obra "Ampliación y Mejoramiento del Sistema de Agua Potable y 
Alcantarillado de Pacaipampa"; la misma que se llevó bajo los alcances de la Ley de Contrataciones del 
Estado aprobado mediante D. Leg. N° 1017, y su Regl amento aprobado por Decreto Supremo N° 184-
2008-EF; el primero de los cuales en su artículo 1, señala que “(…) contiene las disposiciones y 
lineamientos que deben observar las Entidades del Sector Público en los procesos de contrataciones 
de bienes, servicios u obras y regula las obligaciones y derechos que se derivan de los mismos”. En 
tanto la segunda, precisa en su artículo 5. Funcionarios y órganos encargados de las contrataciones, 
que “Para los efectos de la aplicación de la Ley y el presente Reglamento están a cargo de las 
contrataciones los siguientes funcionarios y dependencias de la Entidad: 1. Titular de la Entidad es la 
más alta autoridad ejecutiva, de conformidad con sus normas de organización, que ejerce las funciones 
previstas en la Ley y en el presente Reglamento para la aprobación, autorización y supervisión de los 
procesos de contrataciones del Estado. (…) 2. Área usuaria es la dependencia cuyas necesidades 
pretenden ser atendidas con determinada contratación, o que, dada su especialidad y funciones, 
canaliza los requerimientos formulados por otras dependencias. 3. Órgano encargado de las 
contrataciones es aquél órgano o unidad orgánica que realiza las actividades relativas a la gestión del 
abastecimiento al interior de una Entidad. (…)”. Por su parte, el artículo 176 precisa que, la recepción y 
conformidad es responsabilidad del órgano de administración o, en su caso del órgano establecido en 
las Bases, sin perjuicio de lo que se disponga en las normas de organización interna de la Entidad.   

Por su parte, el artículo 20º de la Ley Orgánica de Municipalidades Nº 27972, establece que el alcalde -
como órgano ejecutivo, representante legal de la municipalidad y máxima autoridad administrativa6-, 
tiene entre sus atribuciones: 1) Defender y cautelar los derechos e intereses de la municipalidad y los 
vecinos; (…) 23) Celebrar los actos, contratos y convenios necesarios para el ejercicio de sus 
funciones-; en tanto, conforme a lo dispuesto por los artículos 26 y 27 de la acotada ley, la 
administración municipal adopta una estructura gerencial bajo la dirección y responsabilidad del 
gerente municipal, funcionario de confianza a tiempo completo y dedicación exclusiva designado por el 
alcalde. 

Finalmente, el Manual de Organización y Funciones MOF de la MDP, en relación al alcalde, como su 
función específica reafirma 1. Defender y cautelar los derechos e intereses de la municipalidad y los 
vecinos. En relación al gerente municipal, se establece como funciones específicas: a. Planificar, 
organizar, dirigir y coordinar los servicios públicos locales y administrativos de la municipalidad. (...) i. 
Ejecutar, evaluar y supervisar los planes de desarrollo distrital, así como el ejercicio presupuestal. Del 
Jefe de la Unidad de Administración y Rentas: c. Programar, coordinar, conducir, ejecutar y evaluar las 
acciones de los sistemas administrativos de personal, abastecimiento, contabilidad y tesorería, de 

                                                 
5Código Penal 

   Artículo 425.  Se consideran funcionarios o servidores públicos: 
1. Los que están comprendidos en la carrera administrativa. 
2. Los que desempeñan cargos políticos o de confianza, incluso si emanan de elección popular. 
3. Todo aquel que independientemente del régimen laboral en que se encuentre, mantiene vínculo laboral o contractual de 

cualquier naturaleza con entidades u organismos del Estado y que en virtud de ello ejerce funciones en dichas entidades u 
organismos 

 (...) 
6 Art. 6 de la Ley Nº 27972,  Ley Orgánica de Municipalidades. 
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conformidad con las disposiciones que norman sus respectivas actividades; (...) h. Participar en la 
formulación y evaluación del presupuesto del Gobierno Local. Del Jefe de la División de Servicios 
Técnicos: a. Programar, dirigir, ejecutar, coordinar y controlar las obras de infraestructura básica de 
servicios públicos, equipamiento social, servicios, transporte y áreas verdes; (...) d. Controlar la 
ejecución de las obras de infraestructura de las Municipalidad de Pacaipampa, dando prioridad a 
aquellos que impulsen el desarrollo del área rural; (...) g. Velar por el cumplimiento de las normas 
inherentes a su cargo; h. Distribuir los trabajos de la División entre el personal a su cargo, fijar fechas 
de cumplimiento de las tareas y responder de los resultados ante el Gerente Municipal. 

En atención a lo cual, la vinculación de los acusados antes mencionados con el referido proceso de 
contratación se encuentra igualmente acreditado, por cuanto -Juan Manuel García Carhuapoma como 
alcalde, Wilder Alexander Mogollón Ochoa, como Jefe de la División de Infraestructura y Servicios 
Técnicos e inspector de obra, y Leslye Malara López, como gerente y administradora- tenían 
competencia para adoptar decisiones al respecto, en consecuencia, tenían el deber de cautelar los 
intereses del Estado mediante una actuación objetiva, transparente y veraz en el cumplimiento de sus 
funciones. 

En cuanto a la participación de los acusados Wilmar Elera García, Zenón Guillermo Burga Carranza, 
José Luis Cortegana Sánchez y Fray Henry Mora Panta, su vinculación con la ejecución de la obra se 
dio en mérito a los contratos de ejecución de obra y de supervisión de obra antes glosados, esto es, 
como contratistas, por ende, no tienen la calidad de funcionarios ni servidores públicos, calidad que se 
requiere -conforme se ha indicado- para responder a título de autor por el delito que se les atribuye, no 
obstante, si resultan aptos para responder eventualmente como cómplices extraneus.   
 

C. Del proceso de contratación bajo el D. Leg N° 1017 y su Reglamento  
 

En el marco del artículo 76 de la Constitución Política, el D. Leg. 1017 (Ley de Contrataciones) y su 
Reglamento aprobado mediante D.S. N° 184-2008-EF, e stablece las condiciones y requisitos a los que 
se someten las entidades estatales, los servidores públicos y los particulares para celebrar, ejecutar y 
liquidar las contrataciones estatales.  Dentro de ese conjunto de exigencias impuestas para la 
celebración de los contratos, se encuentra el sometimiento previo a un procedimiento administrativo 
para la formación de la voluntad contractual, cuyo objeto consiste en la selección de la oferta más 
favorable a la Administración, en aras de maximizar el valor del dinero del contribuyente, de manera 
que las contrataciones se efectúen en forma oportuna y bajo las mejores condiciones de precio y 
calidad, a través del cumplimiento de los principios señalados en el artículo 4 de la Ley de 
Contrataciones. 

En dicha perspectiva, el proceso de contratación pública es un proceso integrado por varias fases que 
se cumplen en oportunidades distintas pero sucesivas, adecuadamente reguladas por la ley, mediante 
normas que regulan la conducta de la entidad contratante como de los sujetos que en calidad de 
proveedores o contratistas intervienen en aquél. Así, se tiene: 1) Fase de Programación y actos 
preparatorios  (...); 2) Fase de Selección (...) ; y, 3) Fase de Ejecución contractual , que comprende 
desde la celebración del contrato respectivo hasta la conformidad y pago de las prestaciones 
ejecutadas, en el caso de los contratos de bienes y servicios, y con la liquidación y pago 
correspondiente, tratándose de contratos de ejecución o consultoría de obras7 (resaltado del suscrito). 

Ahora bien, de conformidad a lo previsto en el artículo 7 de la Ley, todo procedimiento de contratación 
administrativa sujeto a la Ley de Contrataciones del Estado requiere de la tramitación del respectivo 
Expediente de Contratación. En su fase inicial, previo a su aprobación por el funcionario competente, el 
Expediente de Contratación debe comprender lo siguiente, conforme a lo previsto en el artículo 10 del 
Reglamento: i) El requerimiento del área usuaria con las respectivas características  técnicas mínimas; 
ii)  El estudio de las posibilidades que ofrece el mercado, que entre otros datos contiene el valor 
referencial; iii)  la certificación presupuestal; y, iv)  El tipo de proceso de selección, la modalidad de 
selección, el sistema de contratación, la modalidad de contratación a utilizarse y la fórmula de reajuste, 
de ser el caso. Tratándose de obras públicas se requerirá adicional mente el expediente técnico . 
La finalidad de la formulación del Expediente de Contratación es contar con la base técnica y 
económica que permita a la Entidad obtener una oferta idónea, con la calidad requerida o mejorada y a 
un costo o precio adecuado. 

                                                 
7 Opinión N° 128-2009/DTN de 30 de noviembre de 2009 . 
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La información que se presenta en el expediente, de otro lado, tiene por finalidad poner en 
conocimiento de los eventuales postores los requerimientos de la entidad para la ejecución de la obra y 
las condiciones del terreno para que puedan realizar adecuadamente sus ofertas; de esa forma podrá 
saber el alcance de la obra y realizar un análisis de los costos, así como de su rentabilidad a fin de 
decidir sobre su participación. 

En esa línea, el OSCE en la Opinión N° 051-2011/DTN  de 05 de mayo de 2011, precisa que Todos 
los documentos que integran el expediente técnico s on relevantes, por lo que, para la adecuada 
ejecución de una obra, es necesario interpretarlos en su conjunto.  

En consonancia con lo cual se tiene lo previsto en el artículo 184 del Reglamento de la Ley de 
Contrataciones, que en su numeral 2), precisaba como una de las condiciones para el inicio del 
plazo de ejecución de una obra que la Entidad hubie ra entregado el expediente técnico de obra  
completo ; es decir, debían entregarse todos los documentos que formaban parte del expediente 
técnico tales como memoria descriptiva, especificaciones técnicas, planos de ejecución de obra, 
presupuesto de obra, entre otros que resultaran necesarios para la adecuada ejecución de la obra; 
igualmente, en su numeral 3, indicaba, que la Entidad haya hecho entrega del terreno o lugar donde se 
ejecutara la obra. 

Siendo así, durante la ejecución de un contrato de obra, el contratista, por intermedio de su residente, 
podía realizar consultas en cuaderno de obra con la finalidad de aclarar la información contenida en el 
expediente técnico de obra o solicitar instrucciones respecto a determinadas ocurrencias. La 
absolución de las consultas debían realizarse por el inspector o supervisor (según corresponda), por el 
proyectista o, en último caso, por la Entidad, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 196 del 
anterior Reglamento. En este punto, es importante tener en consideración que la absolución de dichas 
consultas podía evidenciar la existencia de defectos o deficiencias del expediente técnico de obra o 
generar la necesidad de modificar los planos o especificaciones técnicas8. 

El acotado artículo 196, precisaba, además, que Las consultas cuando por su naturaleza, en opinión 
del inspector o supervisor, requieran de la opinión del proyectista serán elevadas por éstos a la Entidad 
dentro del plazo máximo de cuatro (4) días siguientes de anotadas, correspondiendo a ésta en 
coordinación con el proyectista absolver la consulta dentro del plazo máximo de quince (15) días 
siguientes de la comunicación del inspector o supervisor. Para este efecto, los proyectistas 
establecerán en sus respectivas propuestas para los contratos de diseño de la obra original, el 
compromiso de atender consultas en el plazo que establezcan las Bases. En caso no hubiese 
respuesta del proyectista en el plazo máximo fijado en el párrafo anterior, la Entidad deberá dar 
instrucciones al contratista a través del inspector o supervisor, sin perjuicio de las acciones que se 
adopten contra el proyectista, por la falta de absolución de la misma. 

De lo anterior, se concluye que no hay obligación e sencial de la entidad más sustancial que la 
de entregar un expediente debidamente formulado que  permita la ejecución de la obra, 
entendiendo como tal aquella cuyo cumplimiento resu lta indispensable para alcanzar la 
finalidad del contrato y, en esa medida, satisfacer  el interés de la contraparte 9. 
 

D.  Del Contrato de Ejecución de Obra "Ampliación y Mej oramiento del Sistema de Agua 
Potable y Alcantarillado de Pacaipampa"   
 

De su revisión se advierte que fue celebrado el 13 de enero de 2012, por el acusado Juan Manuel 
García Carhuapoma, como alcalde de la MDP y José Luis Cortegana Sánchez como representante 
legal del Consorcio Saneamiento Pacaipampa; precisando, entre otros, que: Con fecha 29 de diciembre 
de 2011, el Comité Especial adjudicó la Buena Pro de la Licitación Pública N°002-2011-MDP-CE, 
convocada para la ejecución de la obra Ampliación y Mejoramiento del Sistema de Agua Potable y 
Alcantarillado de Pacaipampa, por S/.3´612,717.68 incluido IGV. El Contrato está conformado por las 
Bases integradas, la oferta ganadora y los documentos derivados del proceso de selección que 
establezcan obligaciones para las partes. La vigencia será a partir del día siguiente de la suscripción 
del mismo hasta el consentimiento de la liquidación final de la obra. La MDP concederá Adelanto 
Directo hasta el 20% y adelantos de materiales o insumos, que en conjunto no deberán superar el 40%, 
del monto del contrato original. Las valorizaciones tienen el carácter de pagos a cuenta. El terreno o 

                                                 
8 Opinión N° 184-2016/DTN de 30 de noviembre de 2016 . 
9 Opinión N.° 027-2014/DTN, de 13 de febrero de 2014 . 
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lugar donde se ejecutará la obra será entregado al contratista dentro de los cinco (5) días siguientes a 
la firma del contrato. El contratista se obliga a ejecutar las obras materia de este contrato, en un plazo 
de 180 días calendario, contados a partir  del día siguiente  en que se cumplan las condiciones 
establecidas en el artículo 184° del Reglamento. El  plazo sólo será ampliado en los casos 
contemplados en el artículo 200° del Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado. La 
liquidación de la obra se sujetará a lo establecido en el artículo 211°, 212° y 213° del Reglamento. 
Cualquiera de las partes tiene el derecho a iniciar el arbitraje administrativo a fin de resolver las 
controversias que se presenten durante la etapa de ejecución. Finalmente como Anexos al contrato, se 
menciona Documentación del expediente técnico. 
 

E.  Del Contrato de Supervisión de Obra N° 248-2012-MDP -A  
 
Fue celebrado con fecha 11 de junio de 2012, por los acusados Juan Manuel García Carhuapoma, 
como alcalde de la MDP y  Wilmar Elera García Carhuapoma en calidad de contratista; en la cual se 
precisa, que: Con fecha 21 de mayo de 2012, el Comité Especial adjudicó la Buena Pro de la 
Adjudicación de Menor Cuantía N° 04-2012-MDP-CEP, p ara la Supervisión de la Obra "Ampliación Y 
Mejoramiento del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de Pacaipampa"; por el monto de 
S/.123,000.000, incluido IGV. La Entidad se obliga a pagar la contraprestación al Contratista en 
moneda peruana, de acuerdo  al informe de la Unidad de Servicios  Técnicos; luego de la recepción 
formal y completa de la documentación correspondiente. El plazo de supervisión de la prestación se 
extenderá desde la firma del contrato hasta la culminación de la obra previo informe final de 
conformidad de recepción de obra. El contrato está conformado por las Bases integradas, la oferta 
ganadora y los documentos derivados del proceso de selección que establezcan obligaciones a las 
partes. El Contratista planeará y será responsable  por los métodos de trabajo y la eficiencia de los 
equipos empleados  en la ejecución de su prestación, los que deberán asegurar un ritmo apropiado y 
calidad satisfactoria.  
 

F.  Respecto a la concertación para defraudar al Est ado  
 
La concertación puede ser probada mediante cualquier medio de prueba, sea mediante prueba directa 
e indirecta o circunstancial; la primera, alude a toda clase de antecedentes que sean explícitos y que 
no requieran de inferencias para establecer la proposición o conclusión que se sostiene, es aquella que 
torna indudable la existencia de la conducta prohibida, como podría ser la copia del acuerdo o de 
documentos donde consten las comunicaciones de los integrantes del mismo, algunos tipos de 
declaraciones testimoniales, así como también la confesión de uno de los integrantes del acuerdo. Por 
su parte, la prueba indirecta es aquella con la que se llega a la conclusión del hecho mediante 
inferencias. 

Si bien tanto la prueba directa como la indirecta permiten acreditar la colusión, la prueba directa es 
siempre inexistente o escasa. Esto se debe a que por su propia naturaleza, la colusión es concebida y 
llevada a cabo en forma clandestina. Los funcionarios públicos y contratistas que se conciertan 
evitarán, por todos los medios, dejar rastros o evidencia directa de su existencia, dichos agentes por 
general se anticipan a las acciones fiscalizadoras y eventuales sanciones. 

Dado que en ambos casos la culpabilidad del acusado debe ser probada más allá de toda duda 
razonable, la prueba indirecta o indiciaria para que pueda vencer tal principio conforme ha señalado la 
jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la República, respecto al indicio: (a) éste -hecho base- 
ha de estar plenamente probado -por los diversos medios de prueba que autoriza la ley-, pues de lo contrario 
sería una mera sospecha sin sustento real alguno, (b) deben ser plurales, o excepcionalmente únicos pero 
de una singular fuerza acreditativa, (c) también concomitantes al hecho que se trata de probar -los indicios 
deben ser periféricos respecto al dato fáctico a probar, y desde luego no todos lo son, y (d) deben estar 
interrelacionados, cuando sean varios, de modo que se refuercen entre sí y que no excluyan el hecho 
consecuencia -no sólo se trata de suministrar indicios, sino que estén imbricados entre sí-; asimismo,  que 
no todos los indicios tienen el mismo valor, pues en función a la mayor o menor posibilidad de alternativas 
diversas de la configuración de los hechos -ello está en función al nivel de aproximación respecto al dato 
fáctico a probar- pueden clasificarse en débiles y fuertes, en que los primeros únicamente tienen un valor 
acompañante y dependiente de los indicios fuertes, y solos no tienen fuerza suficiente para excluir la 
posibilidad de que los hechos hayan ocurrido de otra manera10. 

                                                 
10Sala Penal Permanente R. N. Nº 1912 -2005; Piura, de 06 de Septiembre de 2005. 
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En el presente caso, de los medios probatorios incorporados válidamente no se advierte prueba directa 
que vincule a los acusados con un acuerdo no permitido por la ley, por lo que la representante del 
Ministerio Público les imputa responsabilidad a partir de indicios para cuya acreditación se ha actuado 
testimoniales, pericias y documentales. 

Así se tiene el Acta de entrega de terreno de 23 de mayo de 2012 , del cual aparece que en la 
indicada fecha siendo las 09.00 horas, los miembros del Comité de Entrega de los Terrenos de la 
División de Infraestructura y Servicios Técnicos de la MDP, Edwin Ángel Chinchay Falconí y Wilder 
Alexander Mogollón Ochoa, este último, además como Inspector de Obra y, en representación del 
Consorcio Francisco Cárdenas Quinto, Jefe de Obra, y Fray Henry Mora Panta, como Residente de 
Obra; precisan que se procede a la entrega del terreno donde se ejecutará la obra, efectuando un 
recorrido simbólico, (que) por la envergadura de la obra no se completó el recorrido, lo que se 
efectuaría posteriormente. El Informe N° 01-2013/NLS de 08 de abril de 2013 , dirigido por Nelson A. 
Lescano Sánchez, Jefe de la División de Infraestructura y Servicios Técnicos, a la alcaldesa de la MDP; 
señalando, entre otros, que habiendo  procedido a revisar la información existente en el archivo de 
dicha jefatura, así como la inspección ocular de los trabajos ejecutados encontró de la documentación, 
entre otros: 01 Expediente Técnico sin firma del Proyectista, solamente cuenta con el sello de visto de 
Infraestructura; en relación a la ejecución de la Obra, que se ha realizado una sola apertura de zanja  y 
se ha instalado las dos redes tanto de agua como desague a pesar de que el expediente técnico 
ordena se realice tanto la demolición de loza como apertura de zanja en forma independiente para 
cada red.  El Acta de Verificación Física de Proyectos de Inversi ón Pública de fecha 22 de abril 
de 2013, elaborada por Enzo Danilo Ceccarelli Bardales, contratado por el Programa Nacional de 
Saneamiento Urbano (PNSU) del Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento; en cuanto 
señala que el avance acumulado de la obra era de 60% y el avance financiero de S/.3´288,622.00 
soles; precisando como deficiencias encontradas que el Expediente Técnico no cuenta con firma del 
proyectista, no se ha cumplido con parte de las especificaciones técnicas y con los planos; las 
valorizaciones consideran metrados no ejecutados, tales como demolición de buzones existentes, 
movimiento de tierra en las lagunas y reposición de pavimentos, entre otros: y, el Acta de 
constatación in situ de la Obra de fecha 24 de juni o de 2013,  mediante el cual se deja constancia 
que a mérito de la Carta N° 013-2013/CSP de 19 de j unio de 2013, por la cual el consorcio decide 
resolver el contrato de pleno derecho, proceden a la constatación física e inventario de la obra, con 
participación entre otros del Juez de Paz Letrado José Silva Vargas, el Juez de Paz de Primera 
Nominación Elio Andrés Alvarado Saavedra, como representantes del Consorcio César Rufino Lara 
Cervera, residente de obra, José Luis Verastegui Zambrano y Francisco Jesús Cárdenas Quinto, y por 
la MDP, la alcaldesa Ernestina Holguín Román, entre otros; precisando como parte del mismo en la 
CAPTACION DE QUEBRADA (...) El Residente de la Obra, Ing. César Rufino Lara Cervera, deja 
constancia que la constatación física de los trabajos se realiza teniendo en cuenta el expediente 
técnico que se le entregó digitalizado (...) dado que la Municipalidad Distrital de Pacaipampa nunca 
entregó el expediente técnico en físico debidamente firmado y sellado por los profesionales 
especialistas, ni por el consultor  responsables de la elaboración del mismo (...) Reiterando más 
adelante el representante designado de Consorcio Saneamiento Pacaipampa se ratifica en señalar la 
existencia de deficiencias en el expediente técnico, que nunca fue entregado por la Municipalidad 
Distrital de Pacaipampa debidamente firmado por los profesionales especialistas, ni por el consultor 
responsable de la elaboración del mismo; (...) razón por la cual el supervisor de obra asumió la 
absolución de consultas. 

Documentos que –como se dijo- se valoran por tratarse de instrumentos que contienen actuaciones de 
funcionarios y autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones, y de cuyo contenido se 
desprenden datos referidos a la entrega del terreno y del expediente técnico, los cuales resultan 
coincidentes y complementarios en el sentido que el día 23 de mayo de 2012, el acusado Wilder 
Alexander Mogollón Ochoa, como miembro del Comité de Entrega de los Terrenos e Inspector de 
Obra, se reunió con representantes del Consorcio, para proceder a la entrega del terreno donde se 
ejecutaría la obra, no obstante, no efectuaron una verificación física precisa ni co ncreta del 
mismo, conviniendo –ambas partes- en postergarla para más adelante; asimismo, que se dio 
inicio de la ejecución de la obra con un expediente  técnico sin firma que identifique al 
proyectista o profesionales que respondan eventuale s consultas durante la ejecución . 

Lo anterior se encuentra, además, corroborado con la declaración de los testigos en cuanto señalan, 
Nelson Antonio Lescano Sánchez , que del 25 de marzo al 30 de junio de 2013 laboró en la MDP, a 
partir del 09 de abril como Jefe de la División de Infraestructura y Servicios Técnicos, que cuando 
ingresó a laborar la obra estaba paralizada, procediendo a averiguar la parte documentaria 
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encontrando que el Expediente Técnico no tenía firma de proyectista sino únicamente del ingeniero 
Wilder Mogollón Ochoa como visto bueno de aprobación, procediendo a elaborar el Informe N° 01-
2013/NLS a la alcaldesa Liliam Holguín, luego revisó la parte técnica en la obra. Edwin Ángel 
Chinchay Falconi , que en mayo del año 2012 asumió la Dirección de Servicios Técnicos de la MDP 
hasta agosto de 2012, después continuo como residente de obras, en cuanto a la obra Mejoramiento y 
Ampliación del Sistema de Agua y Alcantarillado de Pacaipampa, contaba con un equipo de 
supervisión siendo ellos quienes evaluaban la parte técnica, los avances y la calidad, que antes de su 
persona en la jefatura estaba Wilder Mogollón Ochoa y que no tuvo acceso al Expediente Técnico, ya 
que el mismo lo manejaba directamente la Dirección de Obras; Carlos Paico Cruz , que su 
participación en el 2013 fue en el acta de constatación in situ realizada el 24 de junio de 2013, a raíz de 
las irregularidades que se venían dando en la ejecución de la obra, pudiendo advertir que la obra se 
encontraba paralizada, por lo que emitió el Informe Legal N° 106-2013-MDP dirigido a la alcaldesa 
poniendo en conocimiento el estado de la obra, recuerda que en la constatación participaron la 
alcaldesa, el ingeniero Lescano de Obras, el juez de paz y representantes de la empresa; Elio Andrés 
Alvarado Saavedra , que como juez de paz participó de una inspección a la obra junto con la alcaldesa 
Lilian Holguín y otras personas, procediendo luego a elaborarse un acta de constatación. De igual 
forma con la declaración de los imputados, en cuanto refieren, Wilmar Alberto Elera García , que se 
presentó como persona natural al proceso de Supervisión de la obra, proponiendo en su equipo al 
ingeniero Guillermo Burga Carranza como jefe de supervisión, que su persona como consultor de obra 
firmó el contrato y los fines de semana coordinaba con Guillermo Burga Carranza para saber del 
avance de esa obra y de qué manera se iban tramitando las valorizaciones, tanto del contratista como 
de la supervisión, y que en relación al Expediente Técnico se le entregó sin firma y por etapas, 
debiendo haber un responsable en lo que es agua, sanitario, metrados y presupuestos, pero al haberle 
alcanzado la municipalidad ese Expediente Técnico, sobre eso se tuvo que trabajar y, que 
normalmente la entrega del expediente técnico se hace con un documento, que debe tenerlo guardado, 
con lo cual se da inicio a la supervisión. José Luis Cortegana Sánchez,  que Wilder Mogollón Ochoa 
fue el inspector en el inicio de la obra, Wilmar Elera García fue el consultor de la supervisión, Guillermo 
Burga Carranza el supervisor de obra y, Fray Henry Mora Panta fue el residente de obra por el 
Consorcio, el inicio de los trabajos de ejecución de la Obra fue más o menos el 23 de mayo de 2012, el 
contrato se firmó el 13 de enero de 2012, que como representante legal del Consorcio mientras se 
demoraba el inicio de la obra al revisar los metrados y costos, advirtió que el Expediente Técnico no 
tenía firmas a pesar de su importancia, pues, si se generaba la necesidad de hacer una consulta, como 
en efecto ocurrió, eran los consultores a quienes tenían que dirigirse para resolverlos, que la obra debió 
iniciar el 28 de enero pero se hizo el 23 de mayo, no sabiendo el porqué de la demora, viéndose en la 
necesidad de presentar un documento para que le entregaran, ya que estaban en condiciones de 
resolver el contrato. Guillermo Burga Carranza , que nunca tuvo un subcontrato sino que formó parte 
del equipo técnico de supervisión propuesto y que al revisar el expediente técnico advirtió que no tenía 
firmas y se trataba de una copia simple, pero el asunto era avanzar, esperando que ello lo rectifique la 
municipalidad pero nunca se le dio otro expediente, siendo que al llegar fue el ingeniero Mogollón quien 
le entregó los planos y el acervo documentario; y, Fray Henry Mora Panta , que fue residente de obra 
del 24 de mayo al 25 de setiembre de 2012, como tal veía las ocurrencias y hacía cumplir las 
especificaciones técnicas así como el contrato, todo coordinando con el supervisor, asimismo, que la 
entidad entregó el expediente técnico pero el mismo no estaba firmado por el responsable técnico o 
consultor, solo tenía el visto de parte de la municipalidad es así que cuando hicieron consultas referido 
al acceso de la planta de tratamiento, a la línea de conducción que era de un kilómetro desde 
Pacaipampa hasta la laguna de oxidación, donde habían terrenos en los cuales no dejaban tender la 
línea de conducción y otra más, nunca se absolvieron las consultas por la entidad, que la entrega del 
terreno fue el 24 de mayo, fuera de los plazos y en forma parcial, derivándose de allí problemas 
sociales a los que dieron solución para poder trabajar, dejando de laborar, primero por razones de 
salud y, segundo, porque las ocurrencias y las consultas que hacían en el cuaderno de obra nunca 
fueron absueltas, que  como residente de obra el consorcio debe entregarle todos los componentes 
para el inicio de obra, esto es, expediente técnico junto con los planos, y que el expediente la 
municipalidad se lo entrega al consorcio y el consorcio a su persona, quien junto con el supervisor 
hacen la ejecución de la obra.  

Advirtiéndose en la declaración de los testigos que se trata de versiones emitidas por personas 
mayores de edad, que cuentan con criterio, capacidad e instrucción para comprender el hecho, que por 
la independencia de su posición tienen completa imparcialidad, manifestando haberse percatado de los 
hechos y la documentación referida a la ejecución de la Obra por haber laborado en la MDP o a pedido 
de sus representantes, de donde se deriva que fueron susceptibles de conocer por medio de los 
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sentidos; asimismo, que su relato es claro y preciso, existiendo coherencia y complementariedad entre 
sus versiones y la de los imputados. 

A partir de los cuales se reafirma como hecho fehacientemente acreditado que se dio inicio a la 
ejecución de la Obra, sin que previamente se hubiera procedido a la entrega completa del terreno ni del 
Expediente Técnico. 

Igualmente, queda acreditado que el acusado Wilmar Elera García, llevó adelante su labor como 
Supervisor de Obra, con la copia de un Expediente Técnico, sin firma del proyectista y los profesionales 
responsables. 

Dado que con tales entregas, la norma pretende que las partes verifiquen que el terreno donde se 
ejecutará la obra sea compatible con lo señalado en el Expediente Técnico y que se encuentra 
disponible para su ejecución11; evitando así que la ejecución de una obra se vea retrasada por la 
imposibilidad de contar con el terreno sobre el que esta se ejecutará; y, que si bien en forma 
excepcional podría entregarse el terreno parcialmente o con áreas no disponibles, dicha entrega parcial 
debe contar con el sustento técnico correspondiente; lo que no ocurrió en el presente caso cuando se 
alude a un recorrido simbólico. 

Y, que la omisión y alteración del procedimiento legalmente establecido es considerado como una de 
las razones que pueden dar lugar a la calificación delictiva de los hechos, porque las pautas 
establecidas para la tramitación del procedimiento a seguir en cada caso tienen la función de alejar los 
peligros de la arbitrariedad y el acuerdo ilegal; el inicio de la ejecución de la obra y su continuación, 
infringiendo el mandato expreso –e irrefutable- previsto en el Reglamento de la Ley de Contrataciones 
antes glosada, constituyen indicios que convergen en el sentido de que no respondía sino a un acuerdo 
entre el Inspector de Obra designado por la entidad y el representante del Consorcio, así como con el 
Supervisor, para favorecer al Consorcio, al permitirle la ejecución de la obra sin parámetros de control 
válidos. 

Respecto a los adelantos directo y de materiales. Normativamente a la época de los hechos se 
encontraba regulado en los artículos 186 a 188 del Reglamento, de la siguiente forma: 1) Directos al 
contratista, los que en ningún caso excederán en conjunto del 20% del monto del contrato original; y, 2) 
Para materiales, los que en conjunto no deberán superar el 40% del monto del contrato original. Por lo 
que de haberse previsto en las bases, su otorgamiento, tratándose del primero, el contratista dentro de 
los ocho (08) días siguientes a la suscripción del contrato, podrá solicitar formalmente su entrega, 
adjuntando a su solicitud la garantía y el comprobante de pago correspondiente. En el segundo caso, 
las solicitudes de su otorgamiento deberán ser realizadas una vez iniciada la ejecución contractual, 
teniendo en consideración el calendario de adquisición de materiales presentado por el contratista y los 
plazos establecidos en las bases para solicitar y entregar dichos adelantos. 

En el caso del Contrato de Ejecución de Obra "Ampliación y Mejoramiento del Sistema de Agua 
Potable y Alcantarillado de Pacaipampa", su entrega fue prevista en la Cláusula Séptima, como 
adelanto directo hasta el 20% y de materiales o insumos a utilizarse en la obra, hasta el 40%, por 
ciento del monto del contrato original. 

Del Cuadro de Informe Económico de Obra "Ampliación y Mejoramiento del Sistema de Agua Potable y 
Alcantarillado de Pacaipampa" Código SNIP N° 56326 ; aparece que la empresa Corsan Consultores 
Contratistas Grales S.A.C., percibió: a) El 23 de enero de 2012, Adelanto Directo del 20%, que equivale 
a S/.722,543.54; y, b) El 09 de febrero de 2012, Adelanto de Materiales del 40%, equivalente a 
S/.1´445,087.07. 

Si bien, en relación al primero, se tiene el Comprobante de pago N° 001, de 31 de diciembre de 2 011, 
emitido por la MDP, a favor de Corsan Consultores Contratistas Generales, por la suma de 
S/.722,543.54, entregado al representante legal del Consorcio José Luis Cortegana Sánchez; esto es, 
de fecha anterior a la suscripción del contrato, ocurrido el 13 de enero de 2011, estando a lo expuesto 
por el perito Carlos Edmundo Zúñiga Arbulú, en el sentido que se procedió así para comprometer los 
recursos y evitar su reversión, como muchas veces se hace en las entidades, pero que fue pagado el 
19 de enero de 2012, por lo que estaba en el plazo establecido por la ley. No se aprecia que la entrega 
de dicho adelanto en sí mismo constituya un acto irregular.  

No ocurre lo mismo, en cuanto a la entrega del Adelanto de Materiales, el cual conforme se indica fue 
entregado 09 de febrero de 2012, esto es, mucho antes de que se inicie la ejecución de la Obra, lo que 

                                                 
11 Opinión N° 045-2015/DTN de 30 de marzo de 2015 
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aconteció el 24 de mayo de 2012; señalando al respecto el perito Carlos Edmundo Zúñiga Arbulú, que 
para ello se requería según el artículo 184 del Reglamento de la Ley de Contrataciones, que la 
supervisión ya esté contratada, de la entrega del terreno y el inicio de la ejecución, desconociendo en 
este caso porque motivos se pagó en la forma que se hizo, pues, la entrega del terreno se concretó el 
23 de mayo. Su otorgamiento, en todo caso, se dio con la aprobación del acusado Wilder Alexander 
Mogollón Espinoza, quien a esa época era Jefe de la División de Infraestructura y Servicios Técnicos. 
Si bien dicho acusado alega que la ejecución se suspendió por temas climatológicos, reiniciándose en 
el mes de mayo, no existe elemento alguno del cual aparezca que la ejecución se hubiera iniciado 
antes de su entrega ni de pedido de suspensión alguno. 

Su concesión, a pesar de que el acusado Guillermo Burga Carranza señala que al ya haberse dado los 
adelantos, visitó el depósito general que tenía la empresa viendo que estaba lleno de material, por lo 
que esa partida estaba bien; sin que las partes verifiquen previamente que el terreno donde se 
ejecutaría la obra sea compatible con lo señalado en el Expediente Técnico y que se encontraba 
disponible para su ejecución; ponía en riesgo la utilización eficiente de los recursos del Estado. 

Las máximas de experiencia indican que en el caso de operaciones contractuales legítimas, los 
participantes en ella cuidan de la concordancia de todos los aspectos en el contexto global de la 
operación, en tanto, en una operación fraudulenta, si bien las incongruencias pueden no ser obvias, en 
su accionar los agentes contribuyen involuntariamente a la creación de documentos que carecen de 
sentido de por sí o que carece de sentido en relación con los demás documentos. En esa línea, el 
adelanto de materiales, otorgado al Consorcio representado por el acusado José Luis Cortegana 
Sánchez, prescindiendo de las exigencias legales para ello, constituye otro indicio que converge en el 
sentido que se hizo previo acuerdo con aquél, para favorecerlo indebidamente. 

En cuanto al nombramiento del Jefe de Supervisión y  la paralización de la Supervisión. No 
obstante haberse establecido en el Contrato de Supervisión de Obra N° 248-2012-MDP-A, que el plazo 
de prestación de la supervisión se extendería desde la firma del contrato hasta la culminación de la 
obra previo informe final de conformidad de recepción de obra; ello en razón a que (…) el contrato de 
supervisión se encuentra supeditado a la existencia, ejecución y desarrollo de un contrato de obra, (…) 
que el contrato de supervisión de obra es un contrato vinculado al contrato de obra (…) –y- que cuando 
se apruebe una ampliación del plazo del contrato de obra, corresponde a la entidad ampliar el plazo de 
la supervisión sin condicionar tal ampliación a determinado procedimiento a cargo del contratista ya 
que el contrato de supervisión de obra es un contrato vinculado al contrato de obra12; conforme se 
advierte del Cuaderno de Obra, el Supervisor firmó el Cuaderno de Obra solamente hasta el 07 de 
diciembre de 2012 (Cuaderno de Obra N° 03, Folio N°  02, Asiento N° 163); lo que guarda relación con 
lo referido por el acusado Zenón Burga Carranza, en el sentido que permaneció en Pacaipampa hasta 
diciembre de 2012; de lo que se tiene que el consultor de allí en adelante no efectuó labor de 
supervisión alguna; poniendo con ello una vez más en riesgo la adecuada ejecución de la Obra.  

En relación a las ampliaciones de plazo, la aprobación y trámite de valorizaciones de manera mensual, 
en las que se habría incluido excesos de metrados no ejecutados por el contratista, tales como 
demolición de buzones existentes, movimiento de tierras en lagunas, reposición de pavimentos; 
asimismo, que no se haya cumplido con parte de las especificaciones técnicas y con los planos; dado 
que para su análisis se requiere un parámetro de comparación válido y que como tal no se puede 
considerar un Expediente Técnico sin el aval del proyectista o de los profesionales que lo elaboraron, 
solo es posible señalar que las deficiencias advertidas no son sino la concreción del riesgo asumido al 
iniciar la ejecución y supervisión de la Obra en la forma en que se hizo.   

Los hechos anteriores, acreditados de forma suficiente, se aprecia que son concurrentes y confluyen -
por el enlace preciso y directo que guardan entre sí-, con entidad suficiente para deducir que el 
acusado Wilder Alexander Mogollón Ochoa, como funcionario público cuya participación resultaba 
necesaria en la etapa de ejecución del contrato, no cumplió con las previsiones contenidas en el 
Reglamento de la Ley de Contrataciones -quebrantando deberes especiales asumidos en razón de su 
cargo- para el otorgamiento del adelanto por materiales, para el inicio de la ejecución de la Obra y para 
el inicio de la Supervisión -como es la entrega del expediente técnico completo y la entrega total del 
terreno-; asimismo que ello fue consecuencia de una concertación defraudatoria -basado en el engaño-
, de favorecer los intereses del Consorcio y perjudicar al Estado, pues, al no existir un Expediente 
Técnico válido, la ejecución se dejaba librado a los criterios que estimara aplicables el Consorcio, 
suponiendo ello la inaplicación de los principios que orientan la contratación pública, en especial el de 
                                                 
12 Opinión N°046-2009/DTN, de 29 de mayo de 2009. 



 
      
 

46 
 

transparencia y economía que buscan la eficiencia en el gasto; adecuando así su conducta al delito 
atribuido. 

El mencionado acusado con su accionar creó una ocasión de riesgo para el bien jurídico protegido por 
el delito de colusión, al acordar la ejecución de la obra, sin que previamente se haya cumplido con las 
exigencias indispensables para alcanzar la finalidad del contrato; riesgo que se concretó en la 
anulación de toda posibilidad de que la entidad vea satisfecha sus necesidades en condiciones idóneas 
y seguras, pues, ante las ocurrencias surgidas no hubo quien absuelva las consultas formuladas, tal 
como se desprende de lo manifestado por Fray Henry Mora Panta en el sentido que cuando hicieron 
consultas referido al acceso de la planta de tratamiento, a la línea de conducción que era de un 
kilómetro desde Pacaipampa hasta la laguna de oxidación, donde habían terrenos en los cuales no 
dejaban tender la línea de conducción y otra más, nunca se absolvieron; lo que, entre otros, dio lugar a 
la paralización de la obra, la resolución del contrato y que finalmente la obra sea culminada por la 
Entidad, conforme se advierte del Informe Pericial de Evaluación Técnica y Económica, de 26 de 
agosto de 2017, elaborado por el perito Segundo Julio Guevara Mendoza; asimismo, que ello generó 
un daño económico total al Estado de S/.709,746.30 soles; además de las obligaciones pecuniarias 
impuestas en los procesos arbitrales, a que dio lugar la inadecuada ejecución del contrato. 

Siendo así, se concluye que se encuentra acreditada la comisión del delito de colusión agravada así 
como la responsabilidad penal del acusado Wilder Alexander Mogollón Ochoa. 

Respecto al elemento subjetivo, cabe recordar que el dolo no se prueba directa y objetivamente, sino 
que se trata de una inferencia lógica, razonable y consecuente de la prueba actuada que establece la 
ocurrencia de un hecho. En este caso, las contravenciones a la normatividad fueron manifiestas y 
tenían el propósito de favorecer al Consorcio quien procedería a la ejecución de la Obra sin parámetros 
válidos de control y frustrando el mejor resultado posible para la entidad, por lo tanto, la conclusión 
lógica es que se trata de un comportamiento consciente y plenamente voluntario que determina el 
carácter doloso de su actuación. Por lo demás, el conocimiento y voluntad de estar obrando en contra del 
orden jurídico, no demandaba en el sujeto activo el dominio o la posesión de conocimientos especiales, o una 
particular instrucción, pues por principio general la ley se presume conocida por todos los ciudadanos y su 
ignorancia no es excusa para su incumplimiento; más aún si en este caso, el acusado es ingeniero civil y con 
experiencia en la ejecución de obras. 

 

G. Participación de los extraneus  

 
En cuanto a la responsabilidad penal de los encausados José Luis Cortegana Sánchez y Wilmar 
Alberto Elera García, se debe precisar que si bien no tienen la calidad exigida por el tipo penal del 
delito de colusión agrava (esto es, ser funcionario público), con arreglo al principio de la unidad en el 
título de la imputación, es que se les comprendió en el presente proceso; principio bajo el cual el 
particular (o extraneus) puede contribuir en un hecho, cuya pertenencia es reconocida a un funcionario 
y/o servidor público –en el ejercicio de sus funciones–. Así, los particulares no pueden responder por 
un delito distinto al del autor, puesto que ello quebraría el aforismo de que lo accesorio sigue la suerte 
de lo principal. Aunado a ello, se debe tener en cuenta que en el fundamento jurídico 11 del Acuerdo 
Plenario N° 2-2011/CJ-116, se expresa lo siguiente:  “Este tipo de delitos restringe el círculo de autores 
[...], pero admite la participación del extraneus que no ostenta esa obligación especial, pero responde 
como partícipe: inductor o cómplice”. 

En el caso de autos, se tiene con relación a los extraneus que el inicio y continuación de la ejecución 
de la obra, así como de la supervisión se hizo pese a no haberse cumplido con las exigencias previstas 
en el Reglamento para ello, y que su ejecución solo resultaba lógica ante la existencia de un acuerdo 
que lo propiciara o consintiera, como en efecto se desprende de la conducta del acusado Wilder 
Alexander Mogollón Ochoa como responsable por la Entidad para ello. 

Estimándose, por el supervisor Wilmar Elera García que debió ordenar la suspensión inmediata de la 
ejecución de la Obra, tan pronto tuvo conciencia de la transgresión que se proyectaba, al no existir 
parámetros válidos para verificar la extensión, características y dificultades de las labores exigidas al 
consorcio, pero lo cierto es que conscientemente no solo consintió la ilegalidad, sino participó de ella al 
aprobar las ampliaciones y valorizaciones, precisamente porque también las propiciaba.  

Finalmente, si bien los acusados José Luis Cortegana Sánchez y Wilmar Elera García, señalan que 
habiéndose percatado de que el Expediente Técnico carecía de la firma del proyectista y de los 
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profesionales que lo elaboraron, pero que al ser entregado por la entidad continuaron con la ejecución, 
pretendiendo así evidenciar la inexistencia de un acuerdo ilegal; ello no resulta atendible pues la 
evidente infracción de las normas que garantizan la adecuada ejecución de las obras -y que buscan 
alejar los peligros de arbitrariedad-, permite inferir que su desconocimiento solo podía obedecer a una 
acuerdo con su coacusado Mogollón Ochoa. 

Llama la atención que los extraneus, siendo profesionales de larga y notable trayectoria, según 
manifiestan, se hubieran presentado al concurso efectuando una propuesta económica, ganen el 
mismo, y luego no cuenten con el expediente técnico válidamente aprobado, que precisamente les 
permitió formular su propuesta. 

En cuanto a lo alegado de que los hechos que dieron origen al presente proceso constituyen 
discrepancias surgidas en la ejecución del contrato las cuales han sido resueltas en la vía arbitral 
mediante la emisión de dos laudos, los cuales teniendo la calidad de cosa juzgada no pueden ser 
revisados en esta instancia; cabe señalar que ello no resulta atendible, en tanto, la vía arbitral es 
competente para conocer sobre materias de libre disposición, a diferencia del proceso penal en el cual 
se busca la acreditación de ciertos hechos que constituyen presuntos ilícitos penales y que, en el caso 
de autos, no se aprecia una conexión causal directa e inmediata, desde el punto de vista fáctico, entre 
el hecho objeto del presente proceso y la pretensión ejercitada en vía arbitral, por lo que la  decisión del 
tribunal arbitral no tiene influencia decisiva en la decisión del juez penal. 

De igual forma, en cuanto se alega que el Acuerdo Plenario N° 01-2006, en el Recurso de Nulidad 
1912-2005- Piura, indicó el modo y forma de aplicación de la prueba indiciaria, lineamiento que la 
fiscalía no ha seguido, si no que de forma ambigua y genérica cita diversos elementos pero nunca 
determina su correlación, simplemente dice que están correlacionados pero no señala en qué medida 
lo están; se tiene presente que la incorrección en el planteo de la argumentación probatoria por las 
partes solo perjudica a quien incurrió en tales defectos –siendo- el juez en la motivación de la sentencia 
el que deberá cumplir con las reglas internas y de fondo para justificar el fallo13. 

 
8. ANTIJURICIDAD  
 
Lo antijurídico de una conducta significa que los agentes del delito –Wilder Alexander Mogollón Ochoa, 
Wilmar Alberto Elera García y José Luis Cortegana Sánchez– han infringido con su conducta una 
norma jurídica sin que haya concurrido para ello una causa que justificara tal actuación.  
 
9. CULPABILIDAD 
 
En el debate no se ha probado que los acusados Wilder Alexander Mogollón Ochoa, Wilmar Alberto 
Elera García y José Luis Cortegana Sánchez, adolezcan de trastorno mental, afectivo o de la voluntad 
que les impidiese comprender lo ilícito de su actuación y el poder asumir una conducta conforme a tal 
capacidad de comprensión. En tal sentido al no haber concurrido ninguna causa que razonablemente 
demostrara que son inimputables debe afirmarse su capacidad de culpabilidad penal como un juicio de 
exigencia. En cuanto a la conciencia de la ilicitud, los acusados estaban en la posibilidad de 
representarse que favorecer a un contratista previa concertación ilegal constituye una conducta 
prohibida mediante una pena, no requiriendo para ello conocimientos exactos de dogmática jurídica. 
 
10. DETERMINACIÓN DE LA PENA 
 
Es la actividad mediante la cual se fija la sanción -o quantum- que se impondrá a una persona 
declarada penalmente responsable de un ilícito, dentro de los límites impuestos por la ley (máximo y 
mínimo), tomando en consideración el disvalor de acción, disvalor del resultado, la proporcionalidad, la 
culpabilidad del autor, así como los criterios de necesidad y razonabilidad de la pena. Es el 
procedimiento técnico y valorativo que se relaciona con aquella tercera decisión que debe adoptar un 
Juez Penal14. Dicha actividad, se realiza en dos momentos: la identificación del marco legal aplicable y 
la individualización de la sanción. 

En el primer momento, también denominada determinación en sentido amplio, se realiza con la 
participación del Legislador y el Juzgador, y pretende establecer los límites mínimo y máximo, entre los 

                                                 
13 Casación N.° 241-2019/Ancash, de 19 de mayo de 202 1. Fundamento Segundo. 
14 Acuerdo Plenario Nº 1-2008/CJ-116. Asunto: Reincidencia, Habitualidad y  Determinación de la Pena, de Fecha 18 de Julio de 
2008. Fund. 6 
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que oscilará el quantum. Mientras que el Legislador indica en cada delito una pena relativamente 
indeterminada (parte especial), también identifica ciertos casos donde dichos limites mutarán –sea 
aumentando, sea disminuyendo– y son en éstos casos, donde es necesaria la concreción del 
Juzgador.  

Tratándose del delito de colusión agravada, el segundo párrafo del artículo 384 del Código Penal, 
vigente a la época de los hechos atribuidos, sanciona dicho evento con pena privativa de libertad no 
menor de seis ni mayor de quince años. De otro lado, en aplicación del artículo 426 del acotado código, 
además con pena de Inhabilitación por el tiempo de pena conforme al artículo 36, incisos 1 y 2.  

En el segundo momento, también denominada determinación en sentido estricto, es de exclusiva 
función del Juzgador, quien atendiendo a las circunstancias objetivas de la conducta y las subjetivas 
del imputado, fija el quantum que merece la persona declarada penalmente responsable por el ilícito 
cometido.   

Así, con relación a la extensión del daño y del peligro efectivo provocado, se estima que la conducta de 
los acusados afectó de manera grave y considerable los principios que rigen la contratación pública y 
los caudales del Estado; en cuanto a la calidad de los motivos que impulsaron al autor y los extraneus, 
no se han establecido en forma concreta pero de menara general fue la de favorecer al consorcio. 
Respecto a la mayor o menor comprensión del carácter ilícito del hecho, como personas adultas, con el 
pleno goce de sus facultades mentales, ya que no se ha demostrado lo contrario, es evidente el 
conocimiento que los acusados tenían del carácter ilícito de su actividad; las circunstancias personales 
de los agentes, los acusados son agentes primarios al no registrar condena anterior, lo cual supone 
que anteriormente ha enmarcado su conducta a las normas que rigen la convivencia social. 

En dicho contexto, no hay ningún motivo particular que apreciar que pudiese influir en la agravación de 
la pena, y dado que ésta debe ser un instrumento real de resocialización, corresponde que la pena sea 
impuesta en el tercio mínimo. De otro lado, si bien de la conducta procesal de los acusados se 
evidencia que éstos han comparecido en las oportunidades en que han sido convocados por el 
Ministerio Público así como por el Órgano Jurisdiccional, evidenciando su disposición al cumplimiento 
de las obligaciones procesales impuestas, igualmente, que tienen arraigo domiciliario y laboral; el delito 
materia de juzgamiento es grave, por lo que no se descarta la posibilidad de que eviten el cumplimiento 
de la sentencia,  este juzgador estima pertinente disponer la ejecución provisional de la misma. 

En cuanto a la Inhabilitación, este juzgador estima que debe aplicarse a los acusados quienes en 
función de sus intereses inmediatos prescindieron de modo personal y directo de las exigencias 
esenciales del procedimiento de contratación, comprendiendo no solo el ejercicio del cargo específico 
en el que se cometieron los hechos sino extenderse a otros cargos públicos que puedan obtenerse 
incluso por elección ciudadana, teniéndose presente al respecto lo señalado en el Acuerdo Plenario Nº 
2-2008/CJ-116 de 18 de Julio de 2008, emitido por la Corte Suprema de Justicia de la República, en el 
sentido “(…) la pena de inhabilitación consiste en la privación, suspensión o incapacitación de uno o 
más derechos políticos, económicos, profesionales y civiles del penado.  A través de esta pena se 
sanciona a quien ha infraccionado un deber especial propio de su cargo, función, profesión, comercio, 
industria o relación familiar; o a quién se ha prevalido de su posición de poder o de dominio para 
delinquir (…)”. 
 
11. DETERMINACIÓN JUDICIAL DE LA REPARACIÓN CIVIL 
 
Estando a que la misma abarca -conforme a lo previsto en el artículo 92º del Código Penal- la 
restitución, esto es, el beneficio por cuya virtud la persona que padeció lesión –agraviado- por algún 
acto, logra que se repongan las cosas al estado que tenían antes del daño; asimismo, la indemnización 
o resarcimiento de los daños o perjuicios causados al agraviado, en su persona o en sus bienes, la cual 
habrá de comprender la compensación por la pérdida que se ha sufrido a causa del hecho -daño 
emergente- y por lo que se ha dejado de ganar o percibir por idéntica circunstancia -lucro cesante-; en 
consonancia con la cual se encuentra el artículo 399, numeral 4, del Código Procesal Penal, así como 
el Acuerdo Plenario N° 6-2006/CJ-116 de 13 de octub re de 2006, por el cual la Corte Suprema de 
Justicia de la República señala que ... el fundamento de la responsabilidad civil, que origina la 
obligación de reparar, es la existencia de un daño civil  causado por un ilícito penal (...).  8. Desde esta 
perspectiva el daño civil debe entenderse como aquellos efectos negativos que derivan de la lesión de 
un interés protegido, lesión que puede originar consecuencias patrimoniales y no patrimoniales. Una 
concreta conducta puede ocasionar tanto (1) daños patrimoniales , que consisten en la lesión de 
derechos de naturaleza económica, que debe ser reparada, radicada en la disminución de la esfera 
patrimonial del dañado y en el no incremento en el patrimonio del dañado o ganancia patrimonial neta 
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dejada de percibir–menoscabo patrimonial-; cuanto (2) daños no patrimoniales , circunscrita a la 
lesión de derechos o legítimos intereses existenciales –no patrimoniales- tanto de las personas 
naturales como de las personas jurídicas –se afectan, como acota ALASTUEY DOBÓN, bienes 
inmateriales del perjudicado, que no tienen reflejo patrimonial alguno- (Conforme: ESPINOZA 
ESPINOZA, JUAN: Derecho de la responsabilidad civil, Gaceta Jurídica, 2002, páginas 157 / 159)(...). 
En esa línea, tales normas permiten fijar prudencialmente su importe –guardando proporción y 
equilibrio con los efectivos daños-, aún en ausencia de pruebas en ese sentido, pues sobre la base de 
las circunstancias de la infracción, las consecuencias habidas o posibles del agravio sufrido y demás 
elementos de juicio que se hubiere recogido pueden derivarse el referido importe. 

En el caso de autos, resulta evidente que a consecuencia de la infracción penal, de la que se declara 
responsable a los imputados, se generó un daño al Estado – MDP, el cual queda evidenciado cuando 
la demanda de la ejecución de la Obra de saneamiento no se vio satisfecha en forma oportuna y, 
además al duplicarse los recursos empleados, en la ejecución llevada por el Consorcio representado 
por el acusado José Luis Cortegana Sánchez y los que invirtió la entidad posteriormente para culminar 
la obra; de igual forma, los daños ocasionados por la paralización de la obra, el mismo que de acuerdo 
al Informe Pericial de Evaluación Técnica y Económica de 26 de agosto de 2017, elaborado por el 
perito Segundo Julio Guevara Mendoza, asciende a S/.709,746.30 soles; así como en las obligaciones 
arbitrales impuestas para el pago a favor del Consorcio; por lo que corresponde fijar una indemnización 
según dicho importe. 
 
12. COSTAS PROCESALES 
 
Corresponde que en ejecución de sentencia se aprecie prudentemente el alcance de las costas, 
atendiendo a las circunstancias del caso concreto, a la naturaleza del proceso, las características del 
procedimiento llevado y otros, que ofrezca la parte agraviada con el detalle de gastos y si no se cuenta 
con comprobante justificativo, en la medida en que estos sean razonables, en aplicación del art. 497 
del Código Procesal Penal. 
 
13. EN CUANTO A LOS ACUSADOS JUAN MANUEL GARCÍA CAR HUAPOMA, ZENÓN 

GUILLERMO BURGA CARRANZA, LESLYE MAYLE MALARA LÓPEZ  y FRAY HENRY MORA 
PANTA 

 
Si bien la posición de garante en el proceso de contratación por su calidad de titular de la entidad así 
como de administradora, era indudable, asimismo, que conocedores y en el ejercicio del mismo 
participaron: 

a. Juan Manuel García Carhuapoma, en la emisión de la Resolución de Alcaldía N° 584-2012-MDP-A  
de 27 de setiembre de 2012, por la cual se deniega la solicitud de Ampliación de Plazo N° 01 por 
89 días calendario, y la Resolución de Alcaldía N° 585-2012-MDP-A  de 27 de setiembre de 2012, 
por la cual se deniega la solicitud de Ampliación de Plazo N° 02 por 101 días calendario, 
presentado por el Consorcio Pacaipampa; los cuales no fueron notificados oportunamente, dando 
lugar a que las ampliaciones solicitadas se tengan por aprobadas mediante silencio administrativo 
positivo; sin que exista dato alguno del cual aparezca que aquél hubiera ordenado, sugerido o 
permitido dicha actuación irregular. 

b. Leslye Mayle Malara Lopez, como administradora de la MDP, cuya única participación fue el 
trámite para el pago del adelanto de materiales, el cual previamente recibió la aprobación de la 
División de Infraestructura y Servicios Técnicos, sin que a partir de ello se advierta que hubiera 
tomado conocimiento de irregularidad alguna. 

Los mismos no aportan elementos suficientes para afirmar fuera de toda duda de que hubieran tomado 
conocimiento de la actuación ilegal de sus coacusados, ya sea de manera directa y/o indirecta. En 
dicha perspectiva, si bien los hechos objeto del presente proceso implicó la participación de varias 
personas, al no haberse acreditado que los antes mencionados hubieran estado en condiciones de 
advertir y evitar el ilegal proceder de sus coacusados, su conducta no se adecúa al delito que se les 
atribuye. Ello en estricta aplicación de los principios de confianza -por el cual no es posible atribuir 
responsabilidad a quien ha obrado esperando que otros actúen de acuerdo con los mandatos legales 
dentro de su competencia- y de división de trabajo -que involucra una distribución de deberes de 
cuidado para el desarrollo de diversas tareas y funciones donde convergen diferentes sujetos-, por el 
cual la lesión a un bien jurídico cuyo deber de cuidado correspondía a un determinado sujeto, ocasiona 
la responsabilidad exclusiva de éste, en la medida que su actuación dolosa la haya provocado.  
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Criterio igualmente aplicable a los acusados Zenón Guillermo Burga Carranza y Fray Henry Mora 
Panta, quienes si bien coordinaban entre sí para la ejecución de la obra, las coordinaciones ante la 
entidad por el Consorcio y por la Supervisión, respecto a las condiciones en que debía cumplirse los 
contratos, lo hacían los representantes de éstos; por lo que si bien este juzgador no descarta la 
existencia de prueba indiciaria derivada de la ejecución de la obra basado en un expediente técnico no 
autorizado y la no recepción del terreno, estos elementos son insuficientes para formular un juicio de 
certeza, debido a la inexistencia probatoria de otros indicios anteriores, concomitantes o posteriores, 
que a su vez sean fuertes y graves y que permitan colegir su participación en el delito acusado. 
 

III. DECISION 
 

Por las consideraciones expuestas, y de conformidad con lo dispuesto por los artículos 12, 22, 23, 25, 
92 y 384 del Código Penal, y de  los artículos 398 y 399 del Código Procesal Penal, el señor Juez del 
Sétimo Juzgado Penal Unipersonal Especializado en Delitos de Corrupción de Funcionarios de Piura, 
administrando justicia a nombre de la Nación, 

FALLA: 

1. ABSOLVIENDO  a los acusados JUAN MANUEL GARCÍA CARHUAPOMA, ZENÓN GUILLERMO 
BURGA CARRANZA, LESLYE MAYLE MALARA LÓPEZ y FRAY HE NRY MORA PANTA, cuyas 
generales de ley han sido consignadas anteriormente, de la acusación fiscal formulada en su 
contra, a los tres primeros como autores y, al último como cómplice extraneus, del delito Contra la 
Administración Pública en la modalidad de COLUSIÓN AGRAVADA , en agravio del Estado – 
Municipalidad Distrital de Pacaipampa. MANDO se anulen los antecedentes que se hubieran 
generado en este extremo como consecuencia de la presente causa; y, consentida y/o ejecutoriada 
que sea la presente archívese definitivamente. 

2. CONDENANDO a los acusados WILDER ALEXANDER MOGOLLON OCHOA, WILMAR 
ALBERTO ELERA GARCIA y JOSE LUIS CORTEGANA SANCHEZ,  cuyas generales de ley han 
sido consignadas anteriormente, al primero como autor y, al segundo y tercero como cómplices 
extraneus, del delito Contra la Administración Pública en la modalidad de Colusión agravada, en 
agravio del Estado – Municipalidad Distrital de Pacaipampa, a SEIS AÑOS DE PENA PRIVATIVA 
DE LIBERTAD efectiva; e, INHABILITACION conforme a lo previsto en los incisos 1) y 2) del 
artículo 36 del Código Penal, por el mismo periodo.  

3. FIJA EN UN MILLON CIEN MIL SOLES, el importe que por concepto de REPARACION CIVIL  
deberán pagar los sentenciados en forma solidaria a favor del Estado. 

4. PROCEDASE al internamiento de los acusados en un centro penitenciario en ejecución provisional 
de la sentencia en mérito de lo dispuesto por el artículo 402º del Código Procesal Penal, 
oficiándose para su ubicación y captura. 

MANDO que una vez consentida y ejecutoriada la presente, se cumpla con registrarla y remita al 
Juzgado de Investigación Preparatoria para su ejecución.--- 
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